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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE ARGENTINA AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

I. BREVE RESEÑA DE LOS AVANCES 

Sin ninguna duda, el principal avance de Argentina es la aprobación de la Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales, promulgada el 01/04/09 y publicada en el Boletín Oficial el 14/04/09, la que viene a reemplazar una ley nacional sobre violencia familiar, limitada al entorno doméstico, adecuando, por tanto, de mejor manera su legislación a la Convención de Belem do Pará.

La nueva ley, entre otras cosas, reconoce la violencia contra las mujeres en sentido amplio, pone en marcha un Observatorio de la Violencia contra las Mujeres, a fin de llevar registro de los casos en todo el país, con los mismos parámetros, y controlar la efectividad de las políticas que se apliquen, prevé un Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, cuya elaboración, implementación y monitoreo corresponde al Consejo Nacional de las Mujeres, garantiza el acceso a la justicia con patrocinio jurídico gratuito y procedimientos sumarísimos, asegura la asistencia integral de las víctimas y se compromete a remover patrones socio-culturales que promueven las agresiones de género.

Esta ley define violencia como "toda conducta, acción u omisión que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte la vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial de las mujeres, así como su seguridad". Y añade que dentro de esas conductas agresivas están incluidas "las perpetradas desde el Estado o por sus agentes", lo que implica un compromiso de policías, jueces, médicos y otros funcionarios que atienden problemas de esta índole. Condena la violencia psicológica que causa, entre otras cosas, disminución de la autoestima, la que busca degradar o controlar las acciones de las mujeres bajo amenazas, acoso, hostigamiento, manipulación, aislamiento, culpabilización, exigencia de obediencia, celos excesivos, ridiculización, etc. También sanciona la violencia sexual, económica, patrimonial y simbólica, que provenga del hogar, de las diversas instituciones del ámbito público y del trabajo. En este último caso, se considera una vulneración de los derechos de las mujeres la solicitud de requisitos de edad, apariencia física, maternidad y la falta de igual remuneración por igual tarea. 

Esta ley, dentro de la violencia sexual, incluye explícitamente la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres. Y, a diferencia de muchos países de nuestra región, alcanza además la violencia obstétrica y contra la libertad reproductiva.

Otros aspectos positivos de esta Ley son que prohíbe las audiencias judiciales de mediación o conciliación y que contempla provisión presupuestaria para la implementación de las normas en forma anual a través de la Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional.

Cabe destacar, también, como avances en el periodo informado, los siguientes:

· La creación en 2008 la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata, del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, integrada por un equipo interdisciplinario conformado por las divisiones específicas de las Fuerzas de Seguridad, psicólogos/as, trabajadores/as sociales y abogados/as. Esta oficina centraliza toda actividad referida a la prevención e investigación del delito de trata de personas, como así también la asistencia a las víctimas.
· La creación en 2007 de la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL), del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tiene entre sus objetivos sensibilizar, capacitar y difundir la problemática del acoso sexual, asesorar a las personas interesadas, recibir presentaciones que contengan consultas y/o denuncias sobre violencia laboral y remitir antecedentes a los organismos competentes.

· La existencia en el Parlamento de un proyecto de ley sobre interrupción voluntaria del embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional en los servicios de todo el sistema de salud (sector público, de la seguridad social y del sector privado). El cual también contempla que, fuera de este plazo, toda mujer tendrá derecho a decidir la interrupción de un embarazo producto de una violación, si estuviera en riesgo la salud o la vida de la mujer o si existieran malformaciones fetales graves. 

· La elaboración, por parte del Ministerio de Salud de la Nación, de una Guía Técnica para la Atención de Abortos No punibles, dirigida a los equipos de salud.

· La dictación, por parte de algunas provincias argentinas, la Ciudad de Buenos Aires y algunas intendencias municipales, de protocolos de atención a las víctimas de violencia sexual. Así, el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable ha elaborado un Protocolo Nacional de Atención a las Víctimas de Violencia Sexual a efectos de garantizar los derechos consagrados en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y en la Convención sobre los Derechos del Niño. 

· La puesta en marcha de la Ley Nacional Nº 25.673 que crea el Programa de Salud Sexual y Procreación Responsable, el que representa un adelanto efectivo en la consecución del respeto a los derechos humanos de las personas.

· La aprobación en 2004 de la Ley Nacional Nº 25.929 sobre Derechos de Madres, Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento conocida como de “parto humanizado”, la cual consagra los derechos de las mujeres a ser acompañadas durante el trabajo de parto, por su pareja o por quien designen. Para ello se dispuso la capacitación de profesionales y la adaptación de los recursos físicos en el Sistema de Salud de la Nación. 

· La incorporación en 2007, por el Ministro de Salud, de la Anticoncepción Hormonal de Emergencia (AHE) al Programa Médico Obligatorio, como método anticonceptivo hormonal. 

· El desarrollo, por parte de un ministerio que habitualmente no se involucra en estas temáticas, el Ministerio de Defensa, del Plan de Trabajo Conjunto para Promover una Política Integral para la Detección, Atención y Registro de los Casos de Violencia Intrafamiliar, con un enfoque preventivo, interdisciplinario e interinstitucional y que destaca la obligación internacional del Estado en el abordaje de esta problemática. Así, se conformó un equipo de trabajo conjunto con representantes del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas.

· La implementación, por varias provincias, de sistemas de justicia itinerante para recorrer grandes distancias tratando de acercar la justicia a la comunidad, lo que beneficia a las mujeres rurales e indígenas que viven en comunidades alejadas de las grandes urbes.

· La implementación de un mecanismo de rescate de mujeres, cual es, el programa “Las Víctimas contra las Violencias” que dispone de brigadas móviles para acudir al auxilio ante un llamado de emergencia para trasladar a las víctimas desde el lugar en el que se encuentran hacia un lugar seguro. 

· La implementación de acciones complementarias y alternativas a los refugios, como pensiones, hoteles y albergues o casas de familia.

· La implementación por primera vez en el país, por el municipio del Gran Buenos Aires, de una encuesta destinada a medir la violencia en el noviazgo, en el marco del “Proyecto de Prevención de la Violencia de Género en la Adolescencia”, la cual, si bien solo posee alcance local, constituye un aporte importante a la investigación.

II. BREVE RECUENTO DE LOS OBSTACULOS

Los principales obstáculos detectados son los siguientes:

· La falta de mecanismos de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, carencia que impide mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres.

· La falta de mecanismos específicos de reparación a la víctimas de violencia de género.

· La inexistencia de políticas para prevenir y sancionar el femicidio, entre ellas normas punitivas especificas.

· La falta de campañas de difusión de la Convención de Belem do Pará.

· La escasez de planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia) y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia y otras públicos similares.

· La escasa participación de la sociedad civil en el diseño, monitoreo y evaluación de Planes, Acciones o Estrategias nacionales o provinciales en materia de violencia contra las mujeres. 

· La falta de acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará.

· La inexistencia de estudios sobre el uso de la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos por los juzgados y fiscalías en sus sentencias y dictámenes, así como, sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias y sobre si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia.
· La inexistencia de información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a entidades receptoras de denuncias, a capacitación de funcionarios, a servicios especializados, como refugios y casas de acogida, a líneas de asistencia gratuita, a asesoría jurídica gratuita, a consejería psicológica gratuita, a campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y a servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia.

· La inexistencia de estudios, investigaciones o seguimientos, desde el Estado, sobre la violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en el país.

· La falta de información sobre violencia hacia las mujeres privadas de libertad, por ejemplo, aquella producida por personal de seguridad masculino y la inexistencia de programas de prevención de violencia en las cárceles de mujeres.
III. EVALUACIÓN

A. LEGISLACIÓN: 

En este acápite el Estado no aclaró el grado de implementación de las normas federales sobre violencia contra las mujeres en las provincias, teniendo en cuenta que las normas nacionales deben aplicarse a nivel federal.

1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? 

La Convención de Belém do Pará fue ratificada a través de la Ley Nº 24.632, Mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional, requerido para su aplicación. Existen actualmente tres proyectos de ley de la Cámara de Diputados para darle jerarquía Constitucional. 

La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales,  promulgada el 01/04/09, publicada en el Boletín Oficial el 14./04/, y reglamentada por Dto. 1011/2010, incluye entre sus objetivos “el derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia” y el “desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia contra las mujeres” (art 2º), con el objetivo de garantizar todos los derechos reconocidos en la CEDAW, la Convención de Belém do Pará, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes (Art. 3º) ; de modo tal que esta norma de orden público y de aplicación en todo el territorio de la República, viene a dar cumplimiento con las obligaciones asumidas por el Estado al suscribir la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra las Mujeres.

En este punto, se le solicita al Estado, responder, respecto del cumplimiento de la Convención Belém Do Pará ¿Cuáles son las áreas o ámbitos más deficitarios y como se prevé subsanar los vacíos y/o mejorar la respuesta pública? EL ESTADO NO RESPONDE.

2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos: Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres; que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento; que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico; que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes: que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado. De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional? 

La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales (en adelante PIPSEVCMADRI),  promulgada el 01/04/09 y publicada en el Boletín Oficial el 14/04/09, en su artículo 4º define a la violencia contra las mujeres como: “Toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas las acciones perpetradas desde el Estado o por sus agentes”. En su artículo 1, define como ámbito de aplicación todo el territorio de la República.

Esta Ley ha venido a dar un vuelco esencial en el tratamiento de la violencia contra la mujer, llevando adelante un tratamiento integral y transversal del fenómeno de la violencia de género, conforme se expresa en los preceptos rectores de la ley (Art.7). Esta nueva Ley expresamente en su Art. 3 garantiza los Derechos reconocidos por la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará), la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de Niñas, Niños y adolescentes.

En cuanto a la distinción, dentro de las mujeres, de las niñas y adolescentes, el Art. 3º de la Ley establece  que “garantiza todos los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño”, que detenta rango constitucional, y en la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Además, en el articulado de la Ley 26.485 se hacen menciones específicas a este grupo etario. Así en el art. 11 al referirse a las Políticas Públicas, en el inc. 2 f) se establece que el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación deberá coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia los criterios de atención que se fijen par las niñas y adolescentes que padecen violencia. En el Capítulo II que se refiere a Procedimiento, cabe señalar los siguientes artículos:
· Art. 18  Denuncia: “….Al formalizar la denuncia se resguardará a la víctima y observaran las disposiciones referidas al secreto profesional y al consentimiento informado, como así también las contendidas en la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes Nro. 26.061”.

· En el Art. 26  “Medidas preventivas urgentes” punto b.6.se refiere a la víctima menor de edad, y dispone que: “En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta la opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la adolescente, puede otorgar la guarda a un miembro de su grupo familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad”. La Reglamentación dispone que: “En relación con el modo de ejercer adecuadamente el derecho a ser oída de la niña o adolescente víctima, las medidas practicadas deben recoger el principio de protección especial a la niñez contenido en la normativa vigente del amplio “corpus juris” de protección de derecho humanos de ese grupo etario. En este sentido, los testimonios de las niñas y adolescentes serán tomados por personal especializado y en un ámbito adecuado que, de ser necesario, estará constituido por un gabinete acondicionado con Cámara Gesell o dispositivo similar y con los implementos acordes a la edad y etapa evolutiva de las menores de edad”

· El Art. 28 expresamente dispone que “Si la víctima de violencia fuere niña o adolescentes deberá contemplarse lo estipulado por la Ley 26.061 sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Por su parte, la ley 26061, en su Art. 9, dispone: “Derecho a la dignidad y a la integridad personal. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral. La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la autoridad local de aplicación de la presente ley”.

Asimismo, en el Artículo 28 enuncia el principio de igualdad y no discriminación por motivos de sexo. Y el Articulo 37 inciso C, entre las medidas de protección, obliga al Estado a la  asistencia integral de niñas y adolescentes embarazadas.
3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia: física, psicológica, sexual, patrimonial o económica. Otros tipos de violencia. Especificar. En caso afirmativo, favor informar sobre: su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual, si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado y si existe alguna forma de reparación para las víctimas.

El artículo 5° de la mencionada Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI, define los diferentes tipos de violencia, mientras que el artículo 6 describe los diversos ámbitos en los que se manifiesta y los distintos tipos de perpetradores. Así, la violencia doméstica tiene como perpetrador a cualquier integrante del grupo familiar, entendiéndose a este como “el originado en el parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas y noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia”. La violencia institucional es “aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública”. 

Esta Ley no prevé de forma específica la reparación pero la legislación civil (art. 1109 y 112 del Código Civil) permite reclamar indemnización por daños y perjuicios, probando el daño y su nexo causal con el hecho.

4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional? 

El Estado Argentino ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo complementario para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (Protocolo de Palermo).

La Ley Nº 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, fue promulgada el 29/04/08 y publicada en el Boletín Oficial el 30/04/08. Asimismo, el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia aprobó el Protocolo de Asistencia a Víctimas de Explotación Sexual Infantil y Trata de Personas, el 6 de noviembre de 2008, publicado en el Boletín Oficial el 29/12/08 (suplemento Actos de Gobierno). Esta Ley establece tipos penales específicos, establece la competencia federal para la persecución y juzgamiento de tratantes e impone obligaciones estatales en relación con las víctimas; comprende todas las prácticas mencionadas en el artículo 3 del Protocolo de Palermo y además añade algunas otras. Al respecto, define la trata de mayores de 18 años, la trata de menores de 18 años y la explotación.

Por Resolución 2149/2008, del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, se creó la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata, que está integrada por un equipo interdisciplinario conformado por las divisiones específicas de las Fuerzas de Seguridad, psicólogos/as, trabajadores/as sociales y abogados/as. Esta oficina centraliza toda actividad referida a la prevención e investigación del delito de trata de personas, como así también la asistencia a las víctimas.

Además, la Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI, en su artículo 5° inc.3 describe la violencia sexual y hace expresa mención a la trata de mujeres.

También existe la Ley Nº 25.632 Aprobatoria de la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos Complementarios para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños y contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, del 1 de agosto de 2002, publicada en Boletín Oficial Nº 23.973 de 30 de agosto de 2002. 

5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?5/

La nueva Ley de Violencia de Género al definir la violencia sexual incluye explícitamente la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.

Por otra parte, el Código Penal Argentino, desde el 14/5/1999, en su art. 126, sanciona la promoción y facilitación de la prostitución de mayores de dieciocho años de edad mediando engaño, abuso de una relación de dependencia o de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción.  El art. 127 sanciona al que explotare económicamente el ejercicio de la prostitución de una persona, mediando engaño, abuso coactivo o intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción. 

6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos: laboral, de salud, educativo, en otros ámbitos? Especificar. De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

La figura del acoso sexual en la Administración Pública Nacional se incorporó por el Decreto 2385 del año 1993. Luego la figura fue incluida en el Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública (homologado por Dto. 214/06) que entre las prohibiciones vigentes para los agentes de la administración pública, incluye la de acosar. El Convenio también define la violencia laboral, incluyendo en ella el acoso sexual, previendo que la comisión de cualquier acto de violencia laboral configura falta grave. 

Por otro lado, las figuras de acoso sexual y violencia laboral en el ámbito del empleo público se encuentran contempladas también en algunos ordenamientos locales provinciales y/o municipales:

En la Ley de Contrato de Trabajo —que es la normativa que rige las relaciones de empleo que se desarrollan en el ámbito privado— no se incluye una prohibición específica de las conductas constitutivas de acoso sexual. Se han presentado proyectos de reforma de la ley con el objeto de incorporar medidas para su prevención y sanción. Tres de ellos contaron con media sanción en la Cámara de Diputados pero perdieron estado parlamentario al no ser tratados por la Cámara de Senadores.

La Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI también incluye la violencia laboral y la figura del acoso sexual.

En enero de 2007 se creó en el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL) por Resolución Nro. 05/07. Se entiende por violencia laboral: “toda acción, omisión o comportamiento destinado a provocar, directa o indirectamente, daño físico, psicológico o moral a un trabajador/a, sea como amenaza o acción consumada”. Esta conceptualización de la violencia laboral incluye el acoso sexual. Esta oficina tiene entre sus objetivos sensibilizar, capacitar y difundir la problemática, asesorar a las personas interesadas, recibir presentaciones que contengan consultas y/o denuncias sobre violencia laboral y remitir antecedentes a los organismos competentes.

7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si: Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?

El Estado, no responde con claridad si está tipificada penalmente la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho, por lo que se le solicita aclaración.

NO HAY ACLARACIÓN AL RESPECTO POR PARTE DEL ESTADO.

Solamente indica que en el año 1999 el Congreso Nacional sancionó la Ley 25.087 que modifica el Título III del Libro II del Código Penal, sustituyendo el Título “Delitos contra la honestidad” por el de “Delitos contra la integridad sexual”, reconoce distintos tipos de agresiones sexuales, de acuerdo al daño provocado: abuso sexual, abuso sexual calificado y violación; modifica la definición del art. 119 sobre violación, partiendo de un concepto más amplio, al considerar que el acceso carnal puede ser por cualquier vía; deroga el art. 132 que eximía de prisión al delincuente por casamiento posterior con la víctima, eliminando la posibilidad de que el violador sea eximido de la pena.

Por su parte, la Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI, en su art. 5 inc.3, cuando define violencia sexual incluye la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco. 

8. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación.

La Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI, en el art. 9 describe las facultades del Consejo Nacional de las Mujeres, como órgano rector encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la ley y, en su inciso e), lo faculta a diseñar modelos de abordaje no admitiendo aquellos que contemplen la mediación o la negociación. Y, en su art. 28 prohíbe las audiencias judiciales de mediación o conciliación. 

9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio? De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

No hay normas sobre femicidio.

10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que: sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados, sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad, sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?  De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

En la Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI, en su art. 4, al definir la violencia contra las mujeres incluye las conductas, acciones u omisiones perpetradas desde el Estado o por sus agentes. En su art. 6 inc. B, al definir la violencia institucional, se contempla aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas. En el art. 9 inc. U, se garantiza el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de libertad.

La República Argentina ha ratificado, a nivel internacional, tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes así como, a nivel interamericano, el Pacto de San José de Costa Rica— los cuales cuentan con rango constitucional, además del Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

Por iniciativa de la República Argentina y de Francia, en 2006 fue aprobada por las Naciones Unidas la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas.

La República Argentina cuenta con las leyes 24.043/91 y 24.411/94 de reparación económica a víctimas de violaciones de derechos humanos cometidas por el Estado, inicialmente durante la dictadura vigente en el país entre los años 1976 y 1983 —período recientemente extendido hasta el 16 de junio de 1985— así como con la ley 25.985/04 para niños y niñas nacidas en cautiverio en la última dictadura. 

11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido: a) ¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?, b) ¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva? , c) ¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación? , d) ¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?, e) ¿Sanciona la legislación la esterilización forzada? , f) ¿Sanciona la legislación la inseminación artificial no consentida?, g) ¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia?, h) ¿Se proveen cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?, i) ¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?. De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

La Ley 26.485 de PIPSEVCMADRI contempla la violencia obstétrica como una de las modalidades de violencia contra las mujeres y la define como “aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales.

Actualmente posee estado parlamentario un proyecto de ley sobre interrupción voluntaria del embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional en los servicios de todo el sistema de salud (sector público, de la seguridad social y del sector privado). Asimismo, fuera de este plazo, toda mujer tendrá derecho a decidir la interrupción de un embarazo: a) Si el embarazo fuera producto de una violación, acreditada con denuncia judicial o policial o formulada en un servicio de salud; b) Si estuviera en riesgo la salud o la vida de la mujer; c) Si existieran malformaciones fetales graves.

Respecto del aborto terapéutico, el Ministerio de Salud de la Nación ha elaborado una Guía Técnica para la Atención de abortos No punibles, dirigida a los equipos de salud. Tales abortos se realizan de forma gratuita en los hospitales públicos y sin necesidad de que medie orden judicial.

Algunas provincias argentinas, la Ciudad de Buenos Aires y algunas intendencias municipales han dictado protocolos de atención a las víctimas de violencia sexual, por ejemplo, el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable ha elaborado un Protocolo Nacional de Atención a las Víctimas de Violencia Sexual. Dicho Protocolo reconoce como antecedentes las normas provinciales y municipales sobre la temática y tiene como objetivos: Garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las víctimas de violencia sexual, disminuir la morbilidad de las personas víctimas de estos delitos, prevenir embarazos y enfermedades de transmisión sexual y de VIH/SIDA mediante las prestaciones de emergencia, asegurar la obtención y preservación de los elementos probatorios y la asistencia psicológica para contención y tratamiento de la víctima durante el tiempo necesario.

La puesta en marcha de la Ley Nacional Nº 25.673 que crea el Programa de Salud Sexual y Procreación Responsable, representa un adelanto efectivo en la consecución del respeto a los derechos humanos de las personas ya que sus acciones apuntan a: favorecer decisiones en materia de salud sexual y procreación que estén libres de discriminación, coacción o violencia; disminuir la mortalidad materno – infantil; prevenir embarazos no deseados; promover la salud sexual de los adolescentes; contribuir a la prevención y detección temprana de enfermedades de transmisión sexual, incluyendo VIH/SIDA; garantizar el acceso a la información, prestaciones y métodos de procreación responsable; y potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su salud sexual y procreación. 

En la actualidad el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable de la cartera de Salud distribuye métodos anticonceptivos en 6113 centros de salud y hospitales de todo el país de los 6721 existentes, con lo que garantiza la cobertura en el 91% del total de los servicios de salud públicos. 

En el año 2004 se aprobó la Ley Nacional Nº 25.929 sobre Derechos de Madres, Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento conocida como de “parto humanizado”, la cual consagra los derechos de las mujeres a ser acompañadas durante el trabajo de parto, por su pareja o por quien designen. Para ello se dispuso la capacitación de profesionales y la adaptación de los recursos físicos en el Sistema de Salud de la Nación. 

En el año 2006 se sancionó la Ley Nacional Nº 26.130 de Ligaduras de Trompas de Falopio a las Mujeres y de los Conductos Deferentes o Vasectomía en el Varón. Y en 2007, por Resolución Nº 232, el Ministro de Salud incorporó la Anticoncepción Hormonal de Emergencia (AHE) al Programa Médico Obligatorio (PMO) como método anticonceptivo hormonal. 

En cuanto a las enfermedades de transmisión sexual (ETS), en el ámbito nacional, la Dirección de SIDA y ETS define y coordina las políticas de prevención y atención del VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual. Asimismo, coordina y articula sus acciones con los Programas Provinciales, actores de la sociedad civil y organismos internacionales nucleados en ONUSIDA. El Acceso a los servicios y el fortalecimiento de la ciudadanía son los principios que orientan sus líneas estratégicas: dar atención integral de las personas con VIH/SIDA; promover el uso del preservativo y el test con asesoramiento; y reducir la discriminación en el Sistema de Salud y en la sociedad en su conjunto. La Dirección posee una línea gratuita y confidencial de atención telefónica para evacuar dudas, en forma anónima, sobre el VIH y otras ETS. En particular, en la Línea Pregunte SIDA se brinda información acerca de sitios de realización del análisis y de atención de personas viviendo con el virus; sitios de distribución gratuita de preservativos; formas de transmisión y prevención del VIH; otras infecciones de transmisión sexual. Asimismo, atiende reclamos relativos a medicación y análisis de carga viral y asesora legalmente ante casos de discriminación o incumplimiento de obras sociales, prepagas y efectores del subsistema público de salud. 

Entre los logros en la materia se cuenta la disminución de la transmisión vertical para el bienio 2006 – 2007 en base a la estrategia de diagnóstico temprano y tratamiento oportuno.

Por último, con el objeto de favorecer el ejercicio de los derechos en materia de salud sexual y reproductiva, desde fines de mayo de 2010 el Ministerio de Salud de la Nación puso en funcionamiento el fono 0–800–222 3444 con atención en todo el país, entre las 6 de la mañana y la medianoche —de lunes a viernes— y de 9 a 21 —los fines de semanas y feriados—. La línea cuenta con quince consultores (de ambos sexos) preparados para responder inquietudes, dar información y derivar a hospitales y centros de salud, por medio de llamadas gratuitas y confidenciales. 

12. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 

En marzo de 2009, bajo el lema “Otra vida es posible. Tenemos derecho a una vida sin violencia”, se lanzó la Campaña Argentina por la “Equidad de género y Contra la Violencia”, en la que participan diversas instituciones y áreas de gobierno, organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales, con el objetivo de sensibilizar a la población sobre el problema de la violencia contra las mujeres. Esta campaña incluye spots de radio y televisión, la difusión de información a través de una página web (www.vivirsinviolencia.gov.ar) y la organización de un concurso en el que se propone la participación de toda la ciudadanía. 

En cuanto a la divulgación de la Convención de Belem do Pará, solamente se hace de forma indirecta, a través de la difusión de de la Ley 26.485“PIPSEVCMADRI”, que en su Art. 3, invoca la Convención y en los siguientes incisos reproduce, entre otros, varios de los derechos de las mujeres, que han sido redactados en base a la Convención. 

Debemos concluir, por tanto, que ni la campaña antes mencionada, ni otras, divulgan la Convención de Belem do Pará. 

B. PLANES NACIONALES 

13. ¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres? ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica? En caso de que exista: a) ¿Cuándo fue establecido?: b) ¿Qué periodo cubre?; c) ¿Cómo se ejecutan y evalúan?; d) ¿Cómo se divulgan y promueven?; e) ¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?; f) ¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales?. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

El Consejo Nacional de las Mujeres, conforme a la Ley Nro.26.485 de PIPSEVCMADRI (Art. 8 y 9) es el organismo rector, encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la mencionada ley, destacando, que los tres poderes del Estado Nacional son los obligados en la adopción de los principios rectores y las medidas concretas, conforme al rol que la ley les asigna en el art.11: Jefatura de Ministros – Secretaria de Gabinete y Gestión Pública, Ministerio de Desarrollo de la Nación, Ministerio de Educación de la Nación, Ministerio de Salud de la Nación,  Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación – Secretaria de Derechos Humanos – Secretaria de Seguridad, Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y Ministerio de Defensa de la Nación.

Se faculta al Consejo Nacional de las Mujeres a elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres. Dicho Plan será el instrumento para operativizar las disposiciones de la mencionada ley. 

Con ese objetivo, a partir del mes de noviembre del 2009 se conforma un equipo de trabajo multidisciplinario compuesto por expertas en la temática de violencia de género y derechos humanos de las mujeres en el que se comienza a trabajar en la elaboración del Plan de Nacional Acción. Para ello se ha tenido en cuenta el análisis de datos de distintas jurisdicciones nacionales y provinciales, como así también se pusieron en consideración experiencias de otros países, esencialmente España, nutriéndose del Plan de Acción de este último ya que su legislación es similar a la de nuestro país y tiene una estructura federal como la República Argentina. 

La estructura del mencionado Plan Nacional de Acción se comenzó a diagramar teniendo en cuenta siete ejes prioritarios de actuación: Desarrollo social, Educación, Salud, Justicia, Seguridad, Derechos Humanos, Trabajo, Defensa y Medios de Comunicación. Asimismo, se fijaron los objetivos y medidas a desarrollar para la sensibilización, prevención, asistencia y erradicación de la violencia contra las mujeres cuya articulación y coordinación se realizará con los Ministerios y Secretarías nacionales y provinciales, como así también con los mecanismos de la mujer a nivel provincial y municipal, según los preceptos rectores que deberán garantizar la igualdad entre mujeres y varones y la erradicación de la violencia contra las mujeres por razones de género. 

Como objetivos estratégicos se definieron mejorar la respuesta frente a la violencia de género y conseguir un cambio en el modelo de relación social. A modo de esquema tridimensional, a su vez, se transversalizan ejes a los antes mencionados, tales como: Investigación y estudio, formación y especialización de profesionales, movilización y participación de actores, trabajo coordinado de manera intrainstitucional e interinstitucional. 

El seguimiento y evaluación del Plan de Acción es continuo y basado en una gestión de resultados. Al respecto, consultado el Estado por información más detallada y precisa sobre el punto, no la proporciona.

El Consejo Consultivo Ad Honorem tiene como funciones las de asesorar y recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de violencia. Para ello debe constituirse en un espacio de consulta y participación activa de la sociedad civil, formular dictámenes no vinculantes sobre estrategias y acciones para la  implementación de la Ley, entre otras.

Por Resolución Ministerial Nº 9 de fecha 8 de marzo de 2010, el el Consejo Nacional De Las Mujeres, lanzó la convocatoria para la selección de las organizaciones no gubernamentales para la integración del consejo consultivo, a través de internet y la página web, en el mes de agosto del corriente; el trámite fue de simple diseño a través de un formulario que las ONGs debían enviar para acreditar, sobre todo, la experticia en materia de violencia contra las mujeres. Actualmente se está finalizando esta primera etapa de preselección, que culminará con el envío de los avales de las ONGs del interior del país, de las correspondientes Áreas Mujer o Consejeras Federales, para la aceptación final. Por otra parte, se realizó la designación por resolución de la coordinadora general del Consejo Consultivo, que recayó en la Subsecretaria De Coordinación Para La Prevención, Sanción Y Erradicación De La Violencia Contra Las Mujeres (Decreto 1311/2010) 
14. ¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en: educación, empleo y generación de ingresos, erradicación de la pobreza,) equidad e igualdad de género, salud, VIH/SIDA, seguridad pública/prevención del crimen, otros. Especificar. En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno? 

En la actualidad, algunos sectores, entre otros, los Ministerios de Educación, de Salud, de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, cuentan con componentes en sus líneas de intervención y/u órganos de género y de prevención de la violencia contra las mujeres en sus estructuras. A continuación se enumeran las acciones sectoriales en materia de violencia de género más relevantes: 

Educación: La ley de Educación 26.206/06 busca asegurar las condiciones de igualdad y el respeto de las diferencias entre las personas, sin discriminación de género ni de ningún otro tipo, en todos sus niveles: educación inicial (para niños desde los 45 días hasta los 5 años de edad), primaria, secundaria y superior. Asimismo, establece la responsabilidad estatal para la garantía de la calidad educativa —en términos materiales y culturales— para todos los estudiantes del país, independientemente de su origen social, geográfico, género o identidad cultural y la inclusión en todos los contenidos curriculares de los contenidos y enfoques que contribuyan a generar relaciones basadas en la igualdad, la solidaridad y el respeto entre los sexos, en concordancia con la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 

Consultado el Estado sobre la forma en que esta norma se implementa en todas provincias federadas y cómo se trabaja respecto de la prevención de la violencia contra las mujeres, señala que la violencia contra las mujeres es contemplada y trabajada desde el Programa Nacional de Educación Sexual Integral del Ministerio de Educación de la Nación, en particular:

a) Haciendo cumplir las normas legales vigentes, cuales son: 

· En Argentina la Constitución Nacional establece la obligación del Estado  y el derecho de los ciudadanos y ciudadanas a acceder a servicios básicos de educación. La Reforma Constitucional de 1994 afirmó la responsabilidad del Estado en asegurar el derecho a la educación mediante una oferta educativa de carácter gratuito, en condiciones de igualdad, no discriminación, respeto por las identidades y pluralismo cultural.

· Ley de Educación Nacional 26.206: Esta Ley, aprobada en diciembre del 2006, fija como responsabilidad del Estado, a través del Ministerio de Educación de la Nación, el desarrollo de políticas que brinden conocimientos y promuevan valores que fortalezcan la formación integral de una sexualidad responsable. El Art. 8° señala que la Educación brindará las oportunidades necesarias para desarrollar y fortalecer la formación integral de las personas a lo largo de toda la vida y promover en cada educando/a  la capacidad de definir su proyecto de vida basado en los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad,  respeto a la diversidad, justicia, responsabilidad y bien común. El Art.11°  señala que los fines y objetivos de la política educativa nacional son: Inciso f) Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación de género ni de ningún otro tipo; Inciso g) Garantizar en el ámbito educativo el respeto de los/as niños/as y adolescentes establecidos en la Ley 26.061; Inciso p) Brindar conocimientos y promover valores que fortalezcan la formación integral de una sexualidad responsable; Inciso v) Promover en todos los niveles educativos y modalidades la comprensión del concepto de eliminación de todas las formas de discriminación. El Art. 79° señala que el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, fijará y desarrollará políticas de promoción de la igualdad educativa, destinadas a enfrentar situaciones de injusticia, marginación, estigmatización, y otras formas de discriminación, derivadas de factores socioeconómicos, culturales, geográficos, étnicos, de género o de cualquier otra índole, que afecten el ejercicio pleno del derecho a la educación. El Art. 81° establece que las autoridades jurisdiccionales adoptarán las medidas necesarias para garantizar el acceso y la permanencia en la escuela de las alumnas en estado de gravidez, así como la continuidad de sus estudios luego de la maternidad, evitando cualquier forma de discriminación que las afecte en concordancia con el artículo 17 de la Ley 26.061. Las escuelas contarán con salas de lactancia. En caso de necesidad las autoridades  jurisdiccionales  podrán incluir a las alumnas madres en condición de pre y post parto  en la modalidad de educación domiciliaria y hospitalaria.

· La Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de niños, niñas y adolescentes: En su Art. 17° señala la prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad y paternidad, impidiendo en estas situaciones medidas correctiva o sanciones disciplinarias  a las niñas, niños y adolescentes, debiendo los Organismos del Estado desarrollar  un sistema conducente a permitir  la continuidad y la finalización  de los estudios de estos/as.
· Ley de Educación Sexual Integral 26.150, aprobada  en 2006,  crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral y, con ello, el Estado establece su responsabilidad en garantizar el derecho de niños, niñas y jóvenes a recibir Educación Sexual Integral (ESI) en todos los establecimientos educativos públicos de gestión estatal y privada del territorio argentino; entiende como educación sexual integral la que articula aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y éticos, y con ello sostiene un concepto de sexualidad que supera la concepción corriente que la asimila a “genitalidad” o a “relaciones sexuales”, considerándola como una de las  dimensiones constitutivas de la persona que, presente de diferentes maneras, es relevante para su despliegue y bienestar durante toda la vida. El objetivo del Programa Nacional de Educación Sexual Integral es procurar igualdad de trato y oportunidades para varones y mujeres; las acciones que promueva el programa ESI están destinadas a los educandos desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación docente y de educación técnica no universitaria.

· Ley 23.849, de Ratificación de la Convención de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, que  cuenta con rango constitucional.

· Ley 23.179, de Ratificación de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que  cuenta con rango constitucional.

· Los instrumentos  internacionales de Derechos Humanos  que incorporan especificidades en relación con el género han avanzado en el reconocimiento de la importancia de la educación como condición necesaria  para lograr una resignificación de las relaciones  de género en la sociedad contemporánea. Por ejemplo: Declaración Universal de los Derechos Humanos, Convención sobre los Derechos del Niño (Naciones Unidas 1989), que fueron ratificadas por la Ley Nacional 23.849 en 1990 y en 1994 incluidas en la Constitución Nacional.
· La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, la cual compromete al Ministerio de Educación de la Nación en su artículo 11, inciso 3 a desarrollar una serie de acciones dentro del sistema educativo nacional para abordar este tema. 

b) Desarrollando planes de acción, dispositivos educativos, materiales didácticos para la formación de directivos y docentes del sistema educativo en el tema de la prevención de la violencia contra las mujeres. En el año 2008 se aprueban en el Consejo Federal de Educación los Lineamientos Curriculares para la Educación Sexual Integral. Dichos lineamientos constituyen el piso mínimo de contenidos a ser desarrollados por todos los niveles y modalidades educativas. En sus propósitos formativos se hace expresa referencia a la promoción de aprendizajes de competencias relacionadas con la prevención de las diversas formas de vulneración de derechos: maltrato infantil, abuso sexual y trata de niños, niñas y adolescentes. También se insta a propiciar aprendizajes basados en el respeto por la diversidad y el rechazo por todas las formas de discriminación. Los dispositivos desarrollados e implementados hasta el momento para el trabajo del tema son:

· Cuadernos y Láminas para nivel inicial, primario y secundario con actividades para que los y las docentes puedan trabajar el tema en todas las escuelas del país, tanto de gestión pública como de gestión privada.

· Curso virtual para Institutos de Formación Docente  de todo el país.  Se dictó en el presente año y una de las unidades del curso abordaba es el tema de la violencia de género en el marco del plan de implementación de los contenidos de la Educación Sexual Integral

· Talleres sobre igualdad de género y prevención de la violencia de género realizados en cada uno de los Congresos de Educación Sexual integral realizados en el año 2010 junto con las jurisdicciones para la formación de los  y las docentes. 

Y los dispositivos en desarrollo para implementar durante el 2011 son:

· Obra de teatro - foro como dispositivo pedagógico para sensibilizar y formar a directivos/as y docentes de todo el país sobre el tema de la violencia de género. El estreno de la obra se realizará en el mes de marzo de 2011  para luego circular por el país en el marco de un plan de formación a cargo del Programa de Educación Sexual Integral.

· Mediateca de recursos educativos para facilitar el trabajo del tema por parte de los y las docentes de nivel inicial, primario y secundario en las aulas. La mediateca se alojará en la plataforma de la Web:  www.vivirsinviolencia.gov.ar
Empleo: En el ámbito del empleo y la generación de ingresos se destaca la creación el 5 de febrero de 2007 de la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL). Esta Oficina tiene entre sus funciones:  Atender consultas y/o recibir denuncias sobre violencia laboral, contribuir a la conformación de una base conceptual, empírica, legislativa y documental, atendiendo perspectivas locales, nacionales e internacionales, para fomentar el debate, divulgar la problemática y promover la adopción de medidas conducentes a su prevención y corrección en los ámbitos pertinentes, establecer vínculos de cooperación y asistencia entre áreas internas del Ministerio, otros organismos públicos y privados, nacionales e internacionales que compartan objetivos similares o complementarios, desarrollar y promover tareas preventivas mediante la realización de actividades de sensibilización, difusión y capacitación sobre el tema hacia diferentes sectores que, en distintas formas, tengan intervención o sean alcanzados por esta temática. 

La temática de la violencia laboral está incorporada a los Convenios Colectivos de Trabajo de importantes ramas de actividad tales como la Administración Pública Nacional, el Personal de la Administración Nacional de Adunas y del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, la Corporación del Mercado Central de Buenos Aires y el Personal de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, entre otros. 

Esta Oficina cuenta con un boletín electrónico de asesoramiento en temas de violencia laboral en la página oficial del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación (http://www.trabajo.gov.ar/publicaciones/trabajodigno/) 

Defensa: el Ministerio de Defensa desarrolla el Plan de Trabajo Conjunto para Promover una Política Integral para la Detección, Atención y Registro de los Casos de Violencia Intrafamiliar. El Plan de este Ministerio tiene por objetivo general contribuir a la erradicación de las distintas formas de violencia como modo de resolución de conflictos, lo cual demanda realizar una tarea preventiva que requiere un abordaje interdisciplinario e interinstitucional y destacar la obligación internacional del Estado en el abordaje de esta problemática. Los puntos de partida de este Plan son considerar a la violencia intrafamiliar como una problemática social, comprender que los derechos humanos también deben respetarse en el ámbito familiar y entender que la violencia familiar requiere un trabajo interdisciplinario e interinstitucional para evitar la revictimización. En función de tales puntos de partida se conformó un equipo de trabajo conjunto con representantes del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas. 

El Estado debe proveer información respecto de otras áreas, particularmente porque la nueva Ley de Violencia atribuye responsabilidades a muchas instancias gubernamentales.

AL RESPECTO EL ESTADO NO APORTA MAYOR INFORMACIÓN, SIENDO UN PUNTO MUY IMPORTANTE A DESARROLLAR.

15. ¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a: Legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia, otros (especificar). En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

La Oficina Mujer, dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se encuentra actualmente desarrollando un plan de capacitación destinado a operadoras/es judiciales (juezas/ces, funcionarias/os y empleadas/os). Este tiene permanencia en el tiempo y es continuo. 

En la Policía Federal argentina en diferentes jurisdicciones se han incluido en el currículo de formación materias sobre violencia contra las mujeres. 

El Estado debe proveer información respecto de otras áreas, particularmente de aquellas a que la nueva Ley de Violencia atribuye responsabilidades en la materia.

EL ESTADO NO RESPONDE.

16. ¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el: Diseño del Plan/Acción/Estrategia, Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia, Ejecución de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles. Otros (especificar) 

Se crea a partir de la Resolución CNM. Nº9/2010 un Consejo Consultivo Ad Honorem que tendrá por función asesorar, recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de la violencia. El mismo estará integrado por representantes de organizaciones de la sociedad civil y del ámbito académico especializado. 

Se solicita al Estado más información respecto de la participación de la sociedad civil en la materia consultada.

EL ESTADO NO RESPONDE.

17. ¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará? 

La Campaña por la equidad de género y contra la violencia “Otra Vida es Posible” surge a fines de 2008 desde la Subsecretaría de Equidad y Calidad del Ministerio de Educación de la Nación y la Fundación Alicia Moreau de Justo, para sensibilizar a la población sobre la problemática de la desigualdad de género y la violencia contra las mujeres. Se implementa con financiamiento del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en Argentina (PNUD) mediante la articulación con el Consejo Nacional de las Mujeres, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y con diversas áreas del gobierno, organismos internacionales e instituciones de la sociedad civil. Incluye tres componentes claves, desarrollados de forma independiente y estrechamente relacionados entre sí: 3 micros de radio y 3 de televisión, una página Web y un concurso para la producción de cortos audiovisuales, micros radiales, historietas, textos literarios y afiches. 

Los primeros resultados de la campaña indican que los medios de comunicación masivos y comunitarios de todo el país la emitieron y también realizaron entrevistas e informes especiales sobre la misma y sobre el tema. En cuanto a articulación institucional, esta Campaña se destaca por la fuerte articulación entre organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y organismos gubernamentales; es un proceso casi inédito a nivel nacional y se inserta en el marco de la relación entre el Estado, la sociedad civil y el ámbito educativo, con el objetivo de sensibilizar y trabajar comunitariamente esta problemática. El impacto territorial se ha dado a través de eventos en distintas provincias. En cuanto a acceso a la información, la página web del proyecto recibió, durante la emisión de los micros, un promedio de 6.800 visitas diarias, acumulando a fines de Mayo un total de más de 300.000; como consecuencia de la difusión de los spots, de las visitas y las consultas a la web, una de las líneas telefónicas de atención a mujeres víctimas de violencia en Provincia de Buenos Aires, duplicó la cantidad de consultas recibidas durante los meses de Marzo y Abril, dando cuenta de un incremento de más del 50 % en los llamados, destacando los/as consultantes que la página web (www.vivirsinviolencia.gov.ar) había sido la fuente de información mediante la cual habían tenido acceso al recurso. 

Cabe destacar la reciente sanción de la Ley 26.522/09 de Servicios de Comunicación Audiovisual que, entre muchos avances, apunta explícitamente a promover imágenes equilibradas y variadas de hombres y mujeres en los medios de comunicación, así como a considerar la diversidad cultural, lingüística y las identidades locales. En ese marco, se señala que uno de sus objetivos es la protección de la igualdad entre hombres y mujeres y el tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, evitando toda discriminación por género u orientación sexual. Asimismo, se establece la responsabilidad de los productores, distribuidores y emisores de programas y/o publicidad, de velar por el respeto de una serie de leyes nacionales, entre la cuales incluye la nueva ley contra la violencia hacia las mujeres. 

De acuerdo a lo informado por el Estado, la Campaña “Otra Vida es Posible” no contempla un acuerdo con medios. Sin embargo, desde la promulgación de la Ley Nacional 26.485, la Dirección Nacional de Comunicación, Información y Difusión del Consejo Nacional de las Mujeres ha incorporado en sus objetivos la difusión y sensibilización de actividades y procesos vinculados con la instalación y promoción de la Ley Nacional 26.485, tanto en los niveles institucionales como de la sociedad civil. A tales efectos, se han realizado una serie de publicaciones gráficas y audiovisuales para difundir la Ley y sensibilizar sobre sus puntos más destacados. Estas publicaciones no sólo son generadas y diseñadas por la Dirección, sino que buscan atender a la diversidad cultural en la transmisión y difusión de contenidos e información que respondan a los intereses y necesidades de todas las mujeres. Durante 2011, se han repartido aproximadamente 10.000 leyes en todo el territorio nacional. Las mismas son insumo base para trabajar los Encuentros Provinciales de Sensibilización y Difusión de la Ley. Asimismo, se prevé la impresión de 10.000 publicaciones más que incluyan el Decreto Reglamentario.

El CNM ha participado y generado diversas campañas en torno a la temática. En el año 2010, se destaca la elaboración, en conjunto con la Secretaría de Deportes de la Nación, el Ministerio de Desarrollo Social y el Sistema de Naciones Unidas, de las Caminatas “Construyamos un Camino Libre de Violencia y por Nuestros Derechos - Ley 26485 de protección integral hacia las mujeres”, realizadas en conmemoración del Día Internacional de la Mujer, en toda la Provincia de Buenos Aires. Ese mismo mes, ser realizó el video institucional animado "La fuerza que mueve al mundo", que contó con la difusión en la TV Pública.

En el mes de Mayo de 2010, se participó del Festival de Cine “Mujeres en Foco”, primer Festival Internacional de Cine y Mujer por la Equidad de Género, como panelistas y auspiciantes.

Durante el 2010 se  desarrolló una Campaña de bien público de difusión de la Ley 26.485, con acuerdo de la Secretaria de Medios de la Nación.

En el año 2009 se firmó un convenio con Canal Encuentro, primer Canal de televisión del Ministerio de Educación de la Nación, en donde, a través de 13 capítulos, se reflejan los derechos de las mujeres y su participación en la vida social, política, económica y cultural del país, desde la diversidad del rol hoy y en la historia de sus conquistas, basado en los lineamientos del Consejo Nacional de las Mujeres y la CEDAW. El ciclo inició su emisión el día 11/10/2010 y se emite todos los lunes a las 21.30hs.

C. ACCESO A LA JUSTICIA

18. ¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto.

En el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, comenzó a funcionar en septiembre de 2008 la Oficina de Violencia Doméstica (OVD), dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con funcionamiento las 24 horas del día, todos los días del año. A partir de su funcionamiento se han firmado convenios con las 23 provincias argentinas para replicar la OVD en sus jurisdicciones. Ya ha comenzado a funcionar la OVD Tucumán (sin llegar a las 24 horas, sólo con turnos diurnos y vespertinos) y en breve comenzará a hacerlo la OVD Salta las 24 horas, todos los días del año. El resto de las provincias se encuentran evaluando la implementación de las OVD. 

19. ¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo: 

a) Personal especializado? 

Sí, en la OVD 

b) Espacios con privacidad? 

Sí, en la OVD 

c)
Servicios legales gratuitos? 

Muy pocos, pero existen. Actualmente, en el mismo espacio físico de la OVD desempeñan funciones dos abogados representantes de la Defensoría General de la Nación que asesoran en forma gratuita a mujeres víctimas de violencia doméstica. 

Algunas de la instituciones incluidas en la “Guía de Recursos contra la violencia intrafamiliar y sexual hacia las mujeres” contemplan asesoría jurídica gratuita.

En la respuesta 26) se proporciona más información en la materia.

d)
Intérpretes en los idiomas indígenas? 

Existen intérpretes disponibles a los que se puede recurrir en caso de necesitarlo, no como planta permanente del Poder Judicial sino externos.  

El Estado debe señalar si existen intérpretes en otras instituciones.

EL ESTADO NO RESPONDE.

e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos? 

Existen procedimientos para reservar esos datos.

El Estado debe señalar cuáles son estos procedimientos de confidencialidad y protección de los datos de la víctima, familiares y/o testigos?

EL ESTADO NO RESPONDE.

f)
Otros?

No

g)
Qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia. 

A nivel nacional, muchas provincias han implementado sistemas de justicia itinerante para recorrer grandes distancias tratando de acercar la justicia a la comunidad. 

El Estado debe señalar:¿Cuántas provincias cuentan con el sistema de justicia itinerante que busca acercar la justicia a las comunidades más alejadas de las urbes y cuántas mujeres rurales e indígenas son atendidas a través de este sistema? ¿Existe seguimiento de casos atendidos? ¿Cuántos y sus resultados? Favor explicar.

EL ESTADO NO RESPONDE.

20. ¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

¿Fondos para traslados? 

 No 

¿Mecanismos de rescate de mujeres? 

Existe el programa “Las Víctimas contra las Violencias” que dispone de brigadas móviles para acudir al auxilio ante un llamado de emergencia para trasladar a las víctimas desde el lugar en el que se encuentran hacia un lugar seguro. 

¿Cambio de identidad? 

No 

¿Protección de testigos? 

No 

¿Salvoconducto para salir del país? 

No 

¿Redes seguras de referencia? 

Sí. 

El Estado debe señalar cuáles son estas redes seguras.

EL ESTADO NO RESPONDE.

21. ¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas? 

En el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, a partir de la existencia de la OVD se ha pasado de una espera de entre tres a cuatro meses, a la adopción de medidas cautelares en un plazo máximo de 72 horas. En la generalidad de los casos, la medida se adopta el mismo día en que el caso es derivado a conocimiento de la autoridad judicial. 

Los últimos datos disponibles señalan que a partir de la puesta en marcha de la OVD se chequearon 7621 medidas adoptadas por juzgados. De ellas, 3425 consistieron en prohibiciones de acercamiento, 540 prohibiciones de contacto, 536 exclusiones del hogar, 178 retiros de efectos, 120 reintegros de domicilio y las restantes son medidas dictadas respecto de niñas y niños. 

22. ¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s: Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias, Fiscalías, Operadores/as de salud, otros (especificar). En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción.

La Ley Nro.26.485 de PIPSEVCMADRI establece las competencias específicas que le caben a los diferentes actores institucionales —tales como fuerzas de seguridad, sistema de justicia y sistema de salud— y en el actual proceso de reglamentación dichos actores se encuentran elaborando conjuntamente distintas políticas y acciones a ser implementadas en el corto plazo.

El Ministerio de Salud de la Nación ha elaborado un protocolo de atención a mujeres víctimas de violencia que, a través del Consejo Federal de Salud (COFESA) se recomendará la aplicación en todo el territorio nacional.

Las Fuerzas de Seguridad poseen un protocolo de actuación para los casos de mujeres víctimas de violencia. 
El Ministerio de Defensa, a través de un Consejo de Políticas de Género que funciona en dicho Ministerio, con representantes de las tres Fuerzas, la sociedad civil y otros organismos gubernamentales (entre ellos el Consejo Nacional de las Mujeres y la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación) ha establecido un protocolo de atención en casos de violencia doméstica y acoso sexual dentro de las Fuerzas Armadas que se aplica.  Dicho Ministerio cuenta con un Plan de Trabajo conjunto para promover la detección, atención y registro de los casos de violencia intrafamiliar en el ámbito de las Fuerzas Armadas. Más información al respecto se puede obtener en  la página web: http://www.mindef.gov.ar/genero.html

23. ¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes. 

No se han hecho estudios. En casos donde las víctimas de los hechos de violencia son mujeres es poco común encontrar esas referencias, pero es muy aventurado afirmar que no se aplican debido a que no se ha hecho una investigación al respecto. Uno de los objetivos de la OM de la CSJN es poder chequear esa aplicación. 

24. ¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre: a) el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias?; b) si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes. 

No se han hecho estudios. 
D. SERVICIOS ESPECIALIZADOS 

25. ¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención.

La República Argentina cuenta con 13 refugios para mujeres víctimas de violencia que funcionan a nivel provincial (incluida la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) y 13 a nivel municipal, destinados a cubrir la demanda específica de cada jurisdicción (Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Chubut, Córdoba, Entre Ríos, Formosa, La Pampa, Neuquén, Río Negro, Salta, San Juan y Santa Fe). 

El Estado no responde si han aumentado los refugios y al solicitársele mayor información sobre refugios y servicios especializados para las mujeres afectadas por la violencia, tanto en la capital como en todas las provincias, indicando cobertura de los servicios versus demanda potencial de mujeres víctimas de violencia, sólo se limita a remitir en Anexo la “Guía de Recursos contra la violencia intrafamiliar y sexual hacia las mujeres” que por sí sola no permite tener una idea de aumento de estas entidades.

El Consejo Nacional de las Mujeres, a través del Consejo Coordinador de Políticas Sociales, tiene previsto para el año 2011 la creación de aproximadamente 10 refugios o servicios alternativos, tales como casas de tránsito, según la necesidad de los diferentes distritos, en diferentes provincias de nuestro país.  De este modo se incrementarán la cantidad existente en la actualidad.

En cuanto a acciones complementarias y alternativas a los refugios, se cuenta con diez pensiones y hoteles en las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Corrientes, Mendoza, Neuquén, Santa Fe, Santiago del Estero, Tierra del Fuego y Tucumán. También se cuenta con acogimiento informal en 12 albergues o casas de familia (Buenos Aires, Jujuy, La Rioja Mendoza, Misiones, Neuquén, Río Negro, San Juan, Santa Cruz, Santiago del Estero, Tierra del Fuego y Tucumán). Por último, se cuenta con lugares de acogimiento formal en la Provincia de Chubut y en Santa Cruz en el Instituto de la Vivienda Provincial.

26. ¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como: a) asesoría jurídica gratuita previa al proceso, patrocinio jurídico gratuito durante el proceso, líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional, programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo, consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda, otros (especificar).En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora.

En el marco general de una política de derechos humanos y un modelo económico y social de inclusión, el Estado Nacional —en sus diversos poderes y niveles— ha implementado una mayor cantidad de programas, acciones y medidas que amplían servicios de asistencia en las modalidades interrogadas en este punto. 

En cuanto a servicios legales gratuitos para las mujeres víctimas de existen los siguientes:

· Patrocinio jurídico gratuito de la Facultad de Derecho de  la Universidad de Buenos Aires: La Facultad de Derecho, a la vez que proporciona formación teórica y práctica a sus alumnos ofrece un servicio a la comunidad de consultorio jurídico y patrocinio legal. Esta función es atendida por el Departamento de Práctica Profesional y el servicio de las actividades del consultorio jurídico y patrocinio legal  están a cargo de profesionales de la matrícula titulares de comisión con especialidad civil, penal, laboral y administrativo;  profesores/as ayudantes y alumnos/as avanzados de la carrera de derecho de la Universidad de Buenos Aires.

· Centros de Atención: Palacio de Tribunales, Centro de Formación Profesional, Talcahuano 550 8º piso Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Comisiones de derecho civil, penal, laboral y administrativo. Lunes, martes, jueves y viernes de 8 a 18 hs.

· Sede del Colegio de Abogados de San Isidro, Acassuso 442, San Isidro Provincia de Buenos Aires, Comisión Derecho Penal y de Derecho Civil.

· Sede San Miguel Universidad de Gral. Sarmiento, Julio A. Roca 850. San Miguel Provincia de Buenos  Aires, Lunes y jueves de 14 a 16.

· Sede Zárate-Campana, French 222 Campana, Provincia de Buenos Aires.

· Sede Moreno, Padre Varvello 4800 (esq. Roma) Paso del Rey, Pcia de Buenos Aires. 

· Patrocinio jurídico gratuito del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires: El Servicio de Patrocinio Jurídico Gratuito atiende las consultas relativas a cuestiones de familia (divorcios, alimentos, tenencias, tutelas, privación de patria potestad, filiaciones, guardas, adopciones, etc.), y violencia doméstica. En los casos traídos en consulta que requieran atención a víctimas de delitos, el servicio, a través de los/as letrados/as de la especialidad, brinda el asesoramiento pertinente respecto del encuadre típico de los hechos y los pasos a seguir para formalizar la denuncia ante la autoridad competente, sin perjuicio de que, eventualmente, a juicio de la Procuración General, resultare conveniente asumir el patrocinio de la parte querellante, en cuyo caso la acción se llevará adelante bajo la dirección y supervisión del Departamento Penal. 
Las consultas se realizan en la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires, Uruguay 440, Provincia de Buenos Aires.   También se brinda el servicio en los CGP Comunales, la atención se realiza en los días y horarios que se indican en el sitio web de cada CGPC. 
El servicio no se brinda durante el mes de enero. 

· Otros servicios jurídicos gratuitos alternativos:

· Universidad de Belgrano – Consultorio y Asistencia Jurídica 

· Consultorio Jurídico Gratuito del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal

· Asociación de Abogados de Buenos Aires.

· Universidad Católica de Salta 

27. ¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las Mujeres?

Además de la Campaña “Otra Vida es Posible”, los diversos mecanismos son difundidos por medios audiovisuales y gráficos, incluyendo afiches en la vía pública.

28. ¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año.

En cuanto a las evaluaciones de los servicios ya existentes y de los que se creen a partir de la Ley 26.485, se está implementando un Sistema de Información Permanente que brindará, entre otros, una sistematización, armonización e indicadores comunes para una evaluación adecuada de los servicios que asistan a las mujeres en situación de violencia que permita dar respuesta a las nuevas modalidades y tipos de violencia definidos por la citada Ley.  

A través de la Comisión Interininstitucional y sus respectivos Consejos Federales se está realizando un relevamiento de los servicios y la calidad de la prestación en los mismos, conjuntamente con el Consejo Nacional de las Mujeres y el Consejo Federal de la Mujer.

Asimismo, se encuentra en elaboración una guía de recursos a nivel nacional respecto a los servicios de atención de violencia intrafamiliar y sexual, en una primera etapa.

E. PRESUPUESTO

29. En los últimos cuatro años ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra la mujeres? (no sólo familiar o doméstica). Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional. 

El Estado no responde porcentajes sólo montos que no permiten establecer la relación con el presupuesto nacional, se le solicita hacerlo.

EL ESTADO NO RESPONDE.

30. En los últimos cuatro años, ¿Cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a: a) Comisarias de Mujeres, Fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias; b) Capacitación de funcionarios; c) servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito, consejería psicológica gratuita; d) campañas de prevención de la violencia contra las mujeres; e) servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional; f) Otros? Especificar.

No se cuenta con la información por el carácter federal del Estado Nacional. Muchas de estas reparticiones están financiadas por presupuestos provinciales o por presupuestos municipales y algunos se financian a través de organismos descentralizados u autárquicos con fuentes diversas o mixtas de financiamiento.

F. INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

31. En los últimos cuatro años, ¿Se han realizado estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belem do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos? 

Como parte de las actividades preparatorias para la elaboración del proyecto de la Ley 26.485 el Consejo Nacional de las Mujeres coordinó diversas actividades destinadas a promover la producción y o recuperación  de información potencialmente relevante para el análisis de la situación de la violencia contra las mujeres.

El Estado no reseña estudios o investigaciones en la materia. Falta información, se le solicita aportarla.

EL ESTADO NO RESPONDE.

32. En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?

El Consejo Nacional de las Mujeres viene impulsando el desarrollo y aplicación de un instrumento de Registro de Casos de Víctimas de violencia familiar, con participación de servicios provenientes de diversas áreas y sectores, tanto de orden gubernamental como no gubernamental y académico. En la actualidad se están revisando los contenidos del instrumento, con la participación de diversas entidades gubernamentales. El desarrollo del instrumento se transfiere a Servicios de Atención en Violencia contra las mujeres dependientes de organizaciones no gubernamentales y/o de la sociedad civil.

33. En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en: a) violencia contra las mujeres; b) conocimiento de las mujeres de sus derechos; c) conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia; d) Otros, especifique. En caso afirmativo informe sobre capacitación de los encuestadores, metodología y resultados, Si no se han realizado, informe las medidas tomadas para realizar una.

En el marco de puesta en marcha del Observatorio de las Violencias el Consejo Nacional de las Mujeres, se ha elevado como parte de su previsión presupuestaria el pedido de una partida para el año entrante destinada a la realización de una Encuesta Nacional para medir las distintas formas de violencias, tal como son definidas en la nueva legislación argentina.

El municipio del Gran Buenos Aires ha implementado por primera vez en el país una encuesta de alcance local, destinada a medir la violencia en el noviazgo. Este relevamiento se realizó en el Municipio de Tigre. La encuesta se realizó en el marco del “Proyecto de Prevención de la Violencia de Género en la Adolescencia”, que se implementa para todos/as los alumnos/as integrantes de escuelas medias y escuelas técnicas del municipio, lo que constituye un total de 25.936 adolescentes (18.933 mujeres y 7.003 varones). Para la realización de este proyecto se contó con el apoyo presupuestario de la Dirección de Políticas de Género del Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires. A los efectos de orientar la intervención, basada en la prevención y sensibilización en equidad de género de los/as adolescentes, se desarrolló una primera investigación exploratoria implementada a través de una encuesta autoadministrable y anónima, orientada a la obtención de datos sobre la problemática de la violencia de género en la adolescencia en el partido de Tigre. Esta encuesta se aplicó a varones y mujeres, de 17 a 18 años de edad, durante el año 2009. El total de encuestados fue de 1.300, todos pertenecientes al municipio de Tigre. Los encuestadores fueron capacitados en los temas específicos de la encuesta. 

El Estado informa los resultados preliminares con gráficos y tablas pero no conclusiones, se le solicita hacerlo.
EL ESTADO NO RESPONDE.

34. ¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en: a) Policía y otras entidades receptoras de denuncias; b) Tribunales y fiscalías; c) Servicios de salud; d) Otros. Especifique. En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor. En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros.

Se informa sobre Registro de denuncias sobre violencia familiar de responsabilidad de la Cámara Nacional de Apelaciones del Poder Judicial de la Nación, según lo establece la ley 24417. Se aportan gráficos que muestran el incremento creciente de denuncias entre 1995 y 2008 y que la mayoría de ellas corresponden a mujeres que denuncian a sus parejas.

También se informa que se cuenta con el seguimiento de la demanda registrada y atendida por la Oficina de Violencia Doméstica dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Esta oficina lleva registros desde el momento de inicio de su gestión, septiembre de 2008, aunque la información actualmente disponible llega a septiembre de 2009, es decir, sobre el total de casos atendidos en el primer año de la puesta en marcha del servicio. En los gráficos se aprecia que el gran porcentaje de casos atendidos corresponde a mujeres víctimas de violencia, las que representan al 82% de los ingresos. El gran porcentaje de los episodios de violencia que llegan a este servicio corresponden a personas que mantienen vínculos conyugales o de pareja (más del 80% sobre el total de casos). En cuanto a la distribución de los “tipos de violencia” padecidos por los/as consultantes se observa que lo más frecuente es la violencia psicológica (el 90% de los casos manifiestan padecer este tipo de maltrato); seguido por la violencia física que se registra en el 70% de las consultas, registrándose además un 30% de casos que refieren violencia económica y un 14% en el que además está presente la violencia sexual. 

35. ¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre: a) Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica? b) Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres? c) Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas? d) Número de mujeres víctimas de femicidio al año por edad, estado civil y ubicación geográfica? e) Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados? f) Otros? Especifique. En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para contar con dichas cifras en el futuro.

La información disponible sobre el perfil y características de las víctimas de violencia proviene de los servicios especializados que atienden este tipo de demandas.

Uno de los servicios que recoge sistemáticamente este tipo de información es el programa de Atención a Mujeres Víctimas de Violencia (AVM) dependiente de la Secretaria de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires. Este programa cuenta con un servicio de atención telefónica especializado de alcance provincial durante las 24hs. derivado de un servicio de atención más amplio a través de la línea 911 o de una línea telefónica específica sobre violencia familiar. Durante el año 2009 se atendieron un total de 13.692 llamadas, que corresponden a 12.011 mujeres que sufren violencia en el seno de las relaciones familiares. Del total de llamadas aquellas correspondientes exclusivamente a víctimas de violencia corresponde a 12.011. Algunas mujeres recurrieron al servicio en más de una ocasión. El 59% de las consultas realizadas a este servicio fueron para pedir asesoramiento y orientación y el 35% de emergencia. Al comparar esta variable en relación con el año 2008, puede afirmarse que las llamadas de asesoramiento y orientación registran un aumento. En el 77% de los casos hubo una relación de pareja entre la víctima y el agresor. En el intervalo comprendido entre los 25 y 44 años tanto en el 2008 como el 2009 se concentran la mayor cantidad de llamados. Las mujeres denuncian con mayor frecuencia la violencia psicológica (95%) y en segundo término la violencia física (84%).

36. Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones. 

No existe un organismo específico para tales fines. El Consejo Nacional de las Mujeres, como parte de las actividades y funciones que le han sido otorgadas a partir de la nueva ley de violencia 26.485, pondrá en funcionamiento un Observatorio de la violencia contra las mujeres que tendrá entre otras funciones la de producir, sistematizar y difundir información sobre el tema.

IV. CONCLUSIONES

El informe del Estado Argentino aporta bastante información, sin embargo hay varias preguntas en que falta información o que no se responden de acuerdo a lo solicitado. Asimismo, es necesario mencionar que existe ausencia de información federal de las 24 provincias que componen la República Argentina.

Realizando un breve análisis comparativo del presente informe estatal con el presentado en el periodo anterior se perciben avances, particularmente en el ámbito legislativo, en el cual destaca la aprobación de la Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales. No obstante, en dicho ámbito, persiste la falta de políticas que prevengan y sancionen el femicidio. 

Subsisten, también, graves deficiencias en materia de estudios e investigaciones, de estadísticas, de mecanismos de reparación a las víctimas, de difusión de la Convención de Belem do Pará, de capacitación permanente a agentes, funcionarios/as y operadores/as, de instancias de participación de la sociedad civil, de información presupuestaria y sobre violencia contra las mujeres privadas de libertad.

V. RECOMENDACIONES 

Se recomienda al Estado Argentino:

1) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

Se recomienda al Estado establecer sanciones para quienes infringen la Ley 26485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollan sus relaciones interpersonales.

2) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.
Se recomienda al Estado la formulación de un Plan Nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres con su respectivo presupuesto para la implementación en todas las provincias federales.

3) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; 

f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social; 

Se recomienda al Estado realizar encuestas de calidad de atención y satisfacción de usuarias a las mujeres víctimas de violencia en al entidades relacionadas con el acceso a la justicia y en los servicios estatales especializados.

4) Artículo 4: Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros: 

e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; 

f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 

Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;

Se recomienda al Estado la derogación del artículo 132 del Código Penal, que establece que la víctima de abuso sexual, si fuere mayor de 16 años, puede proponer el avenimiento con el imputado y el juez podrá otorgarlo de acuerdo a la relación afectiva previa que tuvo el imputado con la víctima.

5) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

 a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

 b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer; 

 e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda; 

Se recomienda el Estado la realización periódica de campañas de difusión de la Convención de Belem do Pará.

6) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

Se recomienda al Estado la generación de mecanismos de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, con el fin de mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres.

7) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces,  

Se recomienda al Estado la generación de mecanismos específicos de reparación a las víctimas de violencia de género. Al respecto, se recomienda remitirse al informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, Sra. Rashida Manjoo, sobre reparaciones en género, de fecha 19 de abril de 2010.
8) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

Se recomienda al Estado que se implementen de manera urgente políticas para prevenir y sancionar el femicidio.

9) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; 

Se recomienda al Estado el desarrollo de planes de formación continuos sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia) y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia y otras públicos similares.

10) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.
Se recomienda al Estado la generación de más espacios e instancias de participación de la sociedad civil en el diseño, monitoreo y evaluación de Planes, Acciones o Estrategias nacionales o provinciales en materia de violencia contra las mujeres. 

11) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;
Se recomienda al Estado la consolidación de acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará.
12) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado el diseño, financiamiento y realización de estudios e investigaciones sobre el uso de la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos por los juzgados y fiscalías en sus sentencias y dictámenes, así como, sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias y sobre si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia.

13) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado la generación de información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a entidades receptoras de denuncias, a capacitación de funcionarios, a servicios especializados, como refugios y casas de acogida, a líneas de asistencia gratuita, a asesoría jurídica gratuita, a consejería psicológica gratuita, a campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y a servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia.

14) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado el diseño, financiamiento y realización de estudios, investigaciones o seguimientos, por el Estado, sobre la violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belem do Pará en el país.

15) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Artículo 9: Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 

Se recomienda al Estado la generación de información sobre violencia hacia las mujeres y adolescentes privadas de libertad y de programas de prevención de violencia en las cárceles de mujeres.
ANEXO I

El Estado para complementar la información solicitada ha adjuntado la “GUÍA NACIONAL DE RECURSOS CONTRA LA VIOLENCIA INTRAFAMLIAR Y SEXUAL HACIA LAS MUJERES”.

Ver en:    http://scm.oas.org/pdfs/2011/CIM03038T.pdf

OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE ARGENTINA

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

VI. BREVE RESEÑA DE LOS AVANCES 

Sin ninguna duda, el principal avance de Argentina es la aprobación de la Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales, promulgada el 01/04/09 y publicada en el Boletín Oficial el 14/04/09, la que viene a reemplazar una ley nacional sobre violencia familiar, limitada al entorno doméstico, adecuando, por tanto, de mejor manera su legislación a la Convención de Belem do Pará.

La nueva ley, entre otras cosas, reconoce la violencia contra las mujeres en sentido amplio, pone en marcha un Observatorio de la Violencia contra las Mujeres, a fin de llevar registro de los casos en todo el país, con los mismos parámetros, y controlar la efectividad de las políticas que se apliquen, prevé un Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, cuya elaboración, implementación y monitoreo corresponde al Consejo Nacional de las Mujeres, garantiza el acceso a la justicia con patrocinio jurídico gratuito y procedimientos sumarísimos, asegura la asistencia integral de las víctimas y se compromete a remover patrones socio-culturales que promueven las agresiones de género.

Esta ley define violencia como "toda conducta, acción u omisión que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte la vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial de las mujeres, así como su seguridad". Y añade que dentro de esas conductas agresivas están incluidas "las perpetradas desde el Estado o por sus agentes", lo que implica un compromiso de policías, jueces, médicos y otros funcionarios que atienden problemas de esta índole. Condena la violencia psicológica que causa, entre otras cosas, disminución de la autoestima, la que busca degradar o controlar las acciones de las mujeres bajo amenazas, acoso, hostigamiento, manipulación, aislamiento, culpabilización, exigencia de obediencia, celos excesivos, ridiculización, etc. También sanciona la violencia sexual, económica, patrimonial y simbólica, que provenga del hogar, de las diversas instituciones del ámbito público y del trabajo. En este último caso, se considera una vulneración de los derechos de las mujeres la solicitud de requisitos de edad, apariencia física, maternidad y la falta de igual remuneración por igual tarea. 

Esta ley, dentro de la violencia sexual, incluye explícitamente la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres. Y, a diferencia de muchos países de nuestra región, alcanza además la violencia obstétrica y contra la libertad reproductiva.

Otros aspectos positivos de esta Ley son que prohiben las audiencias judiciales de mediación o conciliación y que contempla provisión presupuestaria para la implementación de las normas en forma anual a través de la Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional.

Cabe destacar, también, como avances en el periodo informado, los siguientes:

· La creación en 2008 la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata, del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, integrada por un equipo interdisciplinario conformado por las divisiones específicas de las Fuerzas de Seguridad, psicólogos/as, trabajadores/as sociales y abogados/as. Esta oficina centraliza toda actividad referida a la prevención e investigación del delito de trata de personas, como así también la asistencia a las víctimas.

· La creación en 2007 de la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL), del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tiene entre sus objetivos sensibilizar, capacitar y difundir la problemática del acoso sexual, asesorar a las personas interesadas, recibir presentaciones que contengan consultas y/o denuncias sobre violencia laboral y remitir antecedentes a los organismos competentes.

· La existencia en el Parlamento de un proyecto de ley sobre interrupción voluntaria del embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional en los servicios de todo el sistema de salud (sector público, de la seguridad social y del sector privado). El cual también contempla que, fuera de este plazo, toda mujer tendrá derecho a decidir la interrupción de un embarazo producto de una violación, si estuviera en riesgo la salud o la vida de la mujer o si existieran malformaciones fetales graves. 

· La elaboración, por parte del Ministerio de Salud de la Nación, de una Guía Técnica para la Atención de Abortos No punibles, dirigida a los equipos de salud.

· La FORMULACIÓN, por parte de algunas provincias argentinas, la Ciudad de Buenos Aires y algunas intendencias municipales, de protocolos de atención a las víctimas de violencia sexual. Así, el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable ha elaborado un Protocolo Nacional de Atención a las Víctimas de Violencia Sexual a efectos de garantizar los derechos consagrados en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y en la Convención sobre los Derechos del Niño. 

· La puesta en marcha de la Ley Nacional Nº 25.673 que crea el Programa de Salud Sexual y Procreación Responsable, el que representa un adelanto efectivo en la consecución del respeto a los derechos humanos de las personas.

· La aprobación en 2004 de la Ley Nacional Nº 25.929 sobre Derechos de Madres, Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento conocida como de “parto humanizado”, la cual consagra los derechos de las mujeres a ser acompañadas durante el trabajo de parto, por su pareja o por quien designen. Para ello se dispuso la capacitación de profesionales y la adaptación de los recursos físicos en el Sistema de Salud de la Nación.

· La incorporación en 2007, por el Ministro de Salud, de la Anticoncepción Hormonal de Emergencia (AHE) al Programa Médico Obligatorio, como método anticonceptivo hormonal. 

· El desarrollo, por parte de un ministerio que habitualmente no se involucra en estas temáticas, el Ministerio de Defensa, del Plan de Trabajo Conjunto para Promover una Política Integral para la Detección, Atención y Registro de los Casos de Violencia Intrafamiliar, con un enfoque preventivo, interdisciplinario e interinstitucional y que destaca la obligación internacional del Estado en el abordaje de esta problemática. Así, se conformó un equipo de trabajo conjunto con representantes del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas.

· La implementación, por varias provincias, de sistemas de justicia itinerante para recorrer grandes distancias tratando de acercar la justicia a la comunidad, lo que beneficia a las mujeres rurales e indígenas que viven en comunidades alejadas de las grandes urbes.

· La implementación de un mecanismo de rescate de mujeres, cual es, el programa “Las Víctimas contra las Violencias” que dispone de brigadas móviles para acudir al auxilio ante un llamado de emergencia para trasladar a las víctimas desde el lugar en el que se encuentran hacia un lugar seguro.

· La implementación de acciones complementarias y alternativas a los refugios, como pensiones, hoteles y albergues o casas de familia.
· La implementación por primera vez en el país, por el municipio del Gran Buenos Aires, de una encuesta destinada a medir la violencia en el noviazgo, en el marco del “Proyecto de Prevención de la Violencia de Género en la Adolescencia”, la cual, si bien solo posee alcance local, constituye un aporte importante a la investigación.

VII. BREVE RECUENTO DE LOS OBSTACULOS

Los principales obstáculos detectados son los siguientes:

· La falta de mecanismos de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, carencia que impide mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres.

· La falta de mecanismos específicos de reparación a las víctimas de violencia de género. 

· La inexistencia de políticas para prevenir y sancionar el femicidio, entre ellas normas punitivas especificas. 

· La falta de campañas de difusión de la Convención de Belem do Pará.

· La escasez de planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia) y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia y otras públicos similares. 

· La escasa participación de la sociedad civil en el diseño, monitoreo y evaluación de Planes, Acciones o Estrategias nacionales o provinciales en materia de violencia contra las mujeres.

· La falta de acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará.

· La inexistencia de estudios sobre el uso de la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos por los juzgados y fiscalías en sus sentencias y dictámenes, así como, sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias y sobre si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia.

· La inexistencia de información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a entidades receptoras de denuncias, a capacitación de funcionarios, a servicios especializados, como refugios y casas de acogida, a líneas de asistencia gratuita, a asesoría jurídica gratuita, a consejería psicológica gratuita, a campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y a servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia. 

· La inexistencia de estudios, investigaciones o seguimiento, desde el Estado, sobre la violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en el país.

· La falta de información sobre violencia hacia las mujeres privadas de libertad, por ejemplo, aquella producida por personal de seguridad masculino y la inexistencia de programas de prevención de violencia en las cárceles de mujeres.

VIII. EVALUACIÓN

G. LEGISLACIÓN: 

En este acápite el Estado no aclaró el grado de implementación de las normas federales sobre violencia contra las mujeres en las provincias, teniendo en cuenta que las normas nacionales deben aplicarse a nivel federal.

LA LEY 26485 EN SU ARTÍCULO 1º “DISPOSICIONES GENERALES”, ESTABLECE QUE LA MISMA ES DE ORDEN PÚBLICO LO QUE IMPLICA QUE EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA MISMA ES LA TOTALIDAD DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, CON EXCEPCIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER PROCESAL ESTABLECIDAS EN EL TÍTULO III, CAPÍTULO I. 

ALGUNAS PROVINCIAS ADHIRIERON AL TEXTO DE LA LEY EN TODO SU ARTICULADO, CON EXCEPCIÓN DE LA PROVINCIA DE CHACO QUE REFORMA SU LEY PROVINCIAL DE VIOLENCIA FAMILIAR.

ADHESIÓN A LA LEY Nº 26.485:

BUENOS AIRES:

SANCIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS A LA LEY DE VIOLENCIA FAMILIAR CON MODIFICACIONES ACORDES A LA LEY 26.485.

CHACO:

LEY 6.770 DE ATENCIÓN, ASESORAMIENTO Y SEGUIMIENTO EN SITUACIONES DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. ADHESIÓN MEDIANTE LEY 6.689, A LOS SIGUIENTES ARTÍCULOS 20, 21, 22, 23, 24, 25,  26 INC. A) Y SUS APARTADOS DEL 1 AL 7 E INCISO B) EN SUS APARTADOS 2 AL 8 Y 10 Y LOS ART. 27 AL 40.

CHUBUT:

ADHESIÓN POR LEY III Nº 36 DE FECHA 29/11/2011 –ADHESIÓN A TODO EL TEXTO DE LA LEY 26.485.

CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES:

NO NECESITA ADHESIÓN. TODA LEY NACIONAL ES APLICABLE EN TODO SU CONTENIDO EN LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES.

CORRIENTES:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485 POR LEY PROVINCIAL Nº 5093/09. 

ENTRE RÍOS:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485. 

FORMOSA:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485 MEDIANTE LEY PROVINCIAL Nº 1569/11.

LA PAMPA:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485.

LA RIOJA:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY  26.485 POR LEY PROVINCIAL 8540/09.

MENDOZA:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485 MEDIANTE LEY PROVINCIAL Nº 2886/10.

MISIONES:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485 POR DECRETO PROVINCIAL.

NEUQUÉN: 

ADHESIÓN A LA LEY 26.485 POR DECRETO PROVINCIAL Nº 2786
RÍO NEGRO:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485.

SANTA CRUZ:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY POR LEY PROVINCIAL Nº 3.201/11.

SANTA FE:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 26.485 MEDIANTE LEY PROVINCIAL 7032/11.

SANTIAGO DEL ESTERO:

ADHISIÓN EN FORMA COMPLETA A LA LEY 26485.

TUCUMÁN:

ADHESIÓN COMPLETA A LA LEY 264.85 MEDIANTE LEY PROVINCIAL Nº 8.336.

37. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? 

La Convención de Belém do Pará fue ratificada a través de la Ley Nº 24.632, Mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional, requerido para su aplicación. Existen actualmente tres proyectos de ley de la Cámara de Diputados para otorgarle jerarquía Constitucional.

La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales,  promulgada el 01/04/09, publicada en el Boletín Oficial el 14./04/, y reglamentada por Dto. 1011/2010, incluye entre sus objetivos “el derecho de las mujeres a vivir una  vida sin violencia” y el “desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia contra las mujeres” (art 2º), con el objetivo de garantizar todos los derechos reconocidos en la CEDAW, la Convención de Belém do Pará, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes (Art. 3º); de modo tal que esta norma de orden público y de aplicación en todo el territorio de la República, viene a dar cumplimiento con las obligaciones asumidas por el Estado al suscribir la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra las Mujeres.

RESULTA INTERESANTE LA JURISPRUDENCIA SENTADA A PARTIR DE LOS SIGUIENTES FALLOS DE LA CÁMARA DE CASACIÓN PENAL Y EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CÓRDOBA:

CAUSA NRO. 13.245 -SALA IIAO. R. V. S/ RECURSO DE CASACIÓN. EN UN CASO DE ABUSO SEXUAL CONTRA UNA MUJER, DONDE EL FISCAL GENERAL QUE ACTUABA ANTE EL TRIBUNAL ORAL HABÍA DADO SU CONSENTIMIENTO PARA LA SUSPENSIÓN DE LA PERSECUCIÓN PENAL REFIRIENDO QUE EN CASO DE UN EVENTUAL JUICIO DE CONDENA LA SANCIÓN PODRÍA SER DEJADA EN SUSPENSO NO SÓLO POR LA ENTIDAD DEL SUCESO SINO FUNDAMENTALMENTE POR LA CARENCIA DE ANTECEDENTES PENALES COMPUTABLES DEL IMPUTADO. LA CÁMARA SE EXPRESÓ EN EL FALLO UNANÁNIME, SEÑALANDO QUE LA SUSPENSIÓN ES CONTRARIA A LAS OBLIGACIONES ASUMIDAS POR EL ESTADO AL HACERSE PARTE DE LA CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ. 

TAL SUSPENSIÓN ES EN ESE SENTIDO CONTRARIA A LA LEY APLICABLE AL CASO, ENTENDIENDO EN EL CONCEPTO DE LEY LOS TRATADOS ENUNCIADOS EN EL ART. 75, INC. 22, C.N. CON LA JERARQUÍA QUE LA CONSTITUCIÓN LES ASIGNA. LA REPÚBLICA ARGENTINA APROBÓ ESA CONVENCIÓN A TRAVÉS DE LA LEY 24.632. EL CONSENTIMIENTO FISCAL PARA LA SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA DEBE SER PONDERADO POR LA INSTANCIA JURISDICCIONAL EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR HECHOS COMO LOS AQUÍ CONSIDERADOS, PUES ESTOS ASPECTOS HACEN AL COMPROMISO ASUMIDO POR EL ESTADO AL APROBARLA. EN ESE MARCO LA OPINIÓN FISCAL FAVORABLE A LA SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA ENTRA EN COLISIÓN MANIFIESTA CON LAS OBLIGACIONES ASUMIDAS POR EL ESTADO ARGENTINO. EN CONSECUENCIA, EXISTE UN ÓBICE FORMAL DE NATURALEZA LEGAL QUE IMPIDE AL MINISTERIO PÚBLICO DISPONER DE LA PERSECUCIÓN PENAL.

DE TAL SUERTE, SE PRESENTA UN CASO EN EL QUE LA FISCALÍA NO PUEDE, POR RAZONES LEGALES, PRESCINDIR DE LA PERSECUCIÓN PENAL PORQUE LA SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA ES INCONCILIABLE CON EL DEBER QUE TIENE EL ESTADO DE INVESTIGAR, ESCLARECER LOS HECHOS DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, Y DE SANCIONAR A SU RESPONSABLE EN UN JUICIO CON LAS DEBIDAS GARANTÍAS, APLICANDO, EN SU CASO, SI CORRESPONDIERE, UNA SANCIÓN PROPORCIONADA. 7/12/2010.

CAUSA NRO. 13.240 -SALA IIAC. A., M. S/ RECURSO DE CASACIÓN EN UN CASO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA, CASO DE LESIONES LEVES DÓNDE UNA MUJER ES VÍCTIMA. SE LE NIEGA LA PROBATION, INVOCANDO EL ART. 7 DE LA CONVENCIÓN DE BELEM DO PARA. 30-10-2010. IDÉNTICOS ARGUMENTOS QUE EL ANTERIOR FALLO.
SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA- PROVINCIA DE CÓRDOBA SENTENCIA EN LOS AUTOS "G., J. A. P.S.A. LESIONES LEVES CALIFICADAS -RECURSO DE CASACIÓN-" (EXPTE. "G", 67/2010), CON MOTIVO DEL RECURSO DE CASACIÓN (8- 11-2010).

EN ESTE FALLO TAMBIÉN SE RECOGE LA MISMA JURISPRUDENCIA BAJO LOS SIGUIENTES ARGUMENTOS PARA DENEGAR LA PROBATIÓN EN UN CASO DE VIOLENCIA FAMILIAR CUYA VÍCTIMA ES UNA MUJER, DONDE NO OBSTANTE CUMPLIRSE EL REQUISITO OBJETIVO RESPECTO A LA PENA CONMINADA EN ABSTRACTO PARA EL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE LA PROBATION, EL QUINTO PÁRRAFO DEL ART. 76 BIS C.P HACE REFERENCIA A UN ELEMENTO SUBJETIVO CUANDO DETERMINA QUE EL HECHO QUEDA COMPRENDIDO EN LA PROBLEMÁTICA DENOMINADA VIOLENCIA FAMILIAR O MALTRATO FÍSICO POR PARTE DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. TENIENDO EN CUENTA LAS PREVISIONES CONTENIDAS EN LA LEY NAC. 24.417 Y PCIAL. 9.283 (LEY DE VIOLENCIA FAMILIAR), DEBE AGOTARSE LAS MEDIDAS TENDIENTES A SU ESCLARECIMIENTO Y REPRESIÓN DE LOS RESPONSABLES COMO OTRA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE UN DERECHO PENAL DE MÍNIMA INTERVENCIÓN…”. DEBE DESTACARSE, QUE EL DICTAMEN FISCAL ES CONGRUENTE CON LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ASUMIDOS POR EL ESTADO ARGENTINO CON RELACIÓN A LOS CASOS DE VIOLENCIA DIRIGIDOS A LA MUJER. ES QUE, NUESTRO PAÍS A TRAVÉS DE LA LEY N° 24.632 APROBÓ LA “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”, QUE BUSCA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. ASIMISMO SE REFERENCIA QUE EL FALLO SE ENCUENTRA EN ARMONÍA CON LAS RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EXPRESADAS EN EL DOCUMENTO SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA PARA LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA EN LAS AMÉRICAS.

(DOC. 68, 20/I/2007).
En este punto, se le solicita al Estado, responder, respecto del cumplimiento de la Convención Belém Do Pará ¿Cuáles son las áreas o ámbitos más deficitarios y como se prevé subsanar los vacíos y/o mejorar la respuesta pública? EL ESTADO NO RESPONDE.

EL ESTADO ARGENTINO IMPULSA DIVERSAS ESTRATEGIAS PARA ALCANZAR  LA APLICACIÓN PLENA DE LA CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ Y POR ELLO IMPULSA UNA LEY PARA ELEVAR A  RANGO CONSTITUCIONAL DICHA NORMA. NO OBSTANTE, CABE SEÑALAR QUE LA MISMA, ACTUALMENTE, CUENTA CON RANGO SUPERIOR A LAS LEYES NACIONALES, CONFORME LO ESTABLECE NUESTRA CONSTITUCIÓN NACIONAL EN SU ARTÍCULO 75 INCISO 22, PARA LAS CONVENCIONES DE DERECHOS HUMANOS. ASIMISMO LA LEY  26.485. DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLAN SUS RELACIONES INTERPERSONALES EN SU ARTÍCULO  3º REMITE, ENTRE OTRAS, A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. 

EN EL CUERPO DE LA LEY ESTÁN CONTENIDOS LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DICHA CONVENCIÓN.

MÁS ALLÁ DE SER UNA LEY DE ORDEN PÚBLICO, CUYO CONTENIDO DEBE SER APLICADO EN TODO EL TERRITORIO DE LA NACIÓN, EXCEPTO EN SUS MEDIDAS PROCESALES, VEMOS COMO DIFICULTAD QUE EL SISTEMA JUDICIAL DE LAS PROVINCIAS AÚN NO APLICA DICHA LEY EN SU TOTALIDAD.

SIN EMBARGO VEMOS COMO UN ADELANTO SIGNIFICATIVO LA ADHESIÓN A LA LEY Nº 26.485, EN TODO SU CONTENIDO O DE FORMA PARCIAL, POR CATORCE JURISDICCIONES.

PODEMOS SEÑALAR QUE EL ESCASO CONOCIMIENTO DE LA OPERATIVIDAD DE LA CONVENCIÓN POR PARTE DE  ALGUNOS AGENTES Y MIEMBROS DE LOS PODERES JUDICIALES REDUNDA EN DIFICULTAD A LA HORA DE RESOLVER CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. 

PARA CONTRARRESTAR ESTA SITUACIÓN SE ESTÁN LLEVANDO A CABO CAPACITACIONES QUE SE MENCIONAN EN EL PUNTO 15 DEL PRESENTE INFORME CUYOS RESULTADOS COMIENZAN A VERSE EN LOS FALLOS DONDE SE APLICA LA CONVENCIÓN, ALGUNOS DE ELLOS CITADOS UT SUPRA EN EL PRESENTE INFORME.

POR ÚLTIMO PENSAMOS QUE LOS ESTEREOTIPOS DE GÉNERO Y LAS VISIONES PATRIARCALES DE LA SOCIEDAD SON UN OBSTÁCULO QUE COMPARTIMOS A NIVEL MUNDIAL. 

A TAL EFECTO EL ESTADO ARGENTINO CON LA PROMULGACION DE LA LEY NACIONAL Nº 26.522 DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, QUE INCLUYE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LOS MEDIOS, DESTACÁNDOSE LA INCIDENCIA EN LA EDUCACIÓN Y LA REMOCIÓN DE LOS ESTEREOTIPOS QUE NATURALIZAN LA VIOLENCIA, HACIENDO HINCAPIE EN LA PROTECCIÓN Y EL TRATAMIENTO PLURAL E IGUALITARIO DE VARONES Y MUJERES.

ASIMISMO, DICHA NORMA DE CARÁCTER FEDERAL TIENE COMO FUNDAMENTO EL ACCESO A LA INFORMACIÓN EN TODO EL TERRITORIO Y DISTRIBUYE SEÑALES DE FORMA MÁS IGUALITARIA A COOPERATIVAS, ESCUELAS RURALES, COMUNIDADES DE PUEBLOS ORIGINARIOS, PARTICULARES, ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES, ENTRE OTROS, LO QUE LA CONVIERTE EN UNA HERRAMIENTA FUNDAMENTAL PARA COMBATIR LAS RAICES DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO. CONSIDERAMOS QUE LA MISMA ES UNA OPORTUNIDAD Y UN CANAL ADECUADO PARA LA DIFUSIÓN DE DICHA CONVENCIÓN.

38. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos: Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres; que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento; que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico; que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes: que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado. De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional? 

La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones,  promulgada el 01/04/09 y publicada en el Boletín Oficial el 14/04/09, en su artículo 4º define a la violencia contra las mujeres como: “Toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas las acciones perpetradas desde el Estado o por sus agentes”. En su artículo 1, define como ámbito de aplicación todo el territorio de la República.

Esta Ley ha venido a dar un vuelco esencial en el tratamiento de la violencia contra la mujer, llevando adelante un tratamiento integral y transversal del fenómeno de la violencia de género, conforme se expresa en los preceptos rectores de la ley (Art.7). Esta nueva Ley expresamente en su Art. 3 garantiza los Derechos reconocidos por la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará), la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de Niñas, Niños y adolescentes.

En cuanto a la distinción, dentro de las mujeres, de las niñas y adolescentes, el Art. 3º de la Ley establece  que “garantiza todos los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño”, que detenta rango constitucional, y en la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Además, en el articulado de la Ley 26.485 se hacen menciones específicas a este grupo etario. Así en el art. 11 al referirse a las Políticas Públicas, en el inc. 2 f) se establece que el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación deberá coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia los criterios de atención que se fijen par las niñas y adolescentes que padecen violencia. En el Capítulo II que se refiere a Procedimiento, cabe señalar los siguientes artículos:

· Art. 18  Denuncia: “….Al formalizar la denuncia se resguardará a la víctima y observaran las disposiciones referidas al secreto profesional y al consentimiento informado, como así también las contendidas en la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes Nro. 26.061”.

· En el Art. 26  “Medidas preventivas urgentes” punto b.6.se refiere a la víctima menor de edad, y dispone que: “En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta la opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la adolescente, puede otorgar la guarda a un miembro de su grupo familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad”. La Reglamentación dispone que: “En relación con el modo de ejercer adecuadamente el derecho a ser oída de la niña o adolescente víctima, las medidas practicadas deben recoger el principio de protección especial a la niñez contenido en la normativa vigente del amplio “corpus juris” de protección de derecho humanos de ese grupo etario. En este sentido, los testimonios de las niñas y adolescentes serán tomados por personal especializado y en un ámbito adecuado que, de ser necesario, estará constituido por un gabinete acondicionado con Cámara Gesell o dispositivo similar y con los implementos acordes a la edad y etapa evolutiva de las menores de edad”

· El Art. 28 expresamente dispone que “Si la víctima de violencia fuere niña o adolescentes deberá contemplarse lo estipulado por la Ley 26.061 sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Por su parte, la ley N º26.061, en su Art. 9, dispone: “Derecho a la dignidad y a la integridad personal. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral. La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la autoridad local de aplicación de la presente ley”.

Asimismo, en el Artículo 28 enuncia el principio de igualdad y no discriminación por motivos de sexo. Y el Articulo 37 inciso C, entre las medidas de protección, obliga al Estado a la  asistencia integral de niñas y adolescentes embarazadas.
39. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia: física, psicológica, sexual, patrimonial, económica u otros tipos de violencia. Especificar. En caso afirmativo, favor informar sobre: su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual, si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado y si existe alguna forma de reparación para las víctimas.

El artículo 5° de la mencionada Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, define los diferentes tipos de violencia, mientras que el artículo 6 describe los diversos ámbitos en los que se manifiesta y los distintos tipos de perpetradores. Así, la violencia doméstica tiene como perpetrador a cualquier integrante del grupo familiar, entendiéndose a este como “el originado en el parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas y noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia”. La violencia institucional es “aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública”. 

Esta Ley no prevé de forma específica la reparación pero la legislación civil (art. 1109 y 112 del Código Civil) permite reclamar indemnización por daños y perjuicios, probando el daño y su nexo causal con el hecho.


DECRETO 936/11, SANCIONADO POR LA PRESIDENTA DRA. CRISTINA FERNÁNDEZ DE KIRCHNER: 

EL OBJETIVO PRINCIPAL DEL DECRETO ES EL DE PROHIBIR LA PUBLICACIÓN DE AVISOS DE SERVICIOS SEXUALES EN LOS MEDIOS GRÁFICOS Y TERMINAR CON UNO DE LOS ESLABONES QUE SE ALIMENTAN DE LA CRUEL INDUSTRIA DE LA TRATA. ASIMISMO, PROMUEVE LA ERRADICACIÓN DE LA DIFUSIÓN DE MENSAJES E IMÁGENES QUE ESTIMULEN O FOMENTEN LA EXPLOTACIÓN SEXUAL. 

EL ARTÍCULO 1º COMPRENDE LA PROHIBICIÓN DE AVISOS QUE PROMUEVAN LA OFERTA SEXUAL O HAGAN EXPLÍCITA O IMPLÍCITAMENTE REFERENCIA A LA SOLICITUD DE PERSONAS DESTINADAS AL COMERCIO SEXUAL, POR CUALQUIER MEDIO, CON LA FINALIDAD DE PREVENIR EL DELITO DE TRATA DE PERSONAS CON FINES DE EXPLOTACIÓN SEXUAL Y LA PAULATINA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES, ABARCANDO TODOS AQUELLOS AVISOS CUYO TEXTO RESULTE ENGAÑOSO. 

ARTICULACIONES PARA EL CUMPLIMIENTO DEL DECRETO 936/2011, SU DIFUSIÓN Y SENSIBILIZACIÓN SOBRE EL MISMO:

EL DECRETO ESTABLECE LA CREACIÓN DE LA OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL, QUE DEBE COORDINAR SU ACTUACIÓN CON EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, DEPENDIENTE DEL CONSEJO NACIONAL DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS SOCIALES DE LA PRESIDENCIA DE LA NACIÓN; LA OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO A LAS PERSONAS DAMNIFICADAS POR EL DELITO DE TRATA, DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS Y CON LA AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL (AFSCA)

EN ESE SENTIDO, DESDE LA SUBSECRETARIA UNIDAD DE COORDINACIÓN NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, ASISTENCIA Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, SE CREÓ UN ÁREA INTERNA A FIN DE ARTICULAR ACCIONES CON LOS ORGANISMOS INVOLUCRADOS Y FACULTADOS PARA EL EFECTIVO CUMPLIMIENTO DEL DECRETO 936/2011.

ASIMISMO, EL DECRETO 936/11 
TRAE APAREJADO UN APROVECHAMIENTO Y ORGANIZACIÓN DE LOS RECURSOS HUMANOS, YA QUE ARTICULA ACCIONES CON LA OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL, DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DDHH Y CON LA AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL.

POR OTRA PARTE, ESTE ÁREA PROPONE DIFUNDIR Y SENSIBILIZAR SOBRE LOS ALCANCES DEL DECRETO 936/2011 A TODOS LOS ACTORES INVOLUCRADOS DEL ÁMBITO NACIONAL, PROVINCIAL, MUNICIPAL Y DE LAS ORGANIZACIONES SOCIALES CON INCUMBENCIA EN LA TEMÁTICA. ELLO CONTRIBUYE A MODIFICAR LA PERCEPCIÓN DE ESTA CLASE DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES COMO UNA ELECCIÓN DE PARTE DE ÉSTAS Y FAVORECE LA IDENTIFICACIÓN DE LAS REDES DE TRATA, PROXENETAS Y CLIENTES QUE SOSTIENEN ESTA ACTIVIDAD. ADEMÁS CONTRIBUYE A MITIGAR LA DISCRIMINACIÓN QUE PRODUCE ESE TIPO DE CLASIFICADOS AL DENIGRAR LA CONDICIÓN FEMENINA COMO OBJETO DE CONSUMO SEXUAL.

RESOLUCIÓN 74/2011  SERVICIO TELEFÓNICO - NÚMERO DE EMERGENCIA 145: MEDIANTE RESOLUCIÓN 74/2011 SE ASIGNA A LA OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO A LAS PERSONAS DAMNIFICADAS POR EL DELITO DE TRATA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, EL INDICATIVO DE SERVICIOS ESPECIALES “145” PARA LA ATENCIÓN DE COMUNICACIONES REALIZADAS POR LOS CIUDADANOS DAMNIFICADOS POR EL DELITO DE TRATA, EN EL ÁMBITO DE LA REPUBLICA ARGENTINA.  EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DE DERECHOS HUMANOS, LAS EMPRESAS TELEFÓNICAS EXISTENTES EN EL PAÍS ADECUARON SUS SERVICIOS PARA INCORPORAR EL NÚMERO 145 PARA DENUNCIAS DE CASOS DE TRATA DE PERSONAS.

PROYECTO MODIFICATORIO DE LA  LEY 26.364 DE PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS CUENTA CON MEDIA SANCIÓN DEL CONGRESO DE LA NACIÓN: EL PROYECTO TIENE POR OBJETO ELIMINAR LAS DIFERENCIAS ENTRE MAYORES Y MENORES DE EDAD. EL MISMO SE PROPONE NO ACEPTAR EN NINGÚN CASO QUE EL “CONSENTIMIENTO” DE LA VÍCTIMA PUEDA EXCULPAR AL VICTIMARIO Y PROPICIA EN TODOS LOS CASOS EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DE LA PENA; TAMBIÉN INCLUYE ENTRE LOS DELITOS LA PROMOCIÓN DE LA PORNOGRAFÍA INFANTIL.
MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 63 DEL CÓDIGO PENAL (LEY 26.705), PRESCRIPCIÓN DE LOS DELITOS DE ABUSO SEXUAL COMETIDOS CONTRA PERSONAS MENORES DE EDAD: DE ACUERDO CON LA MODIFICACIÓN INTRODUCIDA LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EMPEZARÁ A CORRER DESDE LA MEDIANOCHE DEL DÍA EN QUE LA PERSONA DAMNIFICADA SEA MAYOR DE EDAD. SI LA ACCIÓN FUESE INICIADA CON ANTERIORIDAD A ESA FECHA, LA PRESCRIPCIÓN EMPEZARÁ A CORRER DESDE LA MEDIANOCHE DEL DÍA DEL INICIO DE LA ACCIÓN.

DEROGACIÓN DEL ART. 132 DEL CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN: EL 22 DE MARZO DE 2012 FUE DEROGADA LA FIGURA DE “AVENIMIENTO” DEL CÓDIGO PENAL POR UNANIMIDAD TANTO EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS COMO EN LA DE SENADORES. 

OTROS PROYECTOS DE LEY EN EL PARLAMENTO 

-PROYECTO QUE OTORGA RANGO CONSTITUCIONAL A LA CONVENCION DE BELEM DO PARÁ (MEDIA SANCION DEL CONGRESO DE LA NACIÓN)

-PROYECTO DE LEY INCORPORANDO LA FIGURA  DE FEMICIDIO EN EL CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN.

-PROYECTO DE REFORMA DEL CÓDIGO PENAL AGRAVANDO LAS PENAS EN CASO DE HOMICIDIOS DONDE LA VÍCTIMA ES UNA MUJER QUE TIENE O TUVO UNA RELACIÓN CON EL VICTIMARIO.

-PROYECTO DE LEY POR INFANTICIDIO (DISMINUCIÓN DE LA PENA)

-PROYECTO DE IDENTIDAD DE GÉNERO (MEDIA SANCION DEL CONGRESO DE LA NACIÓN).

40. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional? 

El Estado Argentino ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo complementario para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (Protocolo de Palermo).

La Ley Nº 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, fue promulgada el 29/04/08 y publicada en el Boletín Oficial el 30/04/08. Asimismo, el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia aprobó el Protocolo de Asistencia a Víctimas de Explotación Sexual Infantil y Trata de Personas, el 6 de noviembre de 2008, publicado en el Boletín Oficial el 29/12/08 (suplemento Actos de Gobierno). Esta Ley establece tipos penales específicos, establece la competencia federal para la persecución y juzgamiento de tratantes e impone obligaciones estatales en relación con las víctimas; comprende todas las prácticas mencionadas en el artículo 3 del Protocolo de Palermo y además añade algunas otras. Al respecto, define la trata de mayores de 18 años, la trata de menores de 18 años y la explotación.

Por Resolución 2149/2008, del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, se creó la Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata, que está integrada por un equipo interdisciplinario conformado por las divisiones específicas de las Fuerzas de Seguridad, psicólogos/as, trabajadores/as sociales y abogados/as. Esta oficina centraliza toda actividad referida a la prevención e investigación del delito de trata de personas, como así también la asistencia a las víctimas.

Además, la Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones Interpersonales”, en su artículo 5° inc.3 describe la violencia sexual y hace expresa mención a la trata de mujeres.

También existe la Ley Nº 25.632 Aprobatoria de la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos Complementarios para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños y contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, del 1 de agosto de 2002, publicada en Boletín Oficial Nº 23.973 de 30 de agosto de 2002. 

41. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?

La nueva Ley de Violencia de Género al definir la violencia sexual incluye explícitamente la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.

Por otra parte, el Código Penal Argentino, desde el 14/5/1999, en su art. 126, sanciona la promoción y facilitación de la prostitución de mayores de dieciocho años de edad mediando engaño, abuso de una relación de dependencia o de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción.  El art. 127 sanciona al que explotare económicamente el ejercicio de la prostitución de una persona, mediando engaño, abuso coactivo o intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción. 

42. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos: laboral, de salud, educativo, en otros ámbitos? Especificar. De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

La figura del acoso sexual en la Administración Pública Nacional se incorporó por el Decreto 2385 del año 1993. Luego la figura fue incluida en el Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública (homologado por Dto. 214/06) que entre las prohibiciones vigentes para los agentes de la administración pública, incluye la de acosar. El Convenio también define la violencia laboral, incluyendo en ella el acoso sexual, previendo que la comisión de cualquier acto de violencia laboral configura falta grave. 

Por otro lado, las figuras de acoso sexual y violencia laboral en el ámbito del empleo público se encuentran contempladas también en algunos ordenamientos locales provinciales y/o municipales:

En la Ley de Contrato de Trabajo —que es la normativa que rige las relaciones de empleo que se desarrollan en el ámbito privado— no se incluye una prohibición específica de las conductas constitutivas de acoso sexual. Se han presentado proyectos de reforma de la ley con el objeto de incorporar medidas para su prevención y sanción. Tres de ellos contaron con media sanción en la Cámara de Diputados pero perdieron estado parlamentario al no ser tratados por la Cámara de Senadores.

La Ley 26.485 de PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLAN SUS RELACIONES INTERPERSONALES, también incluye la violencia laboral
 y el acoso sexual como una forma de violencia sexual.

En enero de 2007 se creó la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL) por Resolución Nro. 05/07 dependiente del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Se entiende por violencia laboral: “toda acción, omisión o comportamiento destinado a provocar, directa o indirectamente, daño físico, psicológico o moral a un trabajador/a, sea como amenaza o acción consumada”. Esta conceptualización de la violencia laboral incluye el acoso sexual. Esta oficina tiene entre sus objetivos sensibilizar, capacitar y difundir la problemática, asesorar a las personas interesadas, recibir presentaciones que contengan consultas y/o denuncias sobre violencia laboral y remitir antecedentes a los organismos competentes.

43. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si: Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?

El Estado, no responde con claridad si está tipificada penalmente la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho, por lo que se le solicita aclaración.

NO HAY ACLARACIÓN AL RESPECTO POR PARTE DEL ESTADO.

Solamente indica que en el año 1999 el Congreso Nacional sancionó la Ley 25.087 que modifica el Título III del Libro II del Código Penal, sustituyendo el Título “Delitos contra la honestidad” por el de “Delitos contra la integridad sexual”, reconoce distintos tipos de agresiones sexuales, de acuerdo al daño provocado: abuso sexual, abuso sexual calificado y violación; modifica la definición del art. 119 sobre violación, partiendo de un concepto más amplio, al considerar que el acceso carnal puede ser por cualquier vía; deroga el art. 132
 que eximía de prisión al delincuente por casamiento posterior con la víctima, eliminando la posibilidad de que el violador sea eximido de la pena.

Por su parte, la Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, en su art. 5 inc.3, cuando define violencia sexual incluye la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco. 

NO EXISTE UN TIPO PENAL ESPECIFICO PARA LA VIOLENCIA SEXUAL DENTRO DEL MATRIMONIO. TAMPOCO PARA EL TIPO PENAL EXISTENTE DE VIOLACIÓN SE PREVEE LA VIOLACIÓN DENTRO DEL MATRIMONIO O UNIONES DE HECHO NI COMO AGRAVANTE O ATENUANTE DE ESTE DELITO. 

44. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación.

La Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, en el art. 9 describe las facultades del Consejo Nacional de las Mujeres, como órgano rector encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la ley y, en su inciso e), lo faculta a diseñar modelos de abordaje no admitiendo aquellos que contemplen la mediación o la negociación. Y, en su art. 28 prohibe las audiencias judiciales de mediación o conciliación. 

45. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio? De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

No hay normas sobre femicidio.

46. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que: sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados, sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad, sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?  De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

En la Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, en su art. 4, al definir la violencia contra las mujeres incluye las conductas, acciones u omisiones perpetradas desde el Estado o por sus agentes. En su art. 6 inc. B, al definir la violencia institucional, se contempla aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas. En el art. 9 inc. U, se garantiza el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de libertad.

La República Argentina ha ratificado, a nivel internacional, tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes así como, a nivel interamericano, el Pacto de San José de Costa Rica— los cuales cuentan con rango constitucional, además del Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

Por iniciativa de la República Argentina y de Francia, en 2006 fue aprobada por las Naciones Unidas la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas.

La República Argentina cuenta con las leyes 24.043/91 y 24.411/94 de reparación económica a víctimas de violaciones de derechos humanos cometidas por el Estado, inicialmente durante la dictadura vigente en el país entre los años 1976 y 1983 —período recientemente extendido hasta el 16 de junio de 1985— así como con la ley 25.985/04 para niños y niñas nacidas en cautiverio en la última dictadura. 

47. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido: a) ¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?, b) ¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva? , c) ¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación? , d) ¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?, e) ¿Sanciona la legislación la esterilización forzada? , f) ¿Sanciona la legislación la inseminación artificial no consentida?, g) ¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia?, h) ¿Se proveen cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?, i) ¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos? De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

La Ley 26.485 de “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”contempla la violencia obstétrica como una de las modalidades de violencia contra las mujeres y la define como “aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales.

Actualmente posee estado parlamentario un proyecto de ley sobre interrupción voluntaria del embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional en los servicios de todo el sistema de salud (sector público, de la seguridad social y del sector privado). Asimismo, fuera de este plazo, toda mujer tendrá derecho a decidir la interrupción de un embarazo: a) Si el embarazo fuera producto de una violación, acreditada con denuncia judicial o policial o formulada en un servicio de salud; b) Si estuviera en riesgo la salud o la vida de la mujer; c) Si existieran malformaciones fetales graves.

Respecto del aborto terapéutico, el Ministerio de Salud de la Nación ha elaborado una Guía Técnica para la Atención de abortos No punibles, dirigida a los equipos de salud. Tales abortos se realizan de forma gratuita en los hospitales públicos y sin necesidad de que medie orden judicial.

EN EL AÑO 2011 EL MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN PRESENTÓ UN PROTOCOLO PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL DE PERSONAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES SEXUALES, QUE SERÁ DISTRIBUIDO EN HOSPITALES PÚBLICOS DEL PAÍS. SE TRATA DE UN INSTRUCTIVO PARA LOS EQUIPOS DE SALUD, DONDE SE FIJAN LOS PASOS A SEGUIR. ESTABLECE UN TRATAMIENTO MÉDICO QUE INCLUYE LA ATENCIÓN DE LAS LESIONES, MEDICACIÓN PARA PREVENIR EL VIH/SIDA Y LA HEPATITIS B, Y OTRAS INFECCIONES DE TRANSMISIÓN SEXUAL, ANTICONCEPCIÓN HORMONAL DE EMERGENCIA PARA EVITAR UN EMBARAZO SI SE ESTÁ A TIEMPO DE HACERLO O ACCESO AL ABORTO NO PUNIBLE SI ES NECESARIO. 

(AL RESPECTO VER EL FALLO DE LA CORTE SUPREMA DE LA NACIÓN F.259XLVI, F. A.L.S./MEDIDA AUTOSATISFACTIVA.)

EL PROTOCOLO ESTÁ PENSADO PARA ATENDER TAMBIÉN A VARONES, NIÑOS Y PERSONAS TRANSEXUALES. DE ACUERDO CON LAS ÚLTIMAS ESTADÍSTICAS DEL MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN, EN 2008 HUBO EN TODO EL PAÍS 10.604 DENUNCIAS POR DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD SEXUAL, DE LAS CUALES 3367 CORRESPONDIERON A VIOLACIONES.UN DATO IMPORTANTE ES QUE PARA RECIBIR ATENCIÓN NO ES NECESARIO QUE LA PERSONA HAYA DENUNCIADO EL ATAQUE SEXUAL. ALGUNAS MUJERES ELIGEN NO HACERLO NUNCA. PERO TAMBIÉN PUEDE DENUNCIARSE HASTA VARIOS AÑOS DESPUÉS DE PRODUCIDA, PUES ESTÁ PROBADO QUE EL IMPACTO EMOCIONAL, LA VERGÜENZA Y LA CULPA HACEN QUE LLEVE UN TIEMPO DIFERENTE A CADA PERSONA TOMAR ESTA DECISIÓN, ADVIERTE EL PROTOCOLO. LA GUÍA INDICA QUE SE DEBE OFRECER ASESORAMIENTO PARA DENUNCIAR EN CASO DE QUE LA VÍCTIMA DECIDA HACERLO.

LA GUÍA DE ATENCIÓN FUE ELABORADA A PARTIR DE RECOMENDACIONES DE UN COMITÉ DE EXPERTOS CONVOCADO POR EL MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN. ADEMÁS, PARTICIPARON ESPECIALISTAS DE LA ASOCIACIÓN MÉDICA ARGENTINA DE ANTICONCEPCIÓN, DEL PROGRAMA DE ASISTENCIA A VÍCTIMAS DE VIOLENCIA SEXUAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES Y REFERENTES DE LA SOCIEDAD ARGENTINA DE GINECOLOGÍA INFANTOJUVENIL.


EL MINISTERIO DE SALUD IMPRIMIÓ 20 MIL EJEMPLARES QUE SERÁN DISTRIBUIDOS EN LOS HOSPITALES DEL PAÍS.


DE  LOS 1051  HOSPITALES DE LA ARGENTINA, 374  REPORTAN CONTAR CON ALGÚN DISPOSITIVO DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLENCIA SEXUAL.  RESULTA NECESARIO QUE ESTAS INSTITUCIONES ADOPTEN Y ADAPTEN A SUS REALIDADES EL  PROTOCOLO NACIONAL. ASIMISMO SE ELABORÓ  UN PLAN DE TRABAJO PARA QUE LAS PROVINCIAS LO APLIQUEN, QUE ADEMÁS       CONTEMPLA UN MONITOREO DE LOS CASOS Y UN SEGUIMIENTO.  TAMBIÉN ESTÁ  PREVISTA LA CAPACITACIÓN QUIPOS DE SALUD.

 

Algunas provincias argentinas, la Ciudad de Buenos Aires y algunas intendencias municipales han dictado protocolos de atención a las víctimas de violencia sexual, por ejemplo, el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable ha elaborado un Protocolo Nacional de Atención a las Víctimas de Violencia Sexual. Dicho Protocolo reconoce como antecedentes las normas provinciales y municipales sobre la temática y tiene como objetivos: Garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las víctimas de violencia sexual, disminuir la morbilidad de las personas víctimas de estos delitos, prevenir embarazos y enfermedades de transmisión sexual y de VIH/SIDA mediante las prestaciones de emergencia, asegurar la obtención y preservación de los elementos probatorios y la asistencia psicológica para contención y tratamiento de la víctima durante el tiempo necesario.

La puesta en marcha de la Ley Nacional Nº 25.673, SANCIONADA EN EL AÑO 2002, que crea el Programa de Salud Sexual y Procreación Responsable, representa un adelanto efectivo en la consecución del respeto a los derechos humanos de las personas ya que sus acciones apuntan a: favorecer decisiones en materia de salud sexual y procreación que estén libres de discriminación, coacción o violencia; disminuir la mortalidad materno – infantil; prevenir embarazos no deseados; promover la salud sexual de los adolescentes; contribuir a la prevención y detección temprana de enfermedades de transmisión sexual, incluyendo VIH/SIDA; garantizar el acceso a la información, prestaciones y métodos de procreación responsable y potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su salud sexual y procreación. 

En la actualidad
 el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable de la cartera de Salud distribuye métodos anticonceptivos en 6113 centros de salud y hospitales de todo el país de los 6721 existentes, con lo que garantiza la cobertura en el 91% del total de los servicios de salud públicos. 

En el año 2004 se aprobó la Ley Nacional Nº 25.929 sobre Derechos de Madres, Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento conocida como de “parto humanizado”, la cual consagra los derechos de las mujeres a ser acompañadas durante el trabajo de parto, por su pareja o por quien designen. Para ello se dispuso la capacitación de profesionales y la adaptación de los recursos físicos en el Sistema de Salud de la Nación. 

En el año 2006 se sancionó la Ley Nacional Nº 26.130 de Ligaduras de Trompas de Falopio a las Mujeres y de los Conductos Deferentes o Vasectomía en el Varón. Y en 2007, por Resolución Nº 232, el Ministro de Salud incorporó la Anticoncepción Hormonal de Emergencia (AHE) al Programa Médico Obligatorio (PMO) como método anticonceptivo hormonal. 

En cuanto a las enfermedades de transmisión sexual (ETS), en el ámbito nacional, la Dirección de SIDA y ETS define y coordina las políticas de prevención y atención del VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual. Asimismo, coordina y articula sus acciones con los Programas Provinciales, actores de la sociedad civil y organismos internacionales nucleados en ONUSIDA. El Acceso a los servicios y el fortalecimiento de la ciudadanía son los principios que orientan sus líneas estratégicas: dar atención integral de las personas con VIH/SIDA; promover el uso del preservativo y el test con asesoramiento; y reducir la discriminación en el Sistema de Salud y en la sociedad en su conjunto. La Dirección posee una línea gratuita y confidencial de atención telefónica para evacuar dudas, en forma anónima, sobre el VIH y otras ETS. En particular, en la Línea Pregunte SIDA se brinda información acerca de sitios de realización del análisis y de atención de personas viviendo con el virus; sitios de distribución gratuita de preservativos; formas de transmisión y prevención del VIH; otras infecciones de transmisión sexual. Asimismo, atiende reclamos relativos a medicación y análisis de carga viral y asesora legalmente ante casos de discriminación o incumplimiento de obras sociales, prepagas y efectores del subsistema público de salud. 

Entre los logros en la materia se cuenta la disminución de la transmisión vertical para el bienio 2006 – 2007 en base a la estrategia de diagnóstico temprano y tratamiento oportuno.

Por último, con el objeto de favorecer el ejercicio de los derechos en materia de salud sexual y reproductiva, desde fines de mayo de 2010 el Ministerio de Salud de la Nación puso en funcionamiento el fono 0–800–222 3444 con atención en todo el país, entre las 6 de la mañana y la medianoche —de lunes a viernes— y de 9 a 21 —los fines de semanas y feriados—. La línea cuenta con quince consultores (de ambos sexos) preparados para responder inquietudes, dar información y derivar a hospitales y centros de salud, por medio de llamadas gratuitas y confidenciales. 

48. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 

En marzo de 2009, bajo el lema “Otra vida es posible. Tenemos derecho a una vida sin violencia”, se lanzó la Campaña Argentina por la “Equidad de género y Contra la Violencia”, en la que participan diversas instituciones y áreas de gobierno, organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales, con el objetivo de sensibilizar a la población sobre el problema de la violencia contra las mujeres. Esta campaña incluye spots de radio y televisión, la difusión de información a través de una página web (www.vivirsinviolencia.gov.ar) y la organización de un concurso en el que se propone la participación de toda la ciudadanía. 

- CAMPAÑA CONTRA LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES: “260 HOMBRES CONTRA EL MACHISMO”

SI BIEN HASTA EL MOMENTO SE HA FAVORECIDO LA PERPETUACIÓN DE  LAS DESIGUALDADES ECONÓMICAS, LABORALES, ADMINISTRATIVAS, SOCIALES, JURÍDICAS, ETC., CREEMOS QUE SUMANDO A LOS HOMBRES A ESTA LUCHA ACTIVA POR LA IGUALDAD DE DERECHOS ENTRE LOS GÉNEROS, SE LOGRARÁN LOS CAMBIOS GENUINOS QUE NECESITAMOS EN EL CAMINO HACIA UN CAMBIO SOCIAL, HISTÓRICO Y CULTURAL. EN TAL SENTIDO EN SEPTIEMBRE DE 2010 LA ORGANIZACIÓN CIVIL INSTITUTO NACIONAL CONTRA EL MACHISMO (INACOM), REALIZÓ LA CAMPAÑA "231 HOMBRES X 231 MUJERES" POR EL NÚMERO DE MUJERES ASESINADAS POR VIOLENCIA DE GÉNERO DURANTE EL AÑO 2009.  

PARA ESTO SE REALIZÓ UN ACTO EN EL OBELISCO (EL PRIMERO EN QUE SE CONVOCA A HOMBRES) PARA QUE ESA CANTIDAD DE HOMBRES FIRMEN UN COMPROMISO CIUDADANO EN CONTRA DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO. PARA ESTE AÑO, SUMARON A LA ESTRATEGIA A REFERENTES POLÍTICOS  Y CULTURALES RECONOCIDOS JUNTO A LA CIUDADANÍA PARA QUE FIRMEN ESTE MISMO DOCUMENTO E INTENTAR INSTALAR ESTE TEMA COMO UN GRAVE PROBLEMA SOCIAL A RESOLVER. 
EN EL AÑO 2011 LA SUBSECRETARÍA SE ASOCIA EN CARÁCTER DE AUSPICIANTES A ESTA ESTRATEGIA. ESTA VEZ, SON 260 HOMBRES QUE SE MANIFIESTAN CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO Y FIRMAN UN DOCUMENTO EN EL QUE SE PROPONEN REVISAR SU PROPIO COMPORTAMIENTO MACHISTA. LOS LIDERA UN REFERENTE DE LA POLÍTICA O DE LA CULTURA Y UN EQUIPO DE 259 HOMBRES QUE LO ACOMPAÑAN EN ESTE EVENTO.

COMO RESULTADO DE ESTA ARTICULACIÓN SE HAN LLEVADO A CABO 25 CAMPAÑAS, EN 10 LOCALIDADES.
En cuanto a la divulgación de la Convención de Belem do Pará, solamente se hace de forma indirecta, a través de la difusión de de la Ley 26.485“Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, que en su Art. 3, invoca la Convención y en los siguientes incisos reproduce, entre otros, varios de los derechos de las mujeres, que han sido redactados en base a la Convención. 

Debemos concluir, por tanto, que ni la campaña antes mencionada, ni otras, divulgan la Convención de Belem do Pará. 

H. PLANES NACIONALES 

49. ¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres? ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica? En caso de que exista: a) ¿Cuándo fue establecido?: b) ¿Qué periodo cubre?; c) ¿Cómo se ejecutan y evalúan?; d) ¿Cómo se divulgan y promueven?; e) ¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?; f) ¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales?. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

El Consejo Nacional de las Mujeres, conforme a la Ley Nro.26.485 de PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLAN SUS RELACIONES INTERPERSONALES (Art. 8 y 9) es el organismo rector, encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la mencionada ley, destacando, que los tres poderes del Estado Nacional son los obligados en la adopción de los principios rectores y las medidas concretas, conforme al rol que la ley les asigna en el art.11: Jefatura de Ministros – Secretaria de Gabinete y Gestión Pública, Ministerio de Desarrollo de la Nación, Ministerio de Educación de la Nación, Ministerio de Salud de la Nación,  Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación – Secretaria de Derechos Humanos – Secretaria de Seguridad, Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y Ministerio de Defensa de la Nación.

Se faculta al Consejo Nacional de las Mujeres a elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres. Dicho Plan será el instrumento para operativizar las disposiciones de la mencionada ley. 

Con ese objetivo, a partir del mes de noviembre del 2009 se conforma un equipo de trabajo multidisciplinario compuesto por expertas en la temática de violencia de género y derechos humanos de las mujeres en el que se comienza a trabajar en la elaboración del Plan de Nacional Acción. Para ello se ha tenido en cuenta el análisis de datos de distintas jurisdicciones nacionales y provinciales, como así también se pusieron en consideración experiencias de otros países, esencialmente España, nutriéndose del Plan de Acción de este último ya que su legislación es similar a la de nuestro país y tiene una estructura federal como la República Argentina. 

La estructura del mencionado Plan Nacional de Acción se comenzó a diagramar teniendo en cuenta siete ejes prioritarios de actuación: Desarrollo social, Educación, Salud, Justicia, Seguridad, Derechos Humanos, Trabajo, Defensa y Medios de Comunicación. Asimismo, se fijaron los objetivos y medidas a desarrollar para la sensibilización, prevención, asistencia y erradicación de la violencia contra las mujeres cuya articulación y coordinación se realizará con los Ministerios y Secretarías nacionales y provinciales, como así también con los mecanismos de la mujer a nivel provincial y municipal, según los preceptos rectores que deberán garantizar la igualdad entre mujeres y varones y la erradicación de la violencia contra las mujeres por razones de género. 

Como objetivos estratégicos se definieron mejorar la respuesta frente a la violencia de género y conseguir un cambio en el modelo de relación social. A modo de esquema tridimensional, a su vez, se transversalizan ejes a los antes mencionados, tales como: Investigación y estudio, formación y especialización de profesionales, movilización y participación de actores, trabajo coordinado de manera intrainstitucional e interinstitucional. 

El seguimiento y evaluación del Plan de Acción es continuo y basado en una gestión de resultados. Al respecto, consultado el Estado por información más detallada y precisa sobre el punto, no la proporciona.

El Consejo Consultivo Ad Honorem tiene como funciones las de asesorar y recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de violencia. Para ello debe constituirse en un espacio de consulta y participación activa de la sociedad civil, formular dictámenes no vinculantes sobre estrategias y acciones para la  implementación de la Ley, entre otras.

Por Resolución Ministerial Nº 9 de fecha 8 de marzo de 2010, el Consejo Nacional de las Mujeres, lanzó la convocatoria para la selección de las organizaciones no gubernamentales para la integración del consejo consultivo, a través de Internet y la página web, en el mes de agosto del corriente; el trámite fue de simple diseño a través de un formulario que las ONGs debían enviar para acreditar, sobre todo, la experticia en materia de violencia contra las mujeres. Actualmente se está finalizando esta primera etapa de preselección, que culminará con el envío de los avales de las ONGs del interior del país, de las correspondientes Áreas Mujer o Consejeras Federales, para la aceptación final. Por otra parte, se realizó la designación por resolución de la coordinadora general del Consejo Consultivo, que recayó en la Subsecretaria De Coordinación Para La Prevención, Sanción Y Erradicación De La Violencia Contra Las Mujeres (Decreto 1311/2010).

50. ¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en: educación, empleo y generación de ingresos, erradicación de la pobreza,) equidad e igualdad de género, salud, VIH/SIDA, seguridad pública/prevención del crimen, otros. Especificar. En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno? 

En la actualidad, algunos sectores, entre otros, los Ministerios de Educación, de Salud, de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, cuentan con componentes en sus líneas de intervención y/u órganos de género y de prevención de la violencia contra las mujeres en sus estructuras. A continuación se enumeran las acciones sectoriales en materia de violencia de género más relevantes: 

Educación: La ley de Educación 26.206/06 busca asegurar las condiciones de igualdad y el respeto de las diferencias entre las personas, sin discriminación de género ni de ningún otro tipo, en todos sus niveles: educación inicial (para niños desde los 45 días hasta los 5 años de edad), primaria, secundaria y superior. Asimismo, establece la responsabilidad estatal para la garantía de la calidad educativa —en términos materiales y culturales— para todos los estudiantes del país, independientemente de su origen social, geográfico, género o identidad cultural y la inclusión en todos los contenidos curriculares de los contenidos y enfoques que contribuyan a generar relaciones basadas en la igualdad, la solidaridad y el respeto entre los sexos, en concordancia con la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 

Consultado el Estado sobre la forma en que esta norma se implementa en todas provincias y cómo se trabaja respecto de la prevención de la violencia contra las mujeres, señala que la violencia contra las mujeres es contemplada y trabajada desde el Programa Nacional de Educación Sexual Integral del Ministerio de Educación de la Nación, en particular:

c) Haciendo cumplir las siguientes normas legales vigentes: 

· En Argentina la Constitución Nacional establece la obligación del Estado  y el derecho de los ciudadanos y ciudadanas a acceder a servicios básicos de educación. La Reforma Constitucional de 1994 afirmó la responsabilidad del Estado en asegurar el derecho a la educación mediante una oferta educativa de carácter gratuito, en condiciones de igualdad, no discriminación, respeto por las identidades y pluralismo cultural.

· Ley de Educación Nacional 26.206: Esta Ley, aprobada en diciembre del 2006, fija como responsabilidad del Estado, a través del Ministerio de Educación de la Nación, el desarrollo de políticas que brinden conocimientos y promuevan valores que fortalezcan la formación integral de una sexualidad responsable. El Art. 8° señala que la Educación brindará las oportunidades necesarias para desarrollar y fortalecer la formación integral de las personas a lo largo de toda la vida y promover en cada educando/a  la capacidad de definir su proyecto de vida basado en los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad,  respeto a la diversidad, justicia, responsabilidad y bien común. El Art.11°  señala que los fines y objetivos de la política educativa nacional son: Inciso f) Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación de género ni de ningún otro tipo; Inciso g) Garantizar en el ámbito educativo el respeto de los/as niños/as y adolescentes establecidos en la Ley 26.061; Inciso p) Brindar conocimientos y promover valores que fortalezcan la formación integral de una sexualidad responsable; Inciso v) Promover en todos los niveles educativos y modalidades la comprensión del concepto de eliminación de todas las formas de discriminación. El Art. 79° señala que el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, fijará y desarrollará políticas de promoción de la igualdad educativa, destinadas a enfrentar situaciones de injusticia, marginación, estigmatización, y otras formas de discriminación, derivadas de factores socioeconómicos, culturales, geográficos, étnicos, de género o de cualquier otra índole, que afecten el ejercicio pleno del derecho a la educación. El Art. 81° establece que las autoridades jurisdiccionales adoptarán las medidas necesarias para garantizar el acceso y la permanencia en la escuela de las alumnas en estado de gravidez, así como la continuidad de sus estudios luego de la maternidad, evitando cualquier forma de discriminación que las afecte en concordancia con el artículo 17 de la Ley 26.061. Las escuelas contarán con salas de lactancia. En caso de necesidad las autoridades  jurisdiccionales  podrán incluir a las alumnas madres en condición de pre y post parto  en la modalidad de educación domiciliaria y hospitalaria.

· La Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de niños, niñas y adolescentes: En su Art. 17° señala la prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad y paternidad, impidiendo en estas situaciones medidas correctiva o sanciones disciplinarias  a las niñas, niños y adolescentes, debiendo los Organismos del Estado desarrollar  un sistema conducente a permitir  la continuidad y la finalización  de los estudios de estos/as.
· Ley de Educación Sexual Integral 26.150, aprobada  en 2006,  crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral y, con ello, el Estado establece su responsabilidad en garantizar el derecho de niños, niñas y jóvenes a recibir Educación Sexual Integral (ESI) en todos los establecimientos educativos públicos de gestión estatal y privada del territorio argentino; entiende como educación sexual integral la que articula aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y éticos, y con ello sostiene un concepto de sexualidad que supera la concepción corriente que la asimila a “genitalidad” o a “relaciones sexuales”, considerándola como una de las  dimensiones constitutivas de la persona que, presente de diferentes maneras, es relevante para su despliegue y bienestar durante toda la vida. El objetivo del Programa Nacional de Educación Sexual Integral es procurar igualdad de trato y oportunidades para varones y mujeres; las acciones que promueva el programa ESI están destinadas a los educandos desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación docente y de educación técnica no universitaria.

· Ley 23.849, de Ratificación de la Convención de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, que  cuenta con rango constitucional.

· Ley 23.179, de Ratificación de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que  cuenta con rango constitucional.

· Los instrumentos  internacionales de Derechos Humanos  que incorporan especificidades en relación con el género han avanzado en el reconocimiento de la importancia de la educación como condición necesaria  para lograr una resignificación de las relaciones  de género en la sociedad contemporánea. Por ejemplo: Declaración Universal de los Derechos Humanos, Convención sobre los Derechos del Niño (Naciones Unidas 1989), que fueron ratificadas por la Ley Nacional 23.849 en 1990 y en 1994 incluidas en la Constitución Nacional.
· La Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, la cual compromete al Ministerio de Educación de la Nación en su artículo 11, inciso 3 a desarrollar una serie de acciones dentro del sistema educativo nacional para abordar este tema. 

d) Desarrollando planes de acción, dispositivos educativos, materiales didácticos para la formación de directivos y docentes del sistema educativo en el tema de la prevención de la violencia contra las mujeres. 

En el año 2008 se aprueban en el Consejo Federal de Educación los Lineamientos Curriculares para la Educación Sexual Integral. Dichos lineamientos constituyen el piso mínimo de contenidos a ser desarrollados por todos los niveles y modalidades educativas. En sus propósitos formativos se hace expresa referencia a la promoción de aprendizajes de competencias relacionadas con la prevención de las diversas formas de vulneración de derechos: maltrato infantil, abuso sexual y trata de niños, niñas y adolescentes. También se insta a propiciar aprendizajes basados en el respeto por la diversidad y el rechazo por todas las formas de discriminación. Los dispositivos desarrollados e implementados hasta el momento para el trabajo del tema son:

· Cuadernos y Láminas para nivel inicial, primario y secundario con actividades para que los y las docentes puedan trabajar el tema en todas las escuelas del país, tanto de gestión pública como de gestión privada.

· Curso virtual para Institutos de Formación Docente  de todo el país.  Se dictó en el presente año y una de las unidades del curso abordaba es el tema de la violencia de género en el marco del plan de implementación de los contenidos de la Educación Sexual Integral

· Talleres sobre igualdad de género y prevención de la violencia de género realizados en cada uno de los Congresos de Educación Sexual integral realizados en el año 2010 junto con las jurisdicciones para la formación de los  y las docentes. 

Los dispositivos en desarrollo para implementar durante el año 2011 son:

· Obra de teatro - foro como dispositivo pedagógico para sensibilizar y formar a directivos/as y docentes de todo el país sobre el tema de la violencia de género. El estreno de la obra se realizará en el mes de marzo de 2011  para luego circular por el país en el marco de un plan de formación a cargo del Programa de Educación Sexual Integral.

· Mediateca de recursos educativos para facilitar el trabajo del tema por parte de los y las docentes de nivel inicial, primario y secundario en las aulas. La mediateca se alojará en la plataforma de la Web:  www.vivirsinviolencia.gov.ar
Empleo: En el ámbito del empleo y la generación de ingresos se destaca la creación el 5 de febrero de 2007 de la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL). Esta Oficina tiene entre sus funciones:  Atender consultas y/o recibir denuncias sobre violencia laboral, contribuir a la conformación de una base conceptual, empírica, legislativa y documental, atendiendo perspectivas locales, nacionales e internacionales, para fomentar el debate, divulgar la problemática y promover la adopción de medidas conducentes a su prevención y corrección en los ámbitos pertinentes, establecer vínculos de cooperación y asistencia entre áreas internas del Ministerio, otros organismos públicos y privados, nacionales e internacionales que compartan objetivos similares o complementarios, desarrollar y promover tareas preventivas mediante la realización de actividades de sensibilización, difusión y capacitación sobre el tema hacia diferentes sectores que, en distintas formas, tengan intervención o sean alcanzados por esta temática. 

La temática de la violencia laboral está incorporada a los Convenios Colectivos de Trabajo de importantes ramas de actividad tales como la Administración Pública Nacional, el Personal de la Administración Nacional de Adunas y del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, la Corporación del Mercado Central de Buenos Aires y el Personal de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, entre otros. 

Esta Oficina cuenta con un boletín electrónico de asesoramiento en temas de violencia laboral en la página oficial del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación (http://www.trabajo.gov.ar/publicaciones/trabajodigno/) 

Defensa: el Ministerio de Defensa desarrolla el Plan de Trabajo Conjunto para Promover una Política Integral para la Detección, Atención y Registro de los Casos de Violencia Intrafamiliar. El Plan de este Ministerio tiene por objetivo general contribuir a la erradicación de las distintas formas de violencia como modo de resolución de conflictos, lo cual demanda realizar una tarea preventiva que requiere un abordaje interdisciplinario e interinstitucional y destacar la obligación internacional del Estado en el abordaje de esta problemática. Los puntos de partida de este Plan son considerar a la violencia intrafamiliar como una problemática social, comprender que los derechos humanos también deben respetarse en el ámbito familiar y entender que la violencia familiar requiere un trabajo interdisciplinario e interinstitucional para evitar la revictimización. En función de tales puntos de partida se conformó un equipo de trabajo conjunto con representantes del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas. 

El Estado debe proveer información respecto de otras áreas, particularmente porque la nueva Ley de Violencia atribuye responsabilidades a muchas instancias gubernamentales.

AL RESPECTO EL ESTADO NO APORTA MAYOR INFORMACIÓN, SIENDO UN PUNTO MUY IMPORTANTE A DESARROLLAR.

EL MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS, POR MEDIO DE LA  RESOLUCIÓN N° 1.203 DEL 18 DE MAYO DE 2010 CREÓ EN EL ÁMBITO DE ESE ORGANISMO EL “CONSEJO EJECUTIVO DE POLÍTICAS PENITENCIARIAS DE GÉNERO”, Y PROCEDIÓ A APROBAR EL "PROGRAMA DE GÉNERO EN LA POBLACIÓN PENITENCIARIA FEDERAL".

EL CONSEJO VELARÁ POR EL CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN SITUACIÓN DE PRISIÓN ABOGANDO POR UN TRATO IGUALITARIO, NO DISCRIMINATORIO A TRAVÉS DE PROGRAMAS DE ACCIÓN QUE ADOPTEN MEDIDAS ADECUADAS QUE ASEGUREN EL PLENO RESPETO DE LA DIGNIDAD Y LOS DERECHOS HUMANOS, ADOPTANDO UN ABORDAJE MULTISECTORIAL E INTEGRAL DE LAS PROBLEMÁTICAS Y NECESIDADES PROPIAS DEL GÉNERO.

ACTUALMENTE ESTÁ INTEGRADO POR REPRESENTANTES DE: SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL; CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, PERTENECIENTE AL CONSEJO NACIONAL DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS SOCIALES DE PRESIDENCIA DE LA NACIÓN; SECRETARIA DE DERECHOS PARA LA NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA PERTENECIENTE AL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL; PROGRAMA DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL, PERTENECIENTE AL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL; MINISTERIO DE EDUCACIÓN; SUBSECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA – DIRECCIÓN DE SIDA Y ETS DEPENDIENTE DEL MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN; SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS - DIRECCIÓN DE APOYO A ACTORES SOCIALES PARA LA CONSTRUCCIÓN CIUDADANA-, SUBSECRETARÍA DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS, SECRETARÍA DE ASUNTOS PENITENCIARIOS, DIRECCIÓN NACIONAL DE READAPTACIÓN SOCIAL, DIRECCIÓN NACIONAL DE PROMOCIÓN Y FORTALECIMIENTO PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA, PERTENIENTES TODOS ELLOS AL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS; COORDINADORA DE EQUIDAD EN GENERO, C.E.G.I.O.T DEPENDIENTE DEL MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL DE LA NACIÓN; COMISIÓN FAMILIA, MUJER, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS; COMISIÓN DE CÁRCELES – COMISIÓN DE GÉNERO DEFENSORÍA GENERAL DE LA NACIÓN, PROCURACIÓN PENITENCIARIA; PATRONATO DE LIBERADOS DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, INSTITUTO NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACIÓN, LA XENOFOBIA Y EL RACISMO –INADI-; ASOCIACIÓN CIVIL YO NO FUI; CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES –CELS-; INSTITUTO DE ESTUDIOS COMPARADOS EN CIENCIAS SOCIALES Y PENALES –INECIP-; ASOCIACIÓN POR LOS DERECHOS CIVILES –ADC-; SERVICIO ASISTENCIAL CRISTIANO PARA EL DETENIDO Y EL ENFERMO MENTAL –SACDEM-.

EL CONSEJO EJECUTIVO SE REÚNE EN FORMA MENSUAL, PARA ABOCARSE A LA DETERMINACIÓN, ESTUDIO Y ANÁLISIS DE LAS NECESIDADES DE GÉNERO, DE LAS POLÍTICAS Y ACCIONES A IMPLEMENTAR, Y EL MONITOREO DE LA EJECUCIÓN DEL PROGRAMA DE GÉNERO;  PARA MEJORAR LAS CONDICIONES DE DETENCIÓN DE LAS INTERNAS Y GARANTIZAR UN EFECTIVO RETORNO A LA VIDA FUERA DE LA PRISIÓN.
51. ¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a: Legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia, otros (especificar). En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

La Oficina Mujer, dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se encuentra actualmente
 desarrollando un plan de capacitación destinado a operadoras/es judiciales (juezas/ces, funcionarias/os y empleadas/os). Este tiene permanencia en el tiempo y es continuo. 

En la Policía Federal argentina en diferentes jurisdicciones se han incluido en el currículo de formación materias sobre violencia contra las mujeres. 

LA OFICINA  MUJER DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN EL AÑO 2011, A TRAVÉS DE LA MINISTRA DE LA CORTE CARMEN ARGIBAY LANZÓ EL ENTRENAMIENTO,  FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN EN TRATA DE PERSONAS Y GÉNERO: “ENTRENAMIENTO PARA EL TRABAJO EN TALLERES SOBRE GÉNERO Y TRATA DE PERSONAS CON FINES DE EXPLOTACIÓN SEXUAL” CON EL OBJETIVO DE OBTENER EL COMPROMISO DE LAS FUERZAS DE SEGURIDAD PARA COMBATIR EL DELITO DE TRATA DE PERSONAS Y VENCER RESISTENCIAS CULTURALES QUE IMPIDEN SU CORRECTO ABORDAJE, ESTABLECIÓ LA MODALIDAD DE UN TALLER DE CAPACITACIÓN DESTINADO A 80 REPLICADORES DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA NACIÓN, QUIENES EN UNA PRÓXIMA ETAPA FORMARÁN A 80.000 AGENTES DE SEGURIDAD EN TODO EL PAÍS.
EL CURSO FUE ELABORADO CONJUNTAMENTE CON LA UNIDAD FISCAL DE ASISTENCIA EN SECUESTROS EXTORSIVOS Y TRATA DE PERSONAS (UFASE) DEL MINISTERIO PÚBLICO FISCAL Y CUENTA CON EL APOYO DEL SISTEMA DE NACIONES UNIDAS EN ARGENTINA. 

LA SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS DEPENDIENTE DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS DE LA NACIÓN, COORDINA ACCIONES DE FORMACIÓN, EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN EN MATERIA DE SU COMPETENCIA TENIENDO EN CUENTA LA PERSPECTIVA DE GÉNERO Y VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES CON LAS FUERZAS ARMADAS, DE SEGURIDAD Y POLICIALES Y EL SISTEMA PENITENCIARIO.
El Estado debe proveer información respecto de otras áreas, particularmente de aquellas a que la nueva Ley de Violencia atribuye responsabilidades en la materia.

EL ESTADO NO RESPONDE.

52. ¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el: Diseño del Plan/Acción/Estrategia, Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia, Ejecución de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles. Otros (especificar) 

Se crea a partir de la Resolución CNM. Nº9/2010 un Consejo Consultivo Ad Honorem que tendrá por función asesorar, recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de la violencia. El mismo estará integrado por representantes de organizaciones de la sociedad civil y del ámbito académico especializado. 

PROCESO DE CONFORMACIÓN DEL CONSEJO CONSULTIVO AD HONOREM:
LA LEY 26.485 DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN LOS QUE DESARROLLAN SUS RELACIONES INTERPERSONALES, ESTABLECE EN SU CAPÍTULO II, ARTICULO Nº 9 C) CONVOCAR Y CONSTITUIR UN CONSEJO CONSULTIVO AD-HONOREM, INTEGRADO POR REPRESENTANTES DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DEL ÁMBITO ACADÉMICO ESPECIALIZADAS.

ES EN ESTE MARCO, LA SUBSECRETARÍA RECIBE A ESTE CONSEJO EN SU PRIMERA ETAPA DE CONFORMACIÓN, ESTANDO CONSTITUIDO POR 22 ORGANIZACIONES, EN SU MAYORÍA DE CARÁCTER ACADÉMICO. EN ESTE AÑO DE GESTIÓN EL CONSEJO CONSULTIVO ESTÁ CONFORMADO POR 40 ORGANIZACIONES CON CARACTERÍSTICAS TANTO TERRITORIALES COMO ACADÉMICAS, CON EL OBJETIVO DE RESCATAR LAS VOCES QUE MENOS SE ESCUCHAN (MUJERES ORIGINARIAS, RURALES, AMAS DE CASA, ETC.) 

A PARTIR DEL TRABAJO REALIZADO DURANTE EL PRESENTE AÑO SE AVANZÓ EN LOS SIGUIENTES ASPECTOS: 

ENCUENTROS NACIONALES DEL CONSEJO CONSULTIVO: EN EL TRANSCURSO DEL AÑO SE REALIZARON DOS ENCUENTROS. EL PRIMERO CON EL OBJETIVO DE PRESENTAR INSTITUCIONALMENTE A LA SUBSECRETARÍA Y ESTABLECER LOS LINEAMIENTOS BÁSICOS DE ACCIÓN ENTRE EL CCADH Y EL CNM. 

EN EL SEGUNDO ENCUENTRO SE TRATARON LOS TEMAS RELACIONADOS A LOS AVANCES REALIZADOS HASTA EL MOMENTO, ESTRATEGIAS PARA LA DIFUSIÓN Y SENSIBILIZACIÓN EN TORNO AL DECRETO 936, LA PRESENTACIÓN DE LA PÁGINA WEB Y EL ENCUENTRO NACIONAL DE MUJERES.   

ACTIVIDADES ORGANIZADAS EN CONJUNTO: SE REALIZARON OCHO ACTIVIDADES EN CONJUNTO CON ORGANIZACIONES, EN SU MAYORÍA ENCUENTROS PLENARIOS, CON EL OBJETIVO DE SER ESTE CCADH EL REPRESENTANTE DE LA VOZ DE LA SOCIEDAD CIVIL ORGANIZADA EN SU TERRITORIO, E INCLUIR A LAS OTRAS ORGANIZACIONES A PARTICIPAR DE ENCUENTROS DE DIFUSIÓN DE LA LEY, SENSIBILIZACIÓN, DEBATE DEL ROL POLÍTICO DE LAS MUJERES, ETC.

CONSTRUCCIÓN DE LA PÁGINA WEB DEL CCADH: SE CONSTRUYÓ UNA PÁGINA WEB PARA FACILITAR EL INTERCAMBIO ENTRE SUS MIEMBROS Y FAVORECER LA DIFUSIÓN DE LAS ACTIVIDADES REALIZADAS POR LAS DIVERSAS ORGANIZACIONES, ASÍ COMO TAMBIÉN ABRIR ESPACIOS DE FORO PARA EL DEBATE E INTERCAMBIO.  

DURANTE EL PERÍODO 2010 EL CONSEJO CONSULTIVO DE LA SOCIEDAD CIVIL QUE PARTICIPA EN EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES MANTUVO DOS REUNIONES.

Se solicita al Estado más información respecto de la participación de la sociedad civil en la materia consultada.

EL ESTADO NO RESPONDE.

53. ¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará? 

La Campaña por la equidad de género y contra la violencia “Otra Vida es Posible” surge a fines de 2008 desde la Subsecretaría de Equidad y Calidad del Ministerio de Educación de la Nación y la Fundación Alicia Moreau de Justo, para sensibilizar a la población sobre la problemática de la desigualdad de género y la violencia contra las mujeres. Se implementa con financiamiento del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en Argentina (PNUD) mediante la articulación con el Consejo Nacional de las Mujeres, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y con diversas áreas del gobierno, organismos internacionales e instituciones de la sociedad civil. Incluye tres componentes claves, desarrollados de forma independiente y estrechamente relacionados entre sí: 3 micros de radio y 3 de televisión, una página Web y un concurso para la producción de cortos audiovisuales, micros radiales, historietas, textos literarios y afiches. 

Los primeros resultados de la campaña indican que los medios de comunicación masivos y comunitarios de todo el país la emitieron y también realizaron entrevistas e informes especiales sobre la misma y sobre el tema. En cuanto a articulación institucional, esta Campaña se destaca por la fuerte articulación entre organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y organismos gubernamentales; es un proceso casi inédito a nivel nacional y se inserta en el marco de la relación entre el Estado, la sociedad civil y el ámbito educativo, con el objetivo de sensibilizar y trabajar comunitariamente esta problemática. El impacto territorial se ha dado a través de eventos en distintas provincias. En cuanto a acceso a la información, la página web del proyecto recibió, durante la emisión de los micros, un promedio de 6.800 visitas diarias, acumulando a fines de Mayo un total de más de 300.000; como consecuencia de la difusión de los spots, de las visitas y las consultas a la web, una de las líneas telefónicas de atención a mujeres víctimas de violencia en Provincia de Buenos Aires, duplicó la cantidad de consultas recibidas durante los meses de Marzo y Abril, dando cuenta de un incremento de más del 50 % en los llamados, destacando los/as consultantes que la página web (www.vivirsinviolencia.gov.ar) había sido la fuente de información mediante la cual habían tenido acceso al recurso. 

Cabe destacar la reciente
 sanción de la Ley 26.522/09 de Servicios de Comunicación Audiovisual que, entre muchos avances, apunta explícitamente a promover imágenes equilibradas y variadas de hombres y mujeres en los medios de comunicación, así como a considerar la diversidad cultural, lingüística y las identidades locales. En ese marco, se señala que uno de sus objetivos es la protección de la igualdad entre hombres y mujeres y el tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, evitando toda discriminación por género u orientación sexual. Asimismo, se establece la responsabilidad de los productores, distribuidores y emisores de programas y/o publicidad, de velar por el respeto de una serie de leyes nacionales, entre la cuales incluye la nueva ley contra la violencia hacia las mujeres. 

De acuerdo a lo informado por el Estado, la Campaña “Otra Vida es Posible” no contempla un acuerdo con medios. Sin embargo, desde la promulgación de la Ley Nacional 26.485, la Dirección Nacional de Comunicación, Información y Difusión del Consejo Nacional de las Mujeres ha incorporado en sus objetivos la difusión y sensibilización de actividades y procesos vinculados con la instalación y promoción de la Ley Nacional 26.485, tanto en los niveles institucionales como de la sociedad civil. A tales efectos, se han realizado una serie de publicaciones gráficas y audiovisuales para difundir la Ley y sensibilizar sobre sus puntos más destacados. Estas publicaciones no sólo son generadas y diseñadas por la Dirección, sino que buscan atender a la diversidad cultural en la transmisión y difusión de contenidos e información que respondan a los intereses y necesidades de todas las mujeres. Durante 2011, se han repartido aproximadamente 10.000 leyes en todo el territorio nacional. Las mismas son insumo base para trabajar los Encuentros Provinciales de Sensibilización y Difusión de la Ley. Asimismo, se prevé la impresión de 10.000 publicaciones más que incluyan el Decreto Reglamentario.

El CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES ha participado y generado diversas campañas en torno a la temática. En el año 2010, se destaca la elaboración, en conjunto con la Secretaría de Deportes de la Nación, el Ministerio de Desarrollo Social y el Sistema de Naciones Unidas, de las Caminatas “Construyamos un Camino Libre de Violencia y por Nuestros Derechos - Ley 26485 de protección integral hacia las mujeres”, realizadas en conmemoración del Día Internacional de la Mujer, en toda la Provincia de Buenos Aires. Ese mismo mes, ser realizó el video institucional animado "La fuerza que mueve al mundo", que contó con la difusión en la TV Pública.

En el mes de Mayo de 2010, se participó del Festival de Cine “Mujeres en Foco”, Primer Festival Internacional de Cine y Mujer por la Equidad de Género, como panelistas y auspiciantes.

Durante el 2010 se  desarrolló una Campaña de bien público de difusión de la Ley 26.485, con acuerdo de la Secretaria de Medios de la Nación.

En el año 2009 se firmó un convenio con Canal Encuentro, primer Canal de televisión del Ministerio de Educación de la Nación, en donde, a través de 13 capítulos, se reflejan los derechos de las mujeres y su participación en la vida social, política, económica y cultural del país, desde la diversidad del rol hoy y en la historia de sus conquistas, basado en los lineamientos del Consejo Nacional de las Mujeres y la CEDAW. El ciclo inició su emisión el día 11/10/2010 y se emite todos los lunes a las 21.30hs.

En materia de política comunicacional - 2011

PUBLICACIÓN DE LAS MEMORIAS DEL PRIMER COLOQUIO INTERNACIONAL DE OBSERVATORIOS DE GÉNERO Y VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES.  

PUBLICACIÓN IMPRESA DE LOS RESULTADOS DE LA CONVOCATORIA DE SELECCIÓN Y ANÁLISIS DE BUENAS PRÁCTICAS EN PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y/O REGISTRO EN VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES.
SE REALIZARON CAMPAÑAS PUBLICITARIAS CON EL APOYO DE LA SECRETARÍA DE MEDIOS DE LA NACIÓN EN CONCORDANCIA CON LA LEY 26.485 QUE ESTABLECE EN SU ARTICULO 3º “DERECHOS PROTEGIDOS” LOS RECONOCIDOS POR LA CONVENCIÓN INTERAMERICA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER.

ORGANIZACIÓN, AUSPICIO Y PARTICIPACIÓN EN EL SEGUNDO FESTIVAL INTERNACIONAL DE CINE Y MUJER POR LA EQUIDAD DE GÉNERO “MUJERES EN FOCO” (MAYO 2011).

ELABORACIÓN, DISEÑO Y PUBLICACIÓN DE LA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN DEL DECRETO 936/2011 DE ERRADICACIÓN DE LA DIFUSIÓN DE MENSAJES E IMÁGENES QUE ESTIMULEN O FOMENTEN LA EXPLOTACIÓN SEXUAL, EN CONJUNTO CON EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, LA AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL (AFSCA) Y EL CONSEJO CONSULTIVO AD-HONOREM DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES.
ELABORACIÓN, DISEÑO Y PUBLICACIÓN DE LA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN CONTRA LA TRATA DE MUJERES Y NIÑAS, EN EL MARCO DEL ACUERDO FIRMADO POR CANCILLERÍA ARGENTINA, EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS Y EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, EN ARTICULACIÓN CON EL COMITÉ DE LA TRIPLE FRONTERA.

EL DISEÑO DE LOS AFICHES Y LAS CALCOMANÍAS YA FUE ACORDADO POR LOS TRES ORGANISMOS INVOLUCRADOS Y SE REALIZÓ SU DIFUSIÓN EN EL MES DE NOVIEMBRE, EN EL MARCO DEL DÍA INTERNACIONAL DE LA NO VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. LA PRIMERA TIRADA FUE DE 20 MIL EJEMPLARES DE CADA MATERIAL.

I. ACCESO A LA JUSTICIA

54. ¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto.

En el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, comenzó a funcionar en septiembre de 2008 la Oficina de Violencia Doméstica (OVD), dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con funcionamiento las 24 horas del día, todos los días del año. A partir de su funcionamiento se han firmado convenios con las 23 provincias argentinas para replicar la OVD en sus jurisdicciones. Ya ha comenzado a funcionar la OVD Tucumán (sin llegar a las 24 horas, sólo con turnos diurnos y vespertinos) y en breve comenzará a hacerlo la OVD Salta las 24 horas, todos los días del año. El resto de las provincias se encuentran evaluando la implementación de las OVD. 

55. ¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo: 

c) Personal especializado? 

Sí, en la OVD 

d) Espacios con privacidad? 

Sí, en la OVD 

c)
Servicios legales gratuitos? 

Muy pocos, pero existen. Actualmente, en el mismo espacio físico de la OVD desempeñan funciones dos abogados representantes de la Defensoría General de la Nación que asesoran en forma gratuita a mujeres víctimas de violencia doméstica. 

Algunas de la instituciones incluidas en la “Guía de Recursos contra la violencia intrafamiliar y sexual hacia las mujeres” contemplan asesoría jurídica gratuita.

En la respuesta 26) se proporciona más información en la materia.

	Tabla Nº 1: Distribución Absoluta de Organizaciones por Provincia y según cuenten con Patrocinio legal gratuito

	PROVINCIA
	Cantidad de Organizaciones 
	ONG´s con Patrocinio Legal
	Organizaciones Gubernamentales con Patrocinio Legal

	1
	Buenos Aires
	35
	7
	1

	2
	Catamarca
	2
	-
	-

	3
	Chaco
	9
	1
	-

	4
	Chubut
	3
	-
	-

	5
	Ciudad Autónoma de Buenos Aires
	21
	7
	11

	6
	Córdoba
	10
	1
	-

	7
	Corrientes
	3
	-
	-

	8
	Entre Rios
	3
	-
	-

	9
	Formosa
	6
	1
	-

	10
	Jujuy
	2
	-
	-

	11
	La Pampa
	2
	-
	-

	12
	La Rioja
	2
	-
	-

	13
	Mendoza
	7
	1
	-

	14
	Misiones
	10
	-
	-

	15
	Neuquén
	-
	-
	-

	16
	Rio Negro
	7
	-
	-

	17
	Salta
	2
	-
	-

	18
	San Juan
	6
	-
	-

	19
	San Luis
	-
	-
	-

	20
	Santa Cruz
	-
	-
	-

	21
	Santa Fe
	11
	-
	-

	22
	Santiago del Estero 
	2
	-
	-

	23
	Tierra del Fuego
	2
	-
	-

	24
	Tucumán
	2
	-
	-

	 
	Totales
	147
	18
	12


FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA EN BASE A LA "GUÍA DE RECURSOS" Y "LISTADO DE ORGANIZACIONES DEL CONSEJO CONSULTIVO AD HOREM"

ASIMISMO EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, INSTRUMENTANDO UNA INSTANCIA DE ARTICULACIÓN Y COORDINACIÓN CON LOS MINISTERIOS DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS Y MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL DE LA NACIÓN, ELABORARÁ EN EL TRANSCURSO DEL AÑO 2012 Y LLEVARÁ A CABO UNA PROPUESTA DE ACCIÓN QUE PROMUEVE GARANTIZAR EL ACCESO A LA JUSTICIA DE LAS MUJERES, CON ESPECIAL ÉNFASIS EN AQUELLAS QUE RESIDEN EN ÁREAS GEOGRÁFICAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD SOCIAL Y ECONÓMICA.

ES NECESARIO AVANZAR EN EL TRABAJO CONJUNTO A FIN DE GARANTIZAR EL ACCESO A LA JUSTICIA EN SITUACIONES PREVIAS A LA MUERTE DE LAS VICTIMAS DE VIOLENCIA, POR ELLO SE  HAN DETALLADO LAS SIGUIENTES FUNCIONES PARA CADA UNO DE LOS ACTORES INSTITUCIONALES:

- EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS: A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE JUSTICIA Y LA PROCURACIÓN DEL TESORO NACIONAL, LA DISPOSICIÓN DE UN EQUIPO DE LETRADOS/AS QUE PUEDAN BRINDAR ASESORAMIENTO LEGAL Y PATROCINIO GRATUITO. EL NÚMERO DE LOS INTEGRANTES DEL EQUIPO ESTARÁ DETERMINADO POR EL MAPEO DE RECURSOS MINISTERIALES Y DE LA SOCIEDAD CIVIL PRESENTE EN ESTE PLAN.

- MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL DE LA NACIÓN: LA DISPOSICIÓN E INTEGRACIÓN DE “ESPACIOS LOCALES DE ASISTENCIA LEGAL” EN LOS CENTROS INTEGRADORES COMUNITARIOS DEL TODO PAÍS Y LA AMPLIACIÓN DE LAS FUNCIONES DE LOS “CENTROS DE ACCESO A LA JUSTICIA” CONFORMADOS ENTRE ESTE MINISTERIO Y EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS DE LA NACIÓN.

- EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, POR SU PARTE, SE COMPROMETE A DISEÑAR Y EJECUTAR EN FORMA CONJUNTA CON LA SECRETARIA DE JUSTICIA Y LA PROCURACIÓN DEL TESORO NACIONAL, LAS CAPACITACIONES EN LA TEMÁTICA ESPECÍFICA DEL EQUIPO DE ABOGADOS A CONFORMAR.  
d)
Intérpretes en los idiomas indígenas? 

Existen intérpretes disponibles a los que se puede recurrir en caso de necesitarlo, no como planta permanente del Poder Judicial sino externos.  

El Estado debe señalar si existen intérpretes en otras instituciones.

EL ESTADO NO RESPONDE.

e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos? 

Existen procedimientos para reservar esos datos.

El Estado debe señalar cuáles son estos procedimientos de confidencialidad y protección de los datos de la víctima, familiares y/o testigos?

EL ESTADO NO RESPONDE.

f)
Otros?

No

g)
Qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia. 

A nivel nacional, muchas provincias han implementado sistemas de justicia itinerante para recorrer grandes distancias tratando de acercar la justicia a la comunidad. 

El Estado debe señalar:¿Cuántas provincias cuentan con el sistema de justicia itinerante que busca acercar la justicia a las comunidades más alejadas de las urbes y cuántas mujeres rurales e indígenas son atendidas a través de este sistema? ¿Existe seguimiento de casos atendidos? ¿Cuántos y sus resultados? Favor explicar.

EL ESTADO NO RESPONDE. 

EN EL PRESENTE AÑO (2012) LA PROVINCIA DE JUJUY, EN SUS DEPARTAMENTOS DE SAN SALVADOR Y PALPALÁ, CUENTA CON SISTEMA DE ASESORAMIENTO JURÍDICO Y ATIENDE A MUJERES DE LA LOCALIDAD Y ZONAS ALEDAÑAS; ASIMISMO EN LA PROVINCIA DE CHACO, EN ROQUE SAENZ PEÑA Y RESISTENCIA, TAMBIÉN CUENTA CON ASESORAMIENTO CON IRRADIACIÓN EN LAS LOCALIDADES ALEDAÑAS.

PROXIMAMENTE EL SERVICIO DE JUSTICIA ITINERANTE SE EXTENDERÁ EN LA REGIÓN DEL NORESTE ARGENTINO (NEA) Y NOROESTE ARGENTINO (NOA).

LA PROVINCIA DE CORRIENTES TAMBIÉN CUENTA, A PARTIR DE ENERO DEL 2012,  CON SERVICIO DE JUSTICIA ITINERANTE EN ARTICULACIÓN CON EL COLEGIO PÚBLICO DE ABOGADOS DE DICHA PROVINCIA.

56. ¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

¿Fondos para traslados? 

 No 

¿Mecanismos de rescate de mujeres? 

Existe el programa “Las Víctimas contra las Violencias” que dispone de brigadas móviles para acudir al auxilio ante un llamado de emergencia para trasladar a las víctimas desde el lugar en el que se encuentran hacia un lugar seguro. 

¿Cambio de identidad? 

No 

¿Protección de testigos? 

No 

¿Salvoconducto para salir del país? 

No 

¿Redes seguras de referencia? 

Sí. 

El Estado debe señalar cuáles son estas redes seguras.

EL ESTADO NO RESPONDE.

57. ¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas? 

En el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, a partir de la existencia de la OVD se ha pasado de una espera de entre tres a cuatro meses, a la adopción de medidas cautelares en un plazo máximo de 72 horas. En la generalidad de los casos, la medida se adopta el mismo día en que el caso es derivado a conocimiento de la autoridad judicial. 

Los últimos datos disponibles señalan que a partir de la puesta en marcha de la OVD se chequearon 7621 medidas adoptadas por juzgados. De ellas, 3425 consistieron en prohibiciones de acercamiento, 540 prohibiciones de contacto, 536 exclusiones del hogar, 178 retiros de efectos, 120 reintegros de domicilio y las restantes son medidas dictadas respecto de niñas y niños. 

58. ¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s: Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias, Fiscalías, Operadores/as de salud, otros (especificar). En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción.

La Ley Nro.26.485 de  “Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales”, establece las competencias específicas que le caben a los diferentes actores institucionales —tales como fuerzas de seguridad, sistema de justicia y sistema de salud— y en el actual proceso de reglamentación dichos actores se encuentran elaborando conjuntamente distintas políticas y acciones a ser implementadas en el corto plazo.

El Ministerio de Salud de la Nación ha elaborado un protocolo de atención a mujeres víctimas de violencia que, a través del Consejo Federal de Salud (COFESA) se recomendará la aplicación en todo el territorio nacional.

Las Fuerzas de Seguridad poseen un protocolo de actuación para los casos de mujeres víctimas de violencia. 
El Ministerio de Defensa, a través de un Consejo de Políticas de Género que funciona en dicho Ministerio, con representantes de las tres Fuerzas, la sociedad civil y otros organismos gubernamentales (entre ellos el Consejo Nacional de las Mujeres y la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación) ha establecido un protocolo de atención en casos de violencia doméstica y acoso sexual dentro de las Fuerzas Armadas que se aplica.  Dicho Ministerio cuenta con un Plan de Trabajo conjunto para promover la detección, atención y registro de los casos de violencia intrafamiliar en el ámbito de las Fuerzas Armadas. Más información al respecto se puede obtener en  la página web: http://www.mindef.gov.ar/genero.html

59. ¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes. 

No se han hecho estudios. En casos donde las víctimas de los hechos de violencia son mujeres es poco común encontrar esas referencias, pero es muy aventurado afirmar que no se aplican debido a que no se ha hecho una investigación al respecto. Uno de los objetivos de la OM de la CSJN es poder chequear esa aplicación.

¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre: a) el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias?; b) si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes. 

No se han hecho estudios. 

EN EL TRANSCURSO DEL AÑO 2011 EN MATERIA DE PRODUCCIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO, DIDÁCTICO Y ACADÉMICO, EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES REALIZÓ LOS SIGUIENTES ESTUDIOS: 

* ESTUDIO SOBRE LA CONCEPTUALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL CONTRA LAS MUJERES.

LA INVESTIGACIÓN PERMITIRÁ FOCALIZAR COMO OBJETO DE POLÍTICA PÚBLICA A LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL ESPECÍFICAMENTE DIRIGIDA HACIA LAS MUJERES. A SU VEZ FAVORECERÁ LA VISIBILIZACIÓN DE ESTA MODALIDAD DE VIOLENCIA, EN ESPECIAL EN AQUELLOS ÁMBITOS QUE MENCIONA LA LEY 26.485: EMPRESARIAL, PARTIDOS POLÍTICOS, SINDICATOS, ETC.

* ESTUDIO ACERCA DEL IMPACTO DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO SOBRE LA SALUD DE LAS MUJERES.

LA INFORMACIÓN RECOGIDA POR LA INVESTIGACIÓN PERMITIRÁ DISEÑAR E IMPLEMENTAR POLÍTICAS ESPECÍFICAS, DENTRO DEL CAMPO DE LA SALUD PÚBLICA, TANTO PARA LA PREVENCIÓN COMO PARA EL TRATAMIENTO DE LAS ENFERMEDADES PSICOFÍSICAS DE LAS MUJERES QUE PADECEN O HAN PADECIDO VIOLENCIA DE GÉNERO.

J. SERVICIOS ESPECIALIZADOS 

60. ¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención.

La República Argentina cuenta con 13 refugios para mujeres víctimas de violencia que funcionan a nivel provincial (incluida la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) y 13 a nivel municipal, destinados a cubrir la demanda específica de cada jurisdicción (Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Chubut, Córdoba, Entre Ríos, Formosa, La Pampa, Neuquén, Río Negro, Salta, San Juan y Santa Fe). 

El Estado no responde si han aumentado los refugios y al solicitársele mayor información sobre refugios y servicios especializados para las mujeres afectadas por la violencia, tanto en la capital como en todas las provincias, indicando cobertura de los servicios versus demanda potencial de mujeres víctimas de violencia, sólo se limita a remitir en Anexo la “Guía de Recursos contra la violencia intrafamiliar y sexual hacia las mujeres” que por sí sola no permite tener una idea de aumento de estas entidades.

El Consejo Nacional de las Mujeres, a través del Consejo Coordinador de Políticas Sociales, tiene previsto para el año 2011 la creación de aproximadamente 10 refugios o servicios alternativos, tales como casas de tránsito, según la necesidad de los diferentes distritos, en diferentes provincias de nuestro país.  De este modo se incrementarán la cantidad existente en la actualidad.

En cuanto a acciones complementarias y alternativas a los refugios, se cuenta con diez pensiones y hoteles en las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Corrientes, Mendoza, Neuquén, Santa Fe, Santiago del Estero, Tierra del Fuego y Tucumán. También se cuenta con acogimiento informal en 12 albergues o casas de familia (Buenos Aires, Jujuy, La Rioja Mendoza, Misiones, Neuquén, Río Negro, San Juan, Santa Cruz, Santiago del Estero, Tierra del Fuego y Tucumán). Por último, se cuenta con lugares de acogimiento formal en la Provincia de Chubut y en Santa Cruz en el Instituto de la Vivienda Provincial.

HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL –PLAN NACIONAL DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES:
LA CONSTRUCCIÓN DE HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA, RESPONDE AL DEFICIT DE PLAZAS EN NUESTRO PAÍS PARA MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA.

ACTUALMENTE NUESTRO PAÍS CUENTA CON ALREDEDOR DE 750 PLAZAS DE TITULARIDAD PROVINCIAL, MUNICIPAL O DE ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES
SITUACIÓN ACTUAL DE LOS HOGARES EN PROGRESO:

EN EL PRESENTE AÑO (2012) SE ENCUENTRAN EN PROCESO DE GESTIÓN, SIETE HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL. CINCO DE ELLOS (LA RIOJA, MISIONES, CHACO, ENTRE RÍOS Y SAN JUAN) SON EL PRODUCTO DE LA ARTICULACIÓN CON GOBIERNOS PROVINCIALES. LOS OTROS DOS (SIERRA COLORADA EN RÍO NEGRO Y ALMIRANTE BROWN EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES) CON EL GOBIERNO MUNICIPAL. TODAS ELLAS CUMPLEN CON LOS CRITERIOS NECESARIOS DE SELECCIÓN: LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA QUE APUNTA A UN ESTABLECIMIENTO POR REGIÓN, EL NIVEL DE DEMANDA QUE LA PROBLEMÁTICA GENERA Y EL GRADO DE VOLUNTAD POLÍTICA DE LAS AUTORIDADES.
LOS PROYECTOS ACORDADOS PARA LA COSTRUCCIÓN DE REFUGIOS PROPONEN: 
A) GARANTIZAR UN ESPACIO SEGURO Y DIGNO DE RESGUARDO TEMPORAL;

B) FAVORECER LA TOMA DE CONCIENCIA INDIVIDUAL Y COLECTIVA A FIN DE PROMOVER LA AUTONOMÍA DE LAS MUJERES Y EL EJERCICIO PLENO DE SUS DERECHOS PARA UNA CIUDADANÍA ACTIVA; 

C) APOYAR UN PROCESO DE TOMA DE DECISIONES HACIA UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA; 

D) OFRECER ATENCIÓN INTEGRAL EN TODAS LAS ÁREAS DE DESARROLLO HUMANO DE LAS MUJERES Y SU NÚCLEO FAMILIAR A CARGO: ATENCIÓN DE NECESIDADES BÁSICAS, CONTENCIÓN EMOCIONAL, SALUD, DESARROLLO DE CAPACIDADES Y CONOCIMIENTOS, PROTECCIÓN LEGAL, ENTRE OTRAS; 

E) CONTRIBUIR A LA ARTICULACIÓN INTERINSTITUCIONAL DE REDES DE ATENCIÓN Y PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA FAMILIAR; Y

F) SENSIBILIZAR A LA POBLACIÓN RESPECTO A LA NECESIDAD DE ESTABLECER RELACIONES SOCIALES BASADAS EN EL RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS, A LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES, DIGNIDAD Y EQUIDAD.

CADA HOGAR CONTARÁ CON 60 PLAZAS PARA MUJERES Y SUS MENORES A CARGO. ADEMÁS DE LA GARANTÍA, LA SEGURIDAD Y LA CONTENCIÓN DE LAS MUJERES; LA ESTADÍA DE LAS MUJERES EN ESTOS ESPACIOS, TIENE EL OBJETIVO DE LOGRAR EL ACCESO A LOS DERECHOS BÁSICOS DE LAS MUJERES, COMO ASÍ TAMBIÉN GENERAR LOS ESPACIOS LABORALES, EDUCATIVOS Y REFLEXIVOS PARA LOGRAR LA INDEPENDENCIA DE LAS MISMAS DEL CÍRCULO DE LA VIOLENCIA EN UN CORTO PLAZO.

LA CONSTRUCCIÓN DE HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL, QUE SE CONFIGURAN COMO LUGARES DE ASISTENCIA, PROTECCIÓN Y SEGURIDAD. 

EN ESTE ESPACIO DE ALOJAMIENTO TEMPORARIO, LAS MUJERES Y/O SU GRUPO FAMILIAR RECIBIRÁN SERVICIOS BÁSICOS, CONTANDO CON INSTALACIONES PARA EL ASEO PERSONAL, ALIMENTACIÓN, SEGURIDAD, PROTECCIÓN Y CONTENCIÓN A NIVEL PROFESIONAL, ATENCIÓN MÉDICA, PSICOLÓGICA Y DE TRABAJO SOCIAL, ASÍ COMO TAMBIÉN APOYO ESCOLAR Y RECREATIVO PARA LOS/AS MENORES Y OPCIONES DE ORIENTACIÓN EN CAPACITACIÓN Y TALLERES FORMALES PARA LAS MUJERES.

CABE DESTACAR QUE LOS HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL CUENTAN CON DORMITORIOS CON CARACTERÍSTICAS APTAS PARA USO DE PERSONAS CON CAPACIDAD REDUCIDA.

ES IMPORTANTE DESTACAR EL ESFUERZO EN ORIENTAR LA ASISTENCIA CON LA MAYOR INTEGRALIDAD POSIBLE, CUESTIÓN QUE ES SUBRAYADA POR LA POSIBILIDAD DE ALOJAR A LA VÍCTIMA CONJUNTAMENTE CON SU GRUPO FAMILIAR PRIMARIO. EL PARÁMETRO POR EL CUAL EL PLAZO MÁXIMO DE ALOJAMIENTO ES DE 30 DÍAS RADICA EN LA CELERIDAD CON QUE SE QUIERE ASISTIR A LAS MUJERES QUE ATRAVIESAN UNA SITUACIÓN CRÍTICA. NO FORMA PARTE DE LAS POLÍTICAS SOCIALES GENERAR LAZOS ASISTENCIALISTAS, NI QUEDAR A LA ESPERA DE ACCIONES JUDICIALES O DE CUALQUIER OTRA ÍNDOLE QUE DEMOREN LA RESOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN DE VIOLENCIA, LO QUE SUMARÍA MAYORES IRREGULARIDADES A LA ASISTENCIA.

61. ¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como: a) asesoría jurídica gratuita previa al proceso, patrocinio jurídico gratuito durante el proceso, líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional, programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo, consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda, otros (especificar).En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora.

En el marco general de una política de derechos humanos y un modelo económico y social de inclusión, el Estado Nacional —en sus diversos poderes y niveles— ha implementado una mayor cantidad de programas, acciones y medidas que amplían servicios de asistencia en las modalidades interrogadas en este punto. 

En cuanto a servicios legales gratuitos para las mujeres víctimas de existen los siguientes:

Patrocinio jurídico gratuito de la Facultad de Derecho de  la Universidad de Buenos Aires: La Facultad de Derecho, a la vez que proporciona formación teórica y práctica a sus alumnos ofrece un servicio a la comunidad de consultorio jurídico y patrocinio legal. Esta función es atendida por el Departamento de Práctica Profesional y el servicio de las actividades del consultorio jurídico y patrocinio legal  están a cargo de profesionales de la matrícula titulares de comisión con especialidad civil, penal, laboral y administrativo;  profesores/as ayudantes y alumnos/as avanzados de la carrera de derecho de la Universidad de Buenos Aires.

· Centros de Atención: Palacio de Tribunales, Centro de Formación Profesional, Talcahuano 550 8º piso Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Comisiones de derecho civil, penal, laboral y administrativo. Lunes, martes, jueves y viernes de 8 a 18 hs.

· Sede del Colegio de Abogados de San Isidro, Acassuso 442, San Isidro Provincia de Buenos Aires, Comisión Derecho Penal y de Derecho Civil.
· Sede San Miguel Universidad de Gral. Sarmiento, Julio A. Roca 850. San Miguel Provincia de Buenos  Aires, Lunes y jueves de 14 a 16.

· Sede Zárate-Campana, French 222 Campana, Provincia de Buenos Aires.

· Sede Moreno, Padre Varvello 4800 (esq. Roma) Paso del Rey, Pcia de Buenos Aires. 

· Patrocinio jurídico gratuito del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires: El Servicio de Patrocinio Jurídico Gratuito atiende las consultas relativas a cuestiones de familia (divorcios, alimentos, tenencias, tutelas, privación de patria potestad, filiaciones, guardas, adopciones, etc.), y violencia doméstica. En los casos traídos en consulta que requieran atención a víctimas de delitos, el servicio, a través de los/as letrados/as de la especialidad, brinda el asesoramiento pertinente respecto del encuadre típico de los hechos y los pasos a seguir para formalizar la denuncia ante la autoridad competente, sin perjuicio de que, eventualmente, a juicio de la Procuración General, resultare conveniente asumir el patrocinio de la parte querellante, en cuyo caso la acción se llevará adelante bajo la dirección y supervisión del Departamento Penal. 
Las consultas se realizan en la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires, Uruguay 440, Provincia de Buenos Aires.   También se brinda el servicio en los CGP Comunales, la atención se realiza en los días y horarios que se indican en el sitio web de cada CGPC. 
El servicio no se brinda durante el mes de enero. 

· Otros servicios jurídicos gratuitos alternativos:

· Universidad de Belgrano – Consultorio y Asistencia Jurídica 

· Consultorio Jurídico Gratuito del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal

· Asociación de Abogados de Buenos Aires.

· Universidad Católica de Salta 

CABE SEÑALAR QUE ADEMAS EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES HA FIRMADO EL CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE EL CONSEJO NACIONAL DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS SOCIALES Y LA SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS DE LA NACIÓN. EN EL MISMO SE ESTABLECE LA RESPONSABILIDAD POR PARTE DE LA SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS A SER QUERELLANTE DE OFICIO (MEDIANTE UNA EVALUACIÓN PREVIA) ANTE LA MUERTE DOLOSA DE UNA MUJER POR PARTE DE SU PAREJA U OTRA PERSONA PERTENECIENTE AL NÚCLEO FAMILIAR. TAMBIÉN LO HARÁ EN CASOS EN LOS QUE SE CORROBORE QUE LA VIDA DE LA MUJER CORRE PELIGRO. 

62. ¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las Mujeres?

Además de la Campaña “Otra Vida es Posible”, los diversos mecanismos son difundidos por medios audiovisuales y gráficos, incluyendo afiches en la vía pública.

63. ¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año.

En cuanto a las evaluaciones de los servicios ya existentes y de los que se creen a partir de la Ley 26.485, se está implementando un Sistema de Información Permanente que brindará, entre otros, una sistematización, armonización e indicadores comunes para una evaluación adecuada de los servicios que asistan a las mujeres en situación de violencia que permita dar respuesta a las nuevas modalidades y tipos de violencia definidos por la citada Ley.  

A través de la Comisión Interininstitucional y sus respectivos Consejos Federales se está realizando un relevamiento de los servicios y la calidad de la prestación en los mismos, conjuntamente con el Consejo Nacional de las Mujeres y el Consejo Federal de la Mujer.

Asimismo, se encuentra en elaboración una guía de recursos a nivel nacional respecto a los servicios de atención de violencia intrafamiliar y sexual, en una primera etapa.

K. PRESUPUESTO

64. En los últimos cuatro años ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra la mujeres? (no sólo familiar o doméstica). Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional. 

El Estado no responde porcentajes sólo montos que no permiten establecer la relación con el presupuesto nacional, se le solicita hacerlo.

EL ESTADO NO RESPONDE.

65. En los últimos cuatro años, ¿Cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a: a) Comisarías de Mujeres, Fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias; b) Capacitación de funcionarios; c) servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito, consejería psicológica gratuita; d) campañas de prevención de la violencia contra las mujeres; e) servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional; f) Otros? Especificar.

No se cuenta con la información por el carácter federal del Estado Nacional. Muchas de estas reparticiones están financiadas por presupuestos provinciales o por presupuestos municipales y algunos se financian a través de organismos descentralizados u autárquicos con fuentes diversas o mixtas de financiamiento.

L. INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

66. En los últimos cuatro años, ¿Se han realizado estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belem do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos? 

Como parte de las actividades preparatorias para la elaboración del proyecto de la Ley 26.485 el Consejo Nacional de las Mujeres coordinó diversas actividades destinadas a promover la producción y o recuperación  de información potencialmente relevante para el análisis de la situación de la violencia contra las mujeres.

EN 2010 EL MINISTERIO DE SALUD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES  REALIZÓ UN PRIMER ESTUDIO ESTADÍSTICO DENTRO DEL MARCO DEL PROGRAMA PROVINCIAL DE SALUD PARA LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA FAMILIAR Y SEXUAL Y LA ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS. EL ESTUDIO SE REALIZÓ EN HOSPITALES PÚBLICOS Y CENTROS DE ATENCIÓN PRIMARIA DE LAS REGIONES SANITARIAS IV, VII, VIII Y XI DE LA PROVINCIA. LOS DATOS OBTENIDOS POR ESTE PRIMER ESTUDIO ESTADÍSTICO REALIZADO POR UN ORGANISMO DE GOBIERNO ARGENTINO CON RESPECTO A LA VIOLENCIA DE GÉNERO REGISTRARON QUE EL 76% DE LOS CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR Y SEXUAL EN EL TERRITORIO BONAERENSE CORRESPONDEN A VÍCTIMAS MUJERES, DE ENTRE 15 A 24 AÑOS EN PRIMER LUGAR, SEGUIDAS POR EL GRUPO DE EDAD QUE VAN DE LOS 25 A LOS 34 AÑOS, Y POR ÚLTIMO, NIÑAS Y ADOLESCENTES DE ENTRE 10 Y 14 AÑOS DE EDAD. DE LA TOTALIDAD DE CASOS REGISTRADOS EN 2011 (244 CASOS) LOS MÁS FRECUENTES FUERON DE VIOLENCIA FÍSICA, CON EL 38%, SEGUIDA POR LA VIOLENCIA VERBAL Y/O PSICOLÓGICA CON EL 31%, LA VIOLENCIA SEXUAL QUE ABARCÓ AL 15%, Y POR ÚLTIMO LA VIOLENCIA ECONÓMICA QUE REPRESENTA UN 10% DEL TOTAL.  OTRO DATO ARROJADO POR EL ESTUDIO ES QUE LA VIOLENCIA FAMILIAR Y SEXUAL NO SÓLO OCURRE DENTRO DEL HOGAR YA QUE SÓLO EL 51% DE LOS CASOS ACONTECIERON EN SITUACIONES DE CONVIVENCIA.
OTRAS ARTICULACIONES ENTRE EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES Y ORGANISMOS DE GOBIERNO:

- ARTICULACIÓN CON LA SUBSECRETARÍA DE POLÍTICA CRIMINAL DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS PARA EL RELEVAMIENTO DE FEMINICIDIOS EN LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

-ARTICULACIÓN CON EL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS (INDEC) PARA LA TRANSVERSALIZACIÓN DE LAS CUESTIONES DE GÉNERO EN LOS RELEVAMIENTOS ACTUALES.

· REUNIÓN DE ARTICULACIÓN CON LA COMISIÓN DE IGUALDAD REAL DE OPORTUNIDADES Y LA COMISIÓN DE MUJER DE LA LEGISLATURA DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES PARA DESARROLLAR, JUNTO AL OBSERVATORIO DE LA DISCRIMINACIÓN EN RADIO Y TELEVISIÓN Y ORGANIZACIONES SOCIALES AFINES A LA PROBLEMÁTICA, UNA ESTRATEGIA COMÚN DE LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA MEDIÁTICA.

· MESA REDONDA DE INTERCAMBIOS SOBRE REGISTROS DE VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES CON OBSERVATORIOS DE DDHH DEL PAIS, OVD, OFICINA DE RESCATE, OFICINA DE LA MUJER DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,  ORGANIZADA POR LA SUBSECRETARÍA DE PROMOCION DE LOS DERECHOS HUMANOS, DEPENDIENTE DE LA SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE JUSTICIA.

ACCIONES DEL OBSERVATORIO DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES EN MATERIA DE POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA SUPERACIÓN DE DISTINTAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES Y LA PROMOCIÓN DE POLÍTICAS DE EQUIDAD DE GÉNERO.

- PARTICIPACION EN SEMINARIO SOBRE MONITOREO EN POLITICAS PUBLICAS SOBRE VIOLENCIA DE GÉNERO, IMPULSADO POR LA COMISION MUJER DE LA  ASOCIACION DE ABOGADOS DE BUENOS AIRES.

- PRIMER COLOQUIO INTERNACIONAL DE OBSERVATORIOS DE GÉNERO Y VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, ORGANIZADO EL 5 Y 6 DE MAYO DE 2011 EN EL SALON AUDITORIO DE CANCILLERIA, QUE CONTÓ CON LA PRESENCIA DE 259 PERSONAS Y 7 INVITADAS INTERNACIONALES, FUE UN MOMENTO DE INTERCAMBIOS Y ARTICULACIONES CON OBSERVATORIES DEL PAÍS Y LA REGIÓN, QUE PERMITIÓ ASIMISMO RELEVAR LAS DIFULTADES Y LOGROS DE LAS INSTANCIAS ESTATALES DE LA REGION.
VALIDACIÓN Y PRUEBA DEL SISTEMA DE MEDICIÓN CONTINUA: LA PUESTA A PRUEBA Y LA VALIDACIÓN CONSTITUYE UN AVANCE PARA SU ESTABLECIMIENTO DEFINITIVO, YA QUE EN EL TRANSCURSO DEL TIEMPO SERÁ DE UTILIDAD PARA VISUALIZAR LA EVOLUCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA  DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN SUS TRES DIMENSIONES: MAGNITUD, MEDIDAS ADOPTADAS POR EL ESTADO Y LA SOCIEDAD CIVIL, Y RECURSOS. 
A PARTIR DEL ACTA COMPLEMENTARIA N° 2 DEL CONVENIO MARCO FIRMADO ENTRE EL CNM Y LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE QUILMES,  LA MISMA REALIZÓ ENTRE EL 1 DE ENERO HASTA EL 31 DE OCTUBRE DE 2011,  UN RELEVAMIENTO DE VIOLENCIA SIMBÓLICA DE LAS PAUTAS PUBLICITARIAS DE  LOS CANALES DE LA TELEVISION ABIERTA 2,7,9,11 Y 13, A PARTIR  DE UN ÍNDICE ELABORADO POR PROFESIONALES DE LA UNQUI.  LOS INFORMES MENSUALES DE DICHO MONITOREO SON PUBLICADOS EN LA WEB DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES EN EL LINK DEL OBSERVATORIO. ESTA MEDICIÓN PERMITE OBTENER LA MAGNITUD DE LA VIOLENCIA MEDIÁTICA EN LAS PUBLICIDADES, FOMENTANDO DE ESTA FORMA LA MODIFICACIÓN DE PATRONES SOCIOCULTURALES QUE LE DAN SUSTENTO A LA VIOLENCIA SIMBÓLICA Y EL DISEÑO DE POLITICAS PUBLICAS QUE TIENDAN A SU ERRADICACIÓN.
CONVOCATORIA DE SELECCIÓN DE BUENAS PRÁCTICAS EN PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y/O REGISTRO EN VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES.

SE HA LLEVADO A CABO UNA BÚSQUEDA, SELECCIÓN Y DIFUSIÓN DE BUENAS PRÁCTICAS EN VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, TANTO A NIVEL GUBERNAMENTAL COMO NO GUBERNAMENTAL. ESTO HA PERMITIDO GENERAR UN BANCO DE DATOS QUE SIRVE COMO UNA FUENTE DE RECURSOS, IDEAS Y ESTRATEGIAS NOVEDOSAS PARA SER REPLICADAS; VISIBILIZAR AQUELLAS EXPERIENCIAS QUE CONTRIBUYEN A GARANTIZAR UNA VIDA SIN VIOLENCIA PARA LAS MUJERES Y LOGRAR UN ESPACIO DE INTERCAMBIO INTERINSTITUCIONAL ACERCA DE LA IMPLEMENTACIÓN Y EL DISEÑO DE INICIATIVAS EN ESTE CAMPO.

El Estado no reseña estudios o investigaciones en la materia. Falta información, se le solicita aportarla.

EL ESTADO NO RESPONDE.

67. En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?

El Consejo Nacional de las Mujeres viene impulsando el desarrollo y aplicación de un instrumento de Registro de Casos de Víctimas de violencia familiar, con participación de servicios provenientes de diversas áreas y sectores, tanto de orden gubernamental como no gubernamental y académico. En la actualidad se están revisando los contenidos del instrumento, con la participación de diversas entidades gubernamentales. El desarrollo del instrumento se transfiere a Servicios de Atención en Violencia contra las mujeres dependientes de organizaciones no gubernamentales y/o de la sociedad civil.

68. En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en: a) violencia contra las mujeres; b) conocimiento de las mujeres de sus derechos; c) conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia; d) Otros, especifique. En caso afirmativo informe sobre capacitación de los encuestadores, metodología y resultados, Si no se han realizado, informe las medidas tomadas para realizar una.

En el marco de puesta en marcha del Observatorio de las Violencias el Consejo Nacional de las Mujeres, se ha elevado como parte de su previsión presupuestaria el pedido de una partida para el año entrante destinada a la realización de una Encuesta Nacional para medir las distintas formas de violencias, tal como son definidas en la nueva legislación argentina.

ENCUESTA 2011 DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

COMO RESULTADO DEL CONVENIO MARCO Y ACTA COMPLEMENTARIA FIRMADA EN EL CURSO DE 2010 POR EL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES CON LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE QUILMES, SE HA REALIZADO LA ENCUESTA 2011 DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, PRIMERA ENCUESTA EN EL PAÍS QUE TOMA ESTA TEMÁTICA. LA ENCUESTA SE REALIZARÁ EN LOS 5 PRINCIPALES CENTROS URBANOS DEL PAÍS, QUE EN CONJUNTO ABARCAN AL 60% DE LA POBLACIÓN URBANA NACIONAL: 

- BUENOS AIRES (CAPITAL Y GRAN BUENOS AIRES).

- MENDOZA CAPITAL Y GRAN MENDOZA

- CÓRDOBA Y GRAN CÓRDOBA

- ROSARIO Y GRAN ROSARIO

- TUCUMÁN Y GRAN TUCUMÁN

 Y PERMITIRÁ DAR CUENTA DE LAS SIGUIENTES TEMÁTICAS

- ROLES DE GÉNERO Y RESPONSABILIDADES FAMILIARES

- VIOLENCIA EN LA FAMILIA DE ORIGEN

- MUJERES Y MERCADO DE TRABAJO.

- VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES.

- VIOLENCIA INSTITUCIONAL.

- VIOLENCIA OBSTÉTRICA.

- PERCEPCIONES SOBRE VIOLENCIA FAMILIAR.

SUS CONCLUSIONES SERÁN DIFUNDIDAS EN EL MES DE NOVIEMBRE DEL CORRIENTE AÑO.

LA INFORMACIÓN PROCEDENTE DE LA ENCUESTA SERVIRÁ DE INSUMO PARA EL DISEÑO Y FORMULACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS RELATIVAS A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. TAMBIÉN PROVEERÁ  DE INFORMACIÓN AL SISTEMA DE MEDICIÓN CONTINUA DISEÑADO POR EL OBSERVATORIO
El municipio del Gran Buenos Aires ha implementado por primera vez en el país una encuesta de alcance local, destinada a medir la violencia en el noviazgo. Este relevamiento se realizó en el Municipio de Tigre. La encuesta se realizó en el marco del “Proyecto de Prevención de la Violencia de Género en la Adolescencia”, que se implementa para todos/as los alumnos/as integrantes de escuelas medias y escuelas técnicas del municipio, lo que constituye un total de 25.936 adolescentes (18.933 mujeres y 7.003 varones). Para la realización de este proyecto se contó con el apoyo presupuestario de la Dirección de Políticas de Género del Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires. A los efectos de orientar la intervención, basada en la prevención y sensibilización en equidad de género de los/as adolescentes, se desarrolló una primera investigación exploratoria implementada a través de una encuesta autoadministrable y anónima, orientada a la obtención de datos sobre la problemática de la violencia de género en la adolescencia en el partido de Tigre. Esta encuesta se aplicó a varones y mujeres, de 17 a 18 años de edad, durante el año 2009. El total de encuestados fue de 1.300, todos pertenecientes al municipio de Tigre. Los encuestadores fueron capacitados en los temas específicos de la encuesta. 

El Estado informa los resultados preliminares con gráficos y tablas pero no conclusiones, se le solicita hacerlo. 

EL ESTADO NO RESPONDE.

NO OBTUVIMOS LAS CONCLUSIONES. 

69. ¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en: a) Policía y otras entidades receptoras de denuncias; b) Tribunales y fiscalías; c) Servicios de salud; d) Otros. Especifique. En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor. En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros.

Se informa sobre Registro de denuncias sobre violencia familiar de responsabilidad de la Cámara Nacional de Apelaciones del Poder Judicial de la Nación, según lo establece la ley 24417. Se aportan gráficos que muestran el incremento creciente de denuncias entre 1995 y 2008 y que la mayoría de ellas corresponden a mujeres que denuncian a sus parejas.

También se informa que se cuenta con el seguimiento de la demanda registrada y atendida por la Oficina de Violencia Doméstica dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Esta oficina lleva registros desde el momento de inicio de su gestión, septiembre de 2008, aunque la información actualmente disponible llega a septiembre de 2009, es decir, sobre el total de casos atendidos en el primer año de la puesta en marcha del servicio. En los gráficos se aprecia que el gran porcentaje de casos atendidos corresponde a mujeres víctimas de violencia, las que representan al 82% de los ingresos. El gran porcentaje de los episodios de violencia que llegan a este servicio corresponden a personas que mantienen vínculos conyugales o de pareja (más del 80% sobre el total de casos). En cuanto a la distribución de los “tipos de violencia” padecidos por los/as consultantes se observa que lo más frecuente es la violencia psicológica (el 90% de los casos manifiestan padecer este tipo de maltrato); seguido por la violencia física que se registra en el 70% de las consultas, registrándose además un 30% de casos que refieren violencia económica y un 14% en el que además está presente la violencia sexual. 

70. ¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre: a) Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica? b) Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres? c) Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas? d) Número de mujeres víctimas de femicidio al año por edad, estado civil y ubicación geográfica? e) Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados? f) Otros? Especifique. En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para contar con dichas cifras en el futuro.

La información disponible sobre el perfil y características de las víctimas de violencia proviene de los servicios especializados que atienden este tipo de demandas.

Uno de los servicios que recoge sistemáticamente este tipo de información es el programa de Atención a Mujeres Víctimas de Violencia (AVM) dependiente de la Secretaria de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires. Este programa cuenta con un servicio de atención telefónica especializado de alcance provincial durante las 24hs. derivado de un servicio de atención más amplio a través de la línea 911 o de una línea telefónica específica sobre violencia familiar. Durante el año 2009 se atendieron un total de 13.692 llamadas, que corresponden a 12.011 mujeres que sufren violencia en el seno de las relaciones familiares. Del total de llamadas aquellas correspondientes exclusivamente a víctimas de violencia corresponde a 12.011. Algunas mujeres recurrieron al servicio en más de una ocasión. El 59% de las consultas realizadas a este servicio fueron para pedir asesoramiento y orientación y el 35% de emergencia. Al comparar esta variable en relación con el año 2008, puede afirmarse que las llamadas de asesoramiento y orientación registran un aumento. En el 77% de los casos hubo una relación de pareja entre la víctima y el agresor. En el intervalo comprendido entre los 25 y 44 años tanto en el 2008 como el 2009 se concentran la mayor cantidad de llamados. Las mujeres denuncian con mayor frecuencia la violencia psicológica (95%) y en segundo término la violencia física (84%).

71. Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones. 

No existe un organismo específico para tales fines. El Consejo Nacional de las Mujeres, como parte de las actividades y funciones que le han sido otorgadas a partir de la nueva ley de violencia 26.485, pondrá en funcionamiento un Observatorio de la violencia contra las mujeres que tendrá entre otras funciones la de producir, sistematizar y difundir información sobre el tema.

IX. CONCLUSIONES

El informe del Estado Argentino aporta bastante información, sin embargo hay varias preguntas en que falta información o que no se responden de acuerdo a lo solicitado. Asimismo, es necesario mencionar que existe ausencia de información federal de las 24 provincias que componen la República Argentina.

Realizando un breve análisis comparativo del presente informe estatal con el presentado en el periodo anterior se perciben avances, particularmente en el ámbito legislativo, en el cual destaca la aprobación de la Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales. No obstante, en dicho ámbito, persiste la falta de políticas que prevengan y sancionen el femicidio. 

Subsisten, también, graves deficiencias en materia de estudios e investigaciones, de estadísticas, de mecanismos de reparación a las víctimas, de difusión de la Convención de Belem do Pará, de capacitación permanente a agentes, funcionarios/as y operadores/as, de instancias de participación de la sociedad civil, de información presupuestaria y sobre violencia contra las mujeres privadas de libertad.

X. RECOMENDACIONES 

Se recomienda al Estado Argentino:

16) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

Se recomienda al Estado establecer sanciones para quienes infringen la Ley 26485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollan sus relaciones interpersonales.

17) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.
Se recomienda al Estado la formulación de un Plan Nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres con su respectivo presupuesto para la implementación en todas las provincias federales.

18) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; 

f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social; 

Se recomienda al Estado realizar encuestas de calidad de atención y satisfacción de usuarias a las mujeres víctimas de violencia en al entidades relacionadas con el acceso a la justicia y en los servicios estatales especializados.

19) Artículo 4: Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros: 

e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; 

f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 

Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;

Se recomienda al Estado la derogación del artículo 132 del Código Penal, que establece que la víctima de abuso sexual, si fuere mayor de 16 años, puede proponer el avenimiento con el imputado y el juez podrá otorgarlo de acuerdo a la relación afectiva previa que tuvo el imputado con la víctima.

20) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

 a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

 b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer; 

 e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda; 

Se recomienda el Estado la realización periódica de campañas de difusión de la Convención de Belem do Pará.

21) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

Se recomienda al Estado la generación de mecanismos de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, con el fin de mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres.

22) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces,  

Se recomienda al Estado la generación de mecanismos específicos de reparación a las víctimas de violencia de género. Al respecto, se recomienda remitirse al informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, Sra. Rashida Manjoo, sobre reparaciones en género, de fecha 19 de abril de 2010.
23) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

Se recomienda al Estado que se implementen de manera urgente políticas para prevenir y sancionar el femicidio.

24) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; 

Se recomienda al Estado el desarrollo de planes de formación continuos sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a legisladores/as, operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia) y otros/as funcionarios/as públicos/as, operadores/as de salud, educadores/as, fuerzas militares y policiales, organizaciones sociales y comunitarias de mujeres, centros de atención especializados en violencia y otras públicos similares.

25) Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.
Se recomienda al Estado la generación de más espacios e instancias de participación de la sociedad civil en el diseño, monitoreo y evaluación de Planes, Acciones o Estrategias nacionales o provinciales en materia de violencia contra las mujeres. 

26) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;
Se recomienda al Estado la consolidación de acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará.

27) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado el diseño, financiamiento y realización de estudios e investigaciones sobre el uso de la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos por los juzgados y fiscalías en sus sentencias y dictámenes, así como, sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias y sobre si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia.

28) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado la generación de información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a entidades receptoras de denuncias, a capacitación de funcionarios, a servicios especializados, como refugios y casas de acogida, a líneas de asistencia gratuita, a asesoría jurídica gratuita, a consejería psicológica gratuita, a campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y a servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia.

29) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Se recomienda al Estado el diseño, financiamiento y realización de estudios, investigaciones o seguimiento, por el Estado, sobre la violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belem do Pará en el país.

30) Artículo 8: Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Artículo 9: Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 

Se recomienda al Estado la generación de información sobre violencia hacia las mujeres y adolescentes privadas de libertad y de programas de prevención de violencia en las cárceles de mujeres.

ANEXO I: “GUÍA NACIONAL DE RECURSOS CONTRA LA VIOLENCIA  INTRAFAMLIAR Y SEXUAL HACIA LAS MUJERES”.

http://scm.oas.org/pdfs/2011/CIM03038T.pdf
ANEXO II: INTEGRANTES DEL CONSEJO CONSULTIVO AD-HONOREM

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-2A.xls 

ANEXOS III al VII: PLANOS DEL HOGAR INTEGRAL PARA MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-3A.pdf 

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-3B.pdf 

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-3C.pdf
http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-3D.pdf
http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03214-3E.pdf


� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM02718T01�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03179T01.doc�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03218T01�








� Ver anexo: Guía de Recursos contra la Violencia Intrafamiliar y Sexual hacia las Mujeres.





� Idem.


� SI BIEN LA LEY 26.485 ES SUPERADORA DE LA LEY 24.417 DE VIOLENCIA FAMILIAR EN RELACIÓN A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES POR RAZONES DE GÉNERO, ESTA ÚLTIMA NO FUE DEROGADA POR LA PROMULGACIÓN DE LA LEY 26.485. LA LEY 24.417 SE SIGUE APLICANDO EN ALGUNOS CASOS EN EL ÁMBITO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, MIENTRAS  QUE EN EL RESTO DE LAS PROVINCIAS SE APLICAN LAS LEYES PROVINCIALES SIMILES A ESTA ÚLTIMA.





� EN RELACIÓN AL TÉRMINO “AGRESIONES DE GÉNERO” CABE DESTACAR QUE LA LEY 26.485 SE REFIERE A “VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES” SIN HACER REFERENCIA A TAL EXPRESIÓN.





� LA COMISIÓN DE POLÍTICAS DE GÉNERO SE CREÓ EN EL AÑO 2008  EN EL ÁMBITO DEL MINISTERIO DE DEFENSA, CON PARTICIPACIÓN DEL CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES, LA SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y  REPRESENTANTES DE LA SOCIEDAD CIVIL CON EXPERIENCIA EN LA TEMÁTICA DE VIOLENCIA.





� EL PROGRAMA “LAS VÍCTIMAS CONTRA LAS VIOLENCIAS” DEPENDE DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS DE LA NACIÓN.





� VER PUNTO F INFORMACION Y ESTADÍSTICA, PTO.31, DONDE SE INFORMAN LOS AVANCES PARA LA SUPERACION DE LOS OBSTÁCULOS SEÑALADOS.





� EN EL TRANCURSO DEL AÑO 2011 FUERON PRESENTADOS AL CONGRESO DE LA NACIÓN PROYECTOS DE LEY RELATIVOS AL FEMICIDIO Y A AGRAVANTES DE PENAS EN EL CASO DE ASESINATO DE MUJERES POR PARTE DEL CÓNYUGE.





� VER FUNCIONES Y ACCCIONES DEL CONSEJO CONSULTIVO AD HONOREM CONFORMADO A PARTIR DE LA SANCIÓN DE LA LEY Nº 26.485 CON OBJETO DE SUPERAR ESTA DIFICULTAD.





� VER PUNTO 14 – MINISTERIO DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CREACIÓN DEL CONSEJO EJECUTIVO DE POLÍTICAS DE GÉNERO PARA LAS MUJERES PRIVADAS DE LA LIBERTAD.


� EL PROYECTO DE LEY PARA OTORGARLE RANGO CONSTITUCIONAL A LA CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ CUENTA CON SANCIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE  LA NACIÓN.


� LEY NACIONAL Nº 26.522 DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL: TÍTULO I, CAPÍTULO I, ARTÍCULO I, INCISO H); APARTADO 9 INCISO E) Y ARTÍCULO 3, INCISO M).


� LEY Nº 26.485 de “PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS DONDE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES”, ARTÍCULO 5º, INCISO 3, DEFINE COMO VIOLENCIA SEXUAL: “CUALQUIER ACCIÓN QUE IMPLIQUE LA VULNERACIÓN EN TODAS SUS FORMAS, CON O SIN ACCESO GENITAL, DEL DERCHO DE LA MUJER DE DECIDIR VOLUNTARIAMENTE ACERCA DE SU VIDA SEXUAL O REPRODUCTIVA A TRAVÉS DE AMENAZAS, COERCIÓN, USO DE LA FUERZA, INTIMIDACIÓN, INCLUYENDO LA VIOLACIÓN DENTRO DEL MATRIMONIO O DE OTRAS RELACIONES VINCULARES O DE PARENTESCO, EXISTA O NO CONVIVENCIA, ASÍ COMO LA PROSTITUCIÓN FORZADA, EXPLOTACIÓN, ESCLAVITUD, ACOSO SEXUAL Y TRATA DE MUJERES”.





� ENTIÉNDASE DONDE DICE LEY DE VIOLENCIA DE GÉNERO COMO “LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLAN SUS RELACIONES INTERPERSONALES”.


� VER LEY 26.485, ARTÍCULO 6º, INCISO B): LA VIOLENCIA LABORAL CONTRA LAS MUJERES ES DEFINIDA COMO AQUELLA QUE IMPLICA LA DISCRIMINACIÓN DE LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS DE TRABAJO PÚBLICO O PRIVADO Y QUE OBSTACULIZA SU ACCESO AL EMPLEO, CONTRATACIÓN, ASCENSO, ESTABILIDAD O PERMANENCIA EN EL MISMO, EXIGIENDO REQUISITOS SOBRE ESTADO CIVIL, MATERNIDAD, EDAD, APARIENCIA FÍSICA O LA REALIZACIÓN DE TEST DE EMBARAZO. CONSTITUYE TAMBIÉN VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN EL ÁMBITO LABORAL QUEBRANTAR EL DERECHO DE IGUAL REMUNERACIÓN POR IGUAL TAREA O FUNCIÓN. ASIMISMO, INCLUYE EL HOSTIGAMIENTO PSICOLÓGICO EN FORMA SITEMÁTICA SOBRE UNA DETERMINADA TRABAJADORA CON EL FIN DE LOGRAR SU EXCLUSIÓN LABORAL. 





� VER LEY 26.485, ARTÍCULO 5 INCISO C), DEFINICIÓN DE VIOLENCIA SEXUAL EN DONDE SE INCLUYE EL ACOSO SEXUAL COMO UNA DE LAS FORMAS DE DICHO TIPO DE VIOLENCIA.


� COMO SE HA SEÑALADO EN EL PUNTO 3 EL ARTICULO 132 DEL CÓDIGO PENAL QUE CONTEMPLA EL AVENIMIENTO COMO UNA FIGURA DONDE EL VIOLADOR ES EXIMIDO DEL CUMPLIMIENTO DE SU PENA MEDIANTE EL CASAMIENTO CONSENTIDO POR LA VÍCTIMA, HA SIDO DEROGADO.





� EXISTE ABIERTO UN DEBATE PARLAMENTARIO EN CUANTO A LA INCORPORACIÓN DE LA FIGURA DE FEMICIDIO A LA LEGISLACIÓN PENAL. POR UNA PARTE EXISTEN VARIOS PROYECTOS QUE PROPONEN LA FIGURA AUTÓNOMA DE FEMICIDIO Y OTROS QUE PROPONEN UN AGRAVANTE DEL HOMICIDIO DE UNA MUJER COMO CONSECUENCIA DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO.


�  SE PUEDE ACCEDER EN LÍNEA A TRAVÉS DE � HYPERLINK "http://www.msal.gov.ar/saludsexual" �WWW.MSAL.GOV.AR/SALUDSEXUAL�





� ASIMISMO, LAS VÍCTIMAS PUEDEN RECURRIR PARA MAYOR INFORMACIÓN A LAS LÍNEAS TELEFÓNICAS GRATUITAS DE SALUD SEXUAL 0800-222-3444 Y DE SIDA 0800-3333-444, QUE ATIENDEN CONSULTAS EN CASOS DE VIOLACIÓN Y DERIVAN A LOS HOSPITALES QUE CUENTAN CON LA MEDICACIÓN APROPIADA.








� REFIERE AL MOMENTO EN QUE SE PRESENTÓ EL INFORME, QUE DATA DEL AÑO 2010.


� SE ADJUNTA EN ANEXO EL LISTADO DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES QUE CONFORMAN EL CONSEJO CONSULTIVO AD HONOREM A INSTANCIAS DE LA LEY 26.485.





� A COMIENZOS DEL AÑO 2012 EL CONSEJO CONSULTIVO AD HONOREM ESTÁ COMPUESTO POR 20 PROVINCIAS DEL TOTAL DE 23 QUE COMPONEN LA REPÚBLICA ARGENTINA Y CADA UNA DE LAS PROVINCIAS ESTÁ REPRESENTADA POR DOS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES, A EXCEPCIÓN DE LAPROVINCIA DE SAN JUAN QUE SÓLO ESTÁ PRESENTE EN EL CONSEJO CONSULTIVO POR UNA ONG. PARA COMPLETAR LA REPRESENTATIVIDAD DE LAS ONGs SÓLO FALTAN SIETE DE LAS MISMAS.


�  HACE REFERENCIA AL MOMENTO DE LA REALIZACIÓN DEL INFORME QUE DATA DEL AÑO 2010.


� REFIERE AL AÑO 2009


� VER PUNTO LEGISLACION REFERIDO A LOS FALLOS DE APLICACIÓN DE LA CONVENCION DE BELEM DO PARÁ.








� SE ADJUNTA ANEXO DE LOS PLANOS DE CONSTRUCCIÓN LOS HOGARES DE PROTECCIÓN INTEGRAL.


� VER ANEXO: GUÍA DE RECURSOS CONTRA LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y SEXUAL HACIA LAS MUJERES. GUIA DE RECURSOS PUBLICADA EN LA WEB DEL CNM  WWW.CNM.GOV.AR





� Idem.


� VER PUNTO F) INFORMACION Y ESTADISTICAS PTO 31





